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Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Administrativos/vas · Ayuntamiento de Santa Margarida i els Monjos. Son 50 normas, en el orden
de tus 40 temas y sin los artículos derogados. No trae resúmenes ni explicaciones de los temas: es la ley, ordenada y
señalada.

Esto es una muestra gratis: lleva 3 de los 40 temas. En el índice, los que no lleva van en gris.

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 363 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 7 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es), de EUR-Lex (© Unión Europea, 
https://eur-lex.europa.eu) y del boletín o la sede oficial de las demás normas. Los textos de las normas son textos consolidados de carácter 
meramente informativo: el único con validez legal es el publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su 
versión consolidada en la fecha que figura al empezar esa norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases 
de la convocatoria de Administrativos/vas · Ayuntamiento de Santa Margarida i els Monjos. Edición de octubre de 2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él

En gris, los temas que solo trae el temario completo.

TEMARIO COMPLETO

Tema 1 La Constitución española de 1978: estructura y principios generales. Derechos y garantías 
constitucionales. La organización del Estado en la Constitución: organización institucional y política y 
organización territorial. Las Cortes Generales. El Poder Judicial.
CE 1-80, 93-96, 108-127, 137-139, 159-165

8

Tema 2 El Gobierno y la Administración. Principios de actuación de la Administración pública. La 
Administración General del Estado. Las comunidades autónomas. La Administración local. La 
Administración institucional. Relaciones entre entes territoriales. La autonomía local.
CE 97-107, 140-158 · Ley-Gobierno 1-29 · LRJSP 1-4, 54-158 · LBRL 1-3, 5-6, 8-10, 55-62, 117-120 · CEAL 1-11 · TRLMRLC 1-7,…

31

Tema 3 Sometimiento de la Administración a la ley y al derecho. Las fuentes del derecho. La ley. Disposiciones 
normativas con rango de ley.
CE 81-92 · CC 1-2

121

Tema 4 El Estatuto de autonomía de Cataluña: estructura, contenido esencial y principios fundamentales. 
Instituciones de la Generalitat de Cataluña.
EA-CAT 1-14, 55-82 · L13-2008-CAT 1-46

—

Tema 5 El municipio: concepto y elementos. El término municipal. La población: especial referencia al 
empadronamiento. La organización municipal y sus atribuciones.
LBRL 11-24 · TRLMRLC 10-25, 39-65 · RPDT 1-25, 53-107 · ROF 35-54

—

Tema 6 Las competencias municipales y su ejercicio. Ordenanzas y reglamentos de las entidades locales. 
Clases. Procedimiento de elaboración y aprobación.
LBRL 4, 49, 70 · TRLMRLC 8, 178, 237 · TRRL 55-56 · LPACAP 128-133

—

Tema 7 El Ayuntamiento de Santa Margarida i els Monjos: organización municipal y funcionamiento, 
reglamentos y ordenanzas municipales.
LBRL 19-24 · TRLMRLC 47-65 · ROF 35-54, 104-108, 114-118, 119-133

—

Tema 8 Las competencias municipales: sistema de determinación de competencias. Competencias propias, 
delegadas y competencias distintas de las propias. Servicios mínimos.
LBRL 2, 7, 25-27 · TRLMRLC 9, 66-71, 137-143

—

Tema 9 Las competencias municipales en materia de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial. 
La regulación municipal de los usos de las vías urbanas. El procedimiento sancionador en materia de 
tráfico.
LSV 7, 39, 83-96, 103-107, 112-113

—

Tema 10 Competencias municipales en materia de seguridad ciudadana y Policía Local. Funciones de la Policía 
Local.
LOFCS 1-4, 51-54 · LPSC 1-7, 32 · LPolicias-CAT 1-7, 10-13 · L4-2003-CAT 4-5, 9-10

—

Tema 11 Funcionamiento de los órganos colegiados locales. Convocatoria y orden del día. Actas y 
certificaciones de los acuerdos. Régimen de sesiones.
ROF 77-103, 109-113, 134-139, 198-207 · TRLMRLC 97-114 · LBRL 46-47 · LRJSP 15-18 · L26-2010-CAT 13-20

—

Tema 12 El acto administrativo. Concepto, elementos y tipología. Forma, motivación y eficacia de los actos. 
Notificación de los actos administrativos y publicación. La presunción de validez de los actos 
administrativos. Nulidad y anulabilidad.
LPACAP 34-52 · L26-2010-CAT 56-58

—

Índice
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Tema 13 El administrado: concepto y clases. La capacidad del administrado y sus causas modificativas. Actos 
jurídicos del administrado. Peticiones y solicitudes. Colaboración y participación de los ciudadanos 
con la Administración. El interesado.
LPACAP 3-8, 18, 66-69 · L26-2010-CAT 25, 30, 35-38, 49 · CC 29-39, 239-248, 249-251 · LO-Peticion 1-12 · CE 29 · LBRL 69-72 ·…

—

Tema 14 Disposiciones sobre el procedimiento administrativo común. Los interesados en el procedimiento. 
Fases del procedimiento.
LPACAP 1-2, 9-12, 53-62, 65, 97-105 · L26-2010-CAT 43-48

—

Tema 15 Ordenación del procedimiento administrativo. La instrucción. Sus fases: la tramitación simplificada.
LPACAP 70-83, 96 · L26-2010-CAT 50-52

—

Tema 16 La finalización del procedimiento. La obligación de resolver y el silencio administrativo: definición y 
significado. Revisión de los actos en vía administrativa. Revisión de oficio. Recursos administrativos.
LPACAP 21-25, 84-95, 106-126 · L26-2010-CAT 53-55, 71-80

—

Tema 17 La jurisdicción contencioso-administrativa. Naturaleza, extensión y límites.
LJCA 1-5

—

Tema 18 La responsabilidad de las administraciones públicas. La responsabilidad de las autoridades y del resto 
del personal al servicio de las administraciones públicas.
LRJSP 32-37 · L26-2010-CAT 81-87

—

Tema 19 La potestad sancionadora. Principios generales: legalidad, tipicidad e irretroactividad. Procedimiento 
sancionador: principios.
LRJSP 25-31 · LPACAP 63-64, 85, 89-90 · L26-2010-CAT 102-106

—

Tema 20 La contratación administrativa en la esfera local. Clases de contratos. La selección del contratista. 
Derechos y deberes del contratista y de la Administración. El expediente de contratación.
LCSP 12-27, 115-130, 131-187, 188-191 · RGLCAP 66-70, 73, 74-78, 80-93

—

Tema 21 Ejecución, modificación y suspensión de contratos. La revisión de precios. Invalidez de los contratos. 
Extinción de los contratos.
LCSP 38-43, 103-105, 192-202, 203-207, 208-213 · RGLCAP 94-103, 104-106, 107-113

—

Tema 22 Formas de la acción administrativa. Fomento. Policía. El servicio público y sus formas de gestión.
TRLMRLC 236, 238-257, 269-271 · LBRL 84-86 · TRRL 95-109 · LCSP 284-297

—

Tema 23 Los presupuestos de las entidades locales. Principios, integración y documentos que los componen. 
Proceso de aprobación del presupuesto local. Principios generales de ejecución del presupuesto. 
Modificaciones presupuestarias.
TRLRHL 162-190 · RD-500-1990 2-78

—

Tema 24 Las haciendas locales. La financiación de los entes locales. Clases de ingresos de los entes locales. Los 
ingresos no tributarios. Los precios públicos. Los tributos municipales y las tasas municipales.
TRLRHL 2-130 · LBRL 105-116 · TRLMRLC 195-198

—

Tema 25 Tipología del personal al servicio de las administraciones públicas. Organización de la función pública 
local. La selección de personal. La provisión de puestos de trabajo. Su regulación.
TREBEP 8-13, 55-62, 69-84 · LBRL 89-92, 95-104 · TRRL 126-137, 158-168, 170-177 · TRLMRLC 282-306 · RD-896-1991 1-9 · F…

—

Tema 26 Derechos y deberes de los empleados públicos. Régimen de incompatibilidades. Régimen disciplinario. 
Funciones del puesto de trabajo de administrativo.
TREBEP 14-20, 31-46, 52-54, 93-98 · LIncompat 1-20 · L21-1987-CAT 1-24 · FP-CAT 92-93, 106-121 · TRRL 141-152, 169

—

Índice
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Tema 27 Retribuciones y nóminas. Vacaciones y licencias. Las situaciones administrativas de los funcionarios. 
Medidas de conciliación de la vida personal, laboral y familiar. Medidas de igualdad de oportunidades 
por razón de género. Prevención de riesgos laborales en las administraciones públicas.
TREBEP 21-30, 47-51, 85-92 · RD-861-1986 1-8 · FP-CAT 84-91, 94-96, 98-105 · TRRL 140, 153-157 · LBRL 93-94 · L8-2006-CAT…

—

Tema 28 Normativa laboral. Contrato de trabajo: concepto, sujetos y forma. Contenido del contrato de trabajo. 
Modalidades, suspensión y extinción.
ET 1-38, 45-56

—

Tema 29 Los bienes de las entidades locales. El dominio público y los bienes patrimoniales. El inventario 
municipal.
LBRL 79-83 · TRRL 74-87 · RBEL 1-36 · LPAAP 3-8 · TRLMRLC 199-233

—

Tema 30 La actividad subvencional: normativa reguladora. Concepto. Subvenciones. Ayudas. El procedimiento 
subvencional. Concesión. Las bases reguladoras para la concesión de subvenciones del Ayuntamiento 
de Santa Margarida i els Monjos.
LGS 1-35 · RD-887-2006 1-7, 55-67 · TRLMRLC 239-241

—

Tema 31 El lenguaje administrativo. Técnicas de redacción, elaboración y presentación de documentos. 
Organización, método de trabajo y circuitos administrativos. Los servicios de información 
administrativa. Cartas de servicios. La calidad en la Administración pública y la atención al ciudadano. 
Planificación de actividades y priorización del trabajo.
L19-2014-CAT 58-61

—

Tema 32 El registro de entrada y salida de documentos. Requisitos para la presentación de documentos. 
Comunicaciones y notificaciones. Especial referencia a la Administración electrónica. Personas 
obligadas a mantener una relación electrónica y digital.
LPACAP 14, 16, 28, 31, 40-44, 66 · RD-203-2021 3, 37-45 · L26-2010-CAT 41-42, 56-58

—

Tema 33 Las licencias. Especial referencia a las licencias de obra menor y obra mayor, al sistema de 
comunicación previa y a la ocupación de la vía pública.
TRLUC-CAT 187-190 · D64-2014-CAT 4-16, 33-44, 71-76 · LPACAP 69 · TRLMRLC 236

—

Tema 34 Disciplina urbanística. Emisión de certificaciones, autorizaciones y liquidaciones.
TRLUC-CAT 105, 199-227 · D64-2014-CAT 98-152

—

Tema 35 Atención al público. Acogida e información al administrado. Los servicios de información 
administrativa.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Tema 36 Concepto de documento, registro y archivo. Funciones del registro y del archivo. La automatización de 
oficinas. Conceptos y aplicaciones.
L10-2001-ARXCAT 1-12, 20-25, 31-33 · LPACAP 16-17, 26

—

Tema 37 La ley de transparencia. Marco normativo. Publicidad activa. Derecho de acceso a la información 
pública. Buen gobierno.
LTBG 1-32 · L19-2014-CAT 1-12, 18-44, 54-64

—

Tema 38 Protección de datos de carácter personal. Incidencia en la gestión de recursos humanos. Nivel de 
protección de datos.
RGPD 1-39, 88 · LOPDGDD 1-37, 87-91

—

Tema 39 El acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos: derechos de los ciudadanos y 
obligaciones de la Administración. El impulso de la Administración electrónica. La interoperabilidad en 
las administraciones públicas.
LPACAP 9-14 · LRJSP 38-46, 155-158 · RD-203-2021 1-12, 56-65 · ENI 1-18, 20-29

—

Índice
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Tema 40 Las administraciones públicas y la sociedad de la información. Automatización de oficinas, sistemas 
más utilizados. La Administración electrónica en Cataluña, EACAT. E-tram, E-notum, Localret y 
Administración Abierta de Cataluña (AOC).
L29-2010-CAT 1-28

—

Índice
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

363
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

346
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 1 CE Constitución Española 323 Tema 1 pág. 8

2 Art. 4 LPRL Ley 31/1995 prevención de riesgos lab… 300 — —

3 Art. 14 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 290 — —

4 Art. 47 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 289 — —

5 Art. 21 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 255 — —

6 Art. 149 CE Constitución Española 233 Tema 2 pág. 35

7 Art. 35 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 218 — —

8 Art. 41 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 197 — —

9 Art. 9 CE Constitución Española 189 Tema 1 pág. 9

10 Art. 39 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 187 — —

11 Art. 24 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 183 — —

12 Art. 32 LRJSP Ley 40/2015 régimen jurídico del secto… 179 — —

13 Art. 15 LPRL Ley 31/1995 prevención de riesgos lab… 176 — —

14 Art. 4 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 175 — —

15 Art. 5 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 174 — —

16 Art. 137 CE Constitución Española 170 Tema 1 pág. 26

17 Art. 40 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 159 — —

18 Art. 122 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 156 — —

19 Art. 43 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 152 — —

20 Art. 3 LRJSP Principios generales 149 Tema 2 pág. 56

21 Art. 112 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 149 — —

22 Art. 48 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 146 — —

23 Art. 54 CE Constitución Española 142 Tema 1 pág. 17

24 Art. 16 LCSP Ley 9/2017 contratos del sector público 142 — —

25 Art. 8 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 139 — —

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer. Los artículos sin página están en temas que solo trae el temario completo.

Lo más preguntado de este temario
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución española de 1978: estructura y principios generales. Derechos y 
garantías constitucionales. La organización del Estado en la Constitución: organización 
institucional y política y organización territorial. Las Cortes Generales. El Poder 
Judicial.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 80, 93 a 96, 108 a 127, 137 a 139 y 159 a 165 · 114 artículos

114 artículos · empieza en la pág. 8

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 323
Art. 9 CE 189
Art. 137 CE 170
Art. 54 CE 142
Art. 53 CE 124

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 4.176 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 80, 93 a 96, 108 a 127, 137 a 139 y 159 a 165 · 114 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · 
BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

CE · arts. 1-4Tema 1 · La Constitución española de 1978: estructura y principios generales. Derechos y garantías constitucionales. La organiza…
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Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos
que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no

CE · arts. 5-11Tema 1 · La Constitución española de 1978: estructura y principios generales. Derechos y garantías constitucionales. La organiz…
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reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
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abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

c) A la libertad de cátedra.

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.
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Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones
indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que,
por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos
presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria.
En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad
Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
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religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

SECCIÓN 2.ª DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CIUDADANOS

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
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responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de
los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y
las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores
y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,

CE · arts. 31-39Tema 1 · La Constitución española de 1978: estructura y principios generales. Derechos y garantías constitucionales. La organi…

1

TEMARIO Administrativos/vas · Ayuntamiento de Santa Margarida i els Monjos · oposicionesexpress.com pág. 14



durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para
una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en
caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.
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Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.

Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán
sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
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3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO II DE LA CORONA

Artículo 56.
1. El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el funcionamiento
regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las relaciones
internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las funciones que le
atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

2. Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.

3. La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrendados
en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el
artículo 65, 2.

Artículo 57.
1. La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón, legítimo
heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogenitura y
representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el grado más
próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona de más edad a
la de menos.

2. El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la
Corona de España.

3. Extinguidas todas las líneas llamadas en Derecho, las Cortes Generales proveerán a la sucesión en la Corona
en la forma que más convenga a los intereses de España.

4. Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono contrajeren matrimonio contra la expresa
prohibición del Rey y de las Cortes Generales, quedarán excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus
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descendientes.

5. Las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en el orden de sucesión a
la Corona se resolverán por una ley orgánica.

Artículo 58.
La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones constitucionales, salvo lo dispuesto
para la Regencia.

Artículo 59.
1. Cuando el Rey fuere menor de edad, el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el pariente mayor de edad
más próximo a suceder en la Corona, según el orden establecido en la Constitución, entrará a ejercer
inmediatamente la Regencia y la ejercerá durante el tiempo de la minoría de edad del Rey.

2. Si el Rey se inhabilitare para el ejercicio de su autoridad y la imposibilidad fuere reconocida por las Cortes
Generales, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia el Príncipe heredero de la Corona, si fuere mayor de
edad. Si no lo fuere, se procederá de la manera prevista en el apartado anterior, hasta que el Príncipe heredero
alcance la mayoría de edad.

3. Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada por las Cortes
Generales, y se compondrá de una, tres o cinco personas.

4. Para ejercer la Regencia es preciso ser español y mayor de edad.

5. La Regencia se ejercerá por mandato constitucional y siempre en nombre del Rey.

Artículo 60.
1. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey difunto, siempre que
sea mayor de edad y español de nacimiento; si no lo hubiese nombrado, será tutor el padre o la madre
mientras permanezcan viudos. En su defecto, lo nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acumularse
los cargos de Regente y de tutor sino en el padre, madre o ascendientes directos del Rey.

2. El ejercicio de la tutela es también incompatible con el de todo cargo o representación política.

Artículo 61.
1. El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de desempeñar fielmente sus
funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes y respetar los derechos de los ciudadanos y de
las Comunidades Autónomas.

2. El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, y el Regente o Regentes al hacerse cargo de sus
funciones, prestarán el mismo juramento, así como el de fidelidad al Rey.

Artículo 62.
Corresponde al Rey:

a) Sancionar y promulgar las leyes.

b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución.

c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.

d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus
funciones en los términos previstos en la Constitución.

e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente.

f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y
conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.

g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros,
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cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno.

h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas.

i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.

j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.

Artículo 63.
1. El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los representantes extranjeros en
España están acreditados ante él.

2. Al Rey corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente por medio
de tratados, de conformidad con la Constitución y las leyes.

3. Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y hacer la paz.

Artículo 64.
1. Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por los Ministros
competentes. La propuesta y el nombramiento del Presidente del Gobierno, y la disolución prevista en el
artículo 99, serán refrendados por el Presidente del Congreso.

2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden.

Artículo 65.
1. El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de su Familia y Casa,
y distribuye libremente la misma.

2. El Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa.

TÍTULO III DE LAS CORTES GENERALES

CAPÍTULO PRIMERO DE LAS CÁMARAS

Artículo 66.
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el
Senado.

2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.

3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.

2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.

3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las
Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio
universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.

2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada
una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación
mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.

3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.

CE · arts. 62-68Tema 1 · La Constitución española de 1978: estructura y principios generales. Derechos y garantías constitucionales. La organi…

1

TEMARIO Administrativos/vas · Ayuntamiento de Santa Margarida i els Monjos · oposicionesexpress.com pág. 19



4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley
reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera
del territorio de España.

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El
Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.

Artículo 69.
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.

2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los
votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.

3. En las provincias insulares, cada isla con Cabildo o Consejo Insular constituirá una circunscripción a
efectos de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores −Gran Canaria,
Mallorca y Tenerife− y uno a cada una de las siguientes islas: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La
Gomera, El Hierro, Lanzarote y La Palma.

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.

5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de
su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano
colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que
asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.

6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

Se modifica el apartado 3 por el art. único de la Reforma de 19 de mayo de 2026. Ref. BOE-A-2026-10881 La eficacia de la creación de las 
circunscripciones electorales de Ibiza y Formentera quedará pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se 
celebren tras la entrada en vigor de la citada Reforma, según establece su disposición transitoria única.

Artículo 70.
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,
que comprenderán, en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.

b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los
miembros del Gobierno.

c) Al Defensor del Pueblo.

d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.

e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo.

f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control
judicial, en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.

2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo
podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa
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autorización de la Cámara respectiva.

3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras.

Artículo 72.
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán
sometidos a una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.

2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales
aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.

3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a
diciembre, y el segundo, de febrero a junio.

2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación
Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones
extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste
haya sido agotado.

Artículo 74.
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II
atribuye expresamente a las Cortes Generales.

2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por
mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los
otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará
obtener por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión
presentará un texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el
Congreso por mayoría absoluta.

Artículo 75.
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.

2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de
cualquier proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación.

3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 76.
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los
Tribunales, ni afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea
comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.

2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan
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imponerse por incumplimiento de esta obligación.

Artículo 77.
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida
la presentación directa por manifestaciones ciudadanas.

2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse
sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica.

2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo
con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de
velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.

3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus
funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.

4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus
decisiones.

Artículo 79.
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la
mayoría de sus miembros.

2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin
perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras.

3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

Artículo 80.
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado
por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo 93.
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización
o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes
Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones
emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Artículo 94.
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la
previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:

a) Tratados de carácter político.

b) Tratados o convenios de carácter militar.

c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes
fundamentales establecidos en el Título I.
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d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública.

e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas
legislativas para su ejecución.

2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los restantes tratados o
convenios.

Artículo 95.
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá
la previa revisión constitucional.

2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si
existe o no esa contradicción.

Artículo 96.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán
parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en
la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.

2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo procedimiento previsto
para su aprobación en el artículo 94.

TÍTULO V DE LAS RELACIONES ENTRE EL GOBIERNO Y LAS CORTES GENERALES

Artículo 108.
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados.

Artículo 109.
Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, la información y ayuda
que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las
Comunidades Autónomas.

Artículo 110.
1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno.

2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus Comisiones y la facultad de
hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las mismas funcionarios de sus Departamentos.

Artículo 111.
1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le
formulen en las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal.

2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición.

Artículo 112.
El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso de
los Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La
confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados.

Artículo 113.
1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción
por mayoría absoluta de la moción de censura.

2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de
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incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.

3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los
dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas.

4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra
durante el mismo período de sesiones.

Artículo 114.
1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a
continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99.

2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato
incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo
99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno.

Artículo 115.
1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva
responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, que será
decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha de las elecciones.

2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción de censura.

3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el
artículo 99, apartado 5.

Artículo 116.
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones
correspondientes.

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por
un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al
efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito
territorial a que se extienden los efectos de la declaración.

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros,
previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción
deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración,
que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta
exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones.

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados
comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren
en período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no
podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se
produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del
Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente.

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de
responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes.
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TÍTULO VI DEL PODER JUDICIAL

Artículo 117.
1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del
poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.

2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna
de las causas y con las garantías previstas en la ley.

3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado,
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de
competencia y procedimiento que las mismas establezcan.

4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que
expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.

5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La
ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de
estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.

6. Se prohíben los Tribunales de excepción.

Artículo 118.
Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la
colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto.

Artículo 119.
La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten
insuficiencia de recursos para litigar.

Artículo 120.
1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento.

2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal.

3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.

Artículo 121.
Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la
Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.

Artículo 122.
1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo
único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia.

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su
estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de
nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario.

3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo
presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre
Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a
propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por
mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida
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competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

Artículo 123.
1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los
órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.

2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder
Judicial, en la forma que determine la ley.

Artículo 124.
1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión
promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés
público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los
Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad
de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General
del Poder Judicial.

Artículo 125.
Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la
institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como
en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.

Artículo 126.
La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de
averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley
establezca.

Artículo 127.
1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros
cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de
asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales.

2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá
asegurar la total independencia de los mismos.

TÍTULO VIII DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
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caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

TÍTULO IX DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Artículo 159.
1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta
del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica
mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.

2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores
de Universidad, funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de
quince años de ejercicio profesional.

3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve años y se renovarán
por terceras partes cada tres.

4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo mandato representativo;
con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño de funciones directivas en un partido político o
en un sindicato y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y
con cualquier actividad profesional o mercantil. En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional
tendrán las incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial.

5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su
mandato.

Artículo 160.
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del
mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

Artículo 161.
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer:

a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La
declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la
jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa
juzgada.

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53, 2, de esta
Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.

c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.

d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por
los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o
resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a
cinco meses.
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Artículo 162.
1. Están legitimados:

a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo,
50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su
caso, las Asambleas de las mismas.

b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.

Artículo 163.
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de
cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal
Constitucional en los supuestos, en la forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán
suspensivos.

Artículo 164.
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos
particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no
cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con
fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente
a todos.

2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por la
inconstitucionalidad.

Artículo 165.
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el
procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las acciones.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1

1 El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos:

A) Cinco a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cinco a propuesta del Senado, 
con idéntica mayoría; uno a propuesta del Gobierno, y uno a propuesta del Consejo General del Poder Judicial

B) Cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, 
con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. 
Artículo 159.1 CE

C) Cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; tres a propuesta del Senado, 
con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y tres a propuesta del Consejo General del Poder Judicial

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Buñol
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2 Conforme a lo dispuesto en el artículo 47 de la Constitución Española:

A) La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

B) Todos los ciudadanos tendrán derecho a una participación justa en la acción urbanística de los entes públicos.

C) Los poderes públicos garantizarán la distribución equitativa de las plusvalías que genere la acción urbanística 
de los entes públicos.

D) El Estado garantizará que las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos revierta en el 
interés general.

Gobierno de Cantabria, 2023

3 Velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo, entre las diversas partes del 
territorio español, el Estado garantiza la realización efectiva del principio de:

A) Solidaridad.

B) Igualdad.

C) Seguridad jurídica.

D) Justicia universal.
Ayuntamiento de Llíria, 2022

4 La forma política del Estado español es…

A) La Monarquía parlamentaria.

B) La soberanía nacional.

C) El pluralismo político.

D) La sociedad democrática.
Ayuntamiento de Llíria, 2022

5 _______ puede determinar la forma y los casos en que, individualmente y con la necesaria intervención 
judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17.2 y 18, apartados 
2 y 3, se puedan suspender para personas determinadas en relación con las investigaciones 
correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas:

A) La Constitución española

B) Una ley de bases

C) Una ley orgánica

D) Un Estatuto de Autonomía
Ayuntamiento de Roquetes, 2025
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Soluciones — Tema 1 Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 159 CE pág. 27 El Tribunal Constitucional tiene doce miembros nombrados por el Rey, repartidos de
forma equilibrada entre los poderes del Estado. El Congreso y el Senado proponen cuatro cada uno, siempre
con una mayoría reforzada de tres quintos de la cámara para garantizar consenso. El Gobierno aporta dos y el
órgano de gobierno de los jueces otros dos. Conviene precisar que la única distribución válida es cuatro, cuatro,
dos y dos; cualquier reparto con cinco o tres altera el equilibrio previsto.

2 A Art. 47 CE pág. 16 La Constitución reconoce el derecho a una vivienda digna y adecuada y ordena regular el
uso del suelo de acuerdo con el interés general. También establece expresamente que la comunidad participará
en las plusvalías generadas por la acción urbanística de los entes públicos. La afirmación correcta reproduce
esta previsión constitucional.

3 A Art. 138 CE pág. 26 El reparto equilibrado de la riqueza entre los distintos territorios responde a un principio
que obliga al Estado a corregir desigualdades económicas y favorecer un desarrollo conjunto. Velar por ese
equilibrio económico adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español es la expresión concreta
de la solidaridad interterritorial. No debe confundirse con la igualdad de los ciudadanos ante la ley ni con la
seguridad jurídica, que protegen otros valores distintos del reparto territorial de recursos.

4 A Art. 1 CE pág. 8 La Constitución define el modelo de Estado de forma directa: España se organiza como una
monarquía donde el Rey ejerce funciones representativas y el poder reside en órganos elegidos por los
ciudadanos, especialmente las Cortes. Por eso se habla de monarquía parlamentaria, que combina la jefatura
del Estado en el Rey con un gobierno responsable ante el Parlamento. La soberanía nacional y el pluralismo
político son valores o principios del sistema, pero no describen la forma política como tal.

5 C Art. 55 CE pág. 17 La suspensión individual de ciertos derechos para personas concretas, vinculada a
investigaciones sobre bandas armadas o terrorismo, no la decide la Constitución por sí misma ni cualquier
norma: se reserva a una ley orgánica, que fija la forma y los casos, siempre con intervención judicial y control
parlamentario. Afecta al secreto de las comunicaciones, la inviolabilidad del domicilio y el plazo de detención.
Conviene distinguir esta suspensión individualizada de la suspensión general de garantías propia de los estados
de excepción y sitio.

Practica con más de 4.150 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/admin-c1-ayto-santa-margarida
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
El Gobierno y la Administración. Principios de actuación de la Administración pública. 
La Administración General del Estado. Las comunidades autónomas. La Administración 
local. La Administración institucional. Relaciones entre entes territoriales. La 
autonomía local.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 97 a 107 y 140 a 158 · 30 artículos

Ley-Gobierno · Ley 50/1997 del Gobierno
arts. 1 a 29 · 29 artículos

LRJSP · Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público
arts. 1 a 4 y 54 a 158 · 116 artículos

LBRL · Ley 7/1985 bases del régimen local
arts. 1 a 3, 5 a 6, 8 a 10, 55 a 62 y 117 a 120 · 22 artículos

CEAL · Carta Europea de Autonomia Local
arts. 1 a 11 · 11 artículos

TRLMRLC · Text refós de la Llei municipal i de règim local de…
arts. 1 a 7 y 144 a 153 · 18 artículos

226 artículos · empieza en la pág. 31

Lo más preguntado de este tema

Art. 149 CE 233
Art. 3 LRJSP 149
Art. 103 CE 138
Art. 140 CE 122
Art. 148 CE 121

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 2.274 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 97 a 107 y 140 a 158 · 30 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO IV DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 97. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa 
del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

Artículo 98.
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás
miembros que establezca la ley.

2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión.

3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.

4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.

Artículo 99.
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en
que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con
representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la
Presidencia del Gobierno.
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2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los
Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara.

3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a
dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma
propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada
si obtuviere la mayoría simple.

4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas
propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.

5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato
hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones
con el refrendo del Presidente del Congreso.

Artículo 100.
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente.

Artículo 101.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 102.
1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso,
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus
funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la
aprobación de la mayoría absoluta del mismo.

3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo.

Artículo 103.
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
pleno a la ley y al Derecho.

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.

3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los
principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.
La ley regulará:

a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas
por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.
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b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando
proceda, la audiencia del interesado.

Artículo 106.
1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el
sometimiento de ésta a los fines que la justifican.

2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la
lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

Artículo 107.
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición
y competencia.

TÍTULO VIII DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que
proceda el régimen del concejo abierto.

Artículo 141.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de
los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.

2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.

4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

Artículo 142.
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO TERCERO DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo 143.
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano
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interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el
plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales
interesadas.

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:

a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una
provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la
organización provincial.

c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143.

Artículo 145.
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.

2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el
carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los
acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes
Generales.

Artículo 146.
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será
elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley.

Artículo 147.
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de
cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento
jurídico.

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.

b) La delimitación de su territorio.

c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.

d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso
de los servicios correspondientes a las mismas.

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.

Artículo 148.
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.

2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones
que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia
autorice la legislación sobre Régimen Local.
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3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.

5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable.

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen
actividades comerciales.

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.

8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.

9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.

10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de
interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.

11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.

12.ª Ferias interiores.

13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por
la política económica nacional.

14.ª La artesanía.

15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.

16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.

17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la
Comunidad Autónoma.

18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.

19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.

20.ª Asistencia social.

21.ª Sanidad e higiene.

22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán
ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.

Artículo 149.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.

3.ª Relaciones internacionales.

4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.

5.ª Administración de Justicia.

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Autónomas.

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades
Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas
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a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales,
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en
este último caso, a las normas de derecho foral o especial.

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.

11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y
seguros.

12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.

13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.

15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.

16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos
farmacéuticos.

17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus
servicios por las Comunidades Autónomas.

18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones
públicas.

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las
Comunidades Autónomas.

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de
interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo,
servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad
Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación.

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando
su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre
montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma.

25.ª Bases de régimen minero y energético.

26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.

27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las
Comunidades Autónomas.

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la
expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de
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las Comunidades Autónomas.

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una
ley orgánica.

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

31.ª Estadística para fines estatales.

32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el
servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las
Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se
hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso
de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades
Autónomas.

Artículo 150.
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las
Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los
principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en
cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas
de las Comunidades Autónomas.

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades
correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de
transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.

3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones
normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas,
cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada
Cámara, la apreciación de esta necesidad.

Artículo 151.
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148,
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por
las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una
de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de
los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el
siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones
comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en
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Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante
el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su
formulación definitiva.

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las
provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto.

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley.

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será
tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia,
procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una
o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en
la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 152.
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a
un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del
territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la
Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de
Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. Un
Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará
la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las
Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley
orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en
el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante
los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos
correspondientes.

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

Artículo 153.
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá:

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con
fuerza de ley.
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b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se
refiere el apartado 2 del artículo 150.

c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas
reglamentarias.

d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.

Artículo 154.
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad
Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad.

Artículo 155.
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o
actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al
Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría
absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de
dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a
todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

Artículo 156.
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus
competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos
los españoles.

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los
Estatutos.

Artículo 157.
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras
participaciones en los ingresos del Estado.

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.

e) El producto de las operaciones de crédito.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados
fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el
precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de
colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

Artículo 158.
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas
en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel
mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español.
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2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de
solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán
distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.

Ley-Gobierno
Ley 50/1997 del Gobierno
En este tema: arts. 1 a 29 · 29 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1997-25336

TÍTULO I DEL GOBIERNO: COMPOSICIÓN, ORGANIZACIÓN Y ÓRGANOS DE COLABORACIÓN Y APOYO

CAPÍTULO I DEL GOBIERNO, SU COMPOSICIÓN, ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES

Artículo 1. Del Gobierno.
1. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

2. El Gobierno se compone del Presidente, del Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de los Ministros.

3. Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones Delegadas del Gobierno.

Artículo 2. Del Presidente del Gobierno.
1. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de los Ministros en su gestión.

2. En todo caso, corresponde al Presidente del Gobierno:

a) Representar al Gobierno.

b) Establecer el programa político del Gobierno y determinar las directrices de la política interior y
exterior y velar por su cumplimiento.

c) Proponer al Rey, previa deliberación del Consejo de Ministros, la disolución del Congreso, del Senado o
de las Cortes Generales.

d) Plantear ante el Congreso de los Diputados, previa deliberación del Consejo de Ministros, la cuestión de
confianza.

e) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa autorización del Congreso de los
Diputados.

f) Dirigir la política de defensa y ejercer respecto de las Fuerzas Armadas las funciones previstas en la
legislación reguladora de la defensa nacional y de la organización militar.

g) Convocar, presidir y fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros, sin perjuicio de lo
previsto en el artículo 62.g) de la Constitución.

h) Refrendar, en su caso, los actos del Rey y someterle, para su sanción, las leyes y demás normas con
rango de ley, de acuerdo con lo establecido en los artículos 64 y 91 de la Constitución.

i) Interponer el recurso de inconstitucionalidad.

j) Crear, modificar y suprimir, por Real Decreto, los Departamentos Ministeriales, así como las Secretarías
de Estado, Asimismo, le corresponde la aprobación de la estructura orgánica de la Presidencia del
Gobierno.

k) Proponer al Rey el nombramiento y separación de los Vicepresidentes y de los Ministros.

l) Resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre los diferentes Ministerios.

m) Impartir instrucciones a los demás miembros del Gobierno.

n) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución y las leyes.
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Artículo 3. Del Vicepresidente o Vicepresidentes del Gobierno.
1. Al Vicepresidente o Vicepresidentes, cuando existan, les corresponderá el ejercicio de las funciones que les
encomiende el Presidente.

2. El Vicepresidente que asuma la titularidad de un Departamento Ministerial, ostentará, además, la condición
de Ministro.

Artículo 4. De los Ministros.
1. Los Ministros, como titulares de sus Departamentos, tienen competencia y responsabilidad en la esfera
específica de su actuación, y les corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de su Departamento, de conformidad con los acuerdos
adoptados en Consejo de Ministros o con las directrices del Presidente del Gobierno.

b) Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento.

c) Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento
del Gobierno y cualesquiera otras disposiciones.

d) Refrendar, en su caso, los actos del Rey en materia de su competencia.

2. Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les
atribuirá la responsabilidad de determinadas funciones gubernamentales. En caso de que existan Ministros
sin cartera, por Real Decreto se determinará el ámbito de sus competencias, la estructura administrativa, así
como los medios materiales y personales que queden adscritos al mismo.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. 
BOE-A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "2. 
Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les atribuirá la responsabilidad de 
determinadas funciones gubernamentales."
Se modifica el apartado 2, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566.

Artículo 5. Del Consejo de Ministros.
1. Al Consejo de Ministros, como órgano colegiado del Gobierno, le corresponde el ejercicio de las siguientes
funciones:

a) Aprobar los proyectos de ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado.

b) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.

c) Aprobar los Reales Decretos-leyes y los Reales Decretos Legislativos.

d) Acordar la negociación y firma de Tratados internacionales, así como su aplicación provisional.

e) Remitir los Tratados internacionales a las Cortes Generales en los términos previstos en los artículos 94
y 96.2 de la Constitución.

f) Declarar los estados de alarma y de excepción y proponer al Congreso de los Diputados la declaración
del estado de sitio.

g) Disponer la emisión de Deuda Pública o contraer crédito, cuando haya sido autorizado por una Ley.

h) Aprobar los reglamentos para el desarrollo y la ejecución de las leyes, previo dictamen del Consejo de
Estado, así como las demás disposiciones reglamentarias que procedan.

i) Crear, modificar y suprimir los órganos directivos de los Departamentos Ministeriales.

j) Adoptar programas, planes y directrices vinculantes para todos los órganos de la Administración General
del Estado.

k) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución, las leyes y cualquier otra disposición.

2. A las reuniones del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y excepcionalmente otros
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altos cargos, cuando sean convocados para ello, sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales
válidamente celebrados por España.
Téngase en cuenta que esta actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, 
Ref. BOE-A-2025-76 -11, entra en vigor el 3 de abril de 2025 según determina su disposición final 38.1. Redacción anterior: "2. A las reuniones 
del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y excepcionalmente otros altos cargos, cuando sean convocados para ello."

3. Las deliberaciones del Consejo de Ministros serán secretas.
Se modifica el apartado 2, con efectos desde el 3 de abril de 2025, por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. 
BOE-A-2025-76
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 6. De las Comisiones Delegadas del Gobierno.
1. La creación, modificación y supresión de las Comisiones Delegadas del Gobierno será acordada por el
Consejo de Ministros mediante Real Decreto, a propuesta del Presidente del Gobierno.

2. El Real Decreto de creación de una Comisión Delegada deberá especificar, en todo caso:

a) El miembro del Gobierno que asume la presidencia de la Comisión.

b) Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la integran.

c) Las funciones que se atribuyen a la Comisión.

d) El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría de la misma.

e) El régimen interno de funcionamiento y en particular el de convocatorias y suplencias.

Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 
Ref. BOE-A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: 
"2. El Real Decreto de creación de una Comisión Delegada deberá especificar, en todo caso: a) El miembro del Gobierno que asume la 
presidencia de la Comisión. b) Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la integran. c) Las funciones que se 
atribuyen a la Comisión. d) El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría de la misma."

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, podrán ser convocados a las reuniones de las Comisiones
Delegadas los titulares de aquellos otros órganos superiores y directivos de la Administración General del
Estado que se estime conveniente.

4. Corresponde a las Comisiones Delegadas, como órganos colegiados del Gobierno:

a) Examinar las cuestiones de carácter general que tengan relación con varios de los Departamentos
Ministeriales que integren la Comisión.

b) Estudiar aquellos asuntos que, afectando a varios Ministerios, requieran la elaboración de una propuesta
conjunta previa a su resolución por el Consejo de Ministros.

c) Resolver los asuntos que, afectando a más de un Ministerio, no requieran ser elevados al Consejo de
Ministros.

d) Ejercer cualquier otra atribución que les confiera el ordenamiento jurídico o que les delegue el Consejo
de Ministros.

5. Las deliberaciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno serán secretas.

Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, el apartado 2 por la disposición final 3.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566.

CAPÍTULO II DE LOS ÓRGANOS DE COLABORACIÓN Y APOYO DEL GOBIERNO

Artículo 7. De los Secretarios de Estado.
1. Los Secretarios de Estado son órganos superiores de la Administración General del Estado, directamente
responsables de la ejecución de la acción del Gobierno en un sector de actividad específica de un
Departamento o de la Presidencia del Gobierno.

2. Actúan bajo la dirección del titular del Departamento al que pertenezcan. Cuando estén adscritos a la
Presidencia del Gobierno, actúan bajo la dirección del Presidente.
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Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. 
BOE-A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "2. 
Actúan bajo la dirección del titular del Departamento al que pertenezcan. Cuando estén adscritos a la Presidencia del Gobierno, actúan bajo 
la dirección del Presidente. Asimismo, podrán ostentar por delegación expresa de sus respectivos Ministros la representación de éstos en 
materias propias de su competencia, incluidas aquéllas con proyección internacional, sin perjuicio, en todo caso, de las normas que rigen las 
relaciones de España con otros Estados y con las Organizaciones internacionales."

3. Las competencias de los Secretarios de Estado son las que se determinan en la Ley de Organización y
Funcionamiento de la Administración General del Estado.

Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, el apartado 2 por la disposición final 3.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566.

Artículo 8. De la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.
1. La Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios estará integrada por los titulares de las
Secretarías de Estado y por los Subsecretarios de los distintos Departamentos Ministeriales. Asistirá
igualmente el Abogado General del Estado y aquellos altos cargos con rango de Secretario de Estado o
Subsecretario que sean convocados por el Presidente por razón de la materia de que se trate.

2. La Presidencia de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios corresponde a un
Vicepresidente del Gobierno o, en su defecto, al Ministro de la Presidencia. En caso de ausencia del Presidente
de la Comisión, la presidencia recaerá en el Ministro que corresponda según el orden de precedencia de los
Departamentos ministeriales. No se entenderá por ausencia la interrupción transitoria en la asistencia a la
reunión de la Comisión. En ese caso, las funciones que pudieran corresponder al Presidente serán ejercidas
por la siguiente autoridad en rango presente, de conformidad con el orden de precedencia de los distintos
Departamentos ministeriales.

3. La Secretaría de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios será ejercida por el
Subsecretario de la Presidencia. En caso de ausencia, vacante o enfermedad, actuará como Secretario el
Director del Secretariado del Gobierno.

4. Las deliberaciones de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios serán reservadas. En
ningún caso la Comisión podrá adoptar decisiones o acuerdos por delegación del Gobierno.

5. Corresponde a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios:

a) El examen de todos los asuntos que vayan a someterse a aprobación del Consejo de Ministros, excepto
los nombramientos, ceses, ascensos a cualquiera de los empleos de la categoría de oficiales generales y
aquéllos que, excepcionalmente y por razones de urgencia, deban ser sometidos directamente al Consejo
de Ministros.

b) El análisis o discusión de aquellos asuntos que, sin ser competencia del Consejo de Ministros o sus
Comisiones Delegadas, afecten a varios Ministerios y sean sometidos a la Comisión por su presidente.

6. La Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios podrá celebrar sesiones, deliberar y aprobar
actas a distancia por medios electrónicos, siempre que los miembros participantes se encuentren en territorio
español y quede acreditada su identidad. Asimismo, se deberá asegurar la comunicación entre ellos en tiempo
real durante la sesión, disponiéndose los medios necesarios para garantizar el carácter secreto o reservado de
sus deliberaciones.
Se añade el apartado 6 por el art. 221.1 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.5 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 9. Del Secretariado del Gobierno.
1. El Secretariado del Gobierno, como órgano de apoyo del Consejo de Ministros, de las Comisiones Delegadas
del Gobierno y de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, ejercerá las siguientes
funciones:

a) La asistencia al Ministro-Secretario del Consejo de Ministros.

Ley-Gobierno · arts. 7-9Tema 2 · El Gobierno y la Administración. Principios de actuación de la Administración pública. La Administración Ge…

2

TEMARIO Administrativos/vas · Ayuntamiento de Santa Margarida i els Monjos · oposicionesexpress.com pág. 43



b) La remisión de las convocatorias a los diferentes miembros de los órganos colegiados anteriormente
enumerados.

c) La colaboración con las Secretarías Técnicas de las Comisiones Delegadas del Gobierno.

d) El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del día y actas de las reuniones.

e) Velar por el cumplimiento de los principios de buena regulación aplicables a las iniciativas normativas y
contribuir a la mejora de la calidad técnica de las disposiciones aprobadas por el Gobierno.

f) Velar por la correcta y fiel publicación de las disposiciones y normas emanadas del Gobierno que deban
insertarse en el "Boletín Oficial del Estado".

2. Asimismo, el Secretariado del Gobierno, como órgano de asistencia al Ministro de la Presidencia, ejercerá
las siguientes funciones:

a) Los trámites relativos a la sanción y promulgación real de las leyes aprobadas por las Cortes Generales y
la expedición de los Reales Decretos.

b) La tramitación de los actos y disposiciones del Rey cuyo refrendo corresponde al Presidente del
Gobierno.

c) La tramitación de los actos y disposiciones que el ordenamiento jurídico atribuye a la competencia del
Presidente del Gobierno.

3. El Secretariado del Gobierno se integra en la estructura orgánica del Ministerio de la Presidencia, tal como
se prevea en el Real Decreto de estructura de ese Ministerio. El Director del Secretariado del Gobierno
ejercerá la secretaría adjunta de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.

4. De conformidad con las funciones que tiene atribuidas y de acuerdo con las normas que rigen la
elaboración de las disposiciones de carácter general, el Secretariado del Gobierno propondrá al Ministro de la
Presidencia la aprobación de las instrucciones que han de seguirse para la tramitación de asuntos ante los
órganos colegiados del Gobierno y los demás previstos en el apartado segundo de este artículo. Las
instrucciones preverán expresamente la forma de documentar las propuestas y acuerdos adoptados por
medios electrónicos, que deberán asegurar la identidad de los órganos intervinientes y la fehaciencia del
contenido.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "1. El 
Secretariado del Gobierno, como órgano de apoyo del Consejo de Ministros, de las Comisiones Delegadas del Gobierno y de la Comisión 
General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, ejercerá las siguientes funciones: a) La asistencia al Ministro-Secretario del Consejo de 
Ministros. b) La remisión de las convocatorias a los diferentes miembros de los órganos colegiados anteriormente enumerados. c) La 
colaboración con las Secretarías Técnicas de las Comisiones Delegadas del Gobierno. d) El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del 
día y actas de las reuniones. e) Velar por la correcta y fiel publicación de las disposiciones y normas emanadas del Gobierno que deban 
insertarse en el «Boletín Oficial del Estado». 2. El Secretariado del Gobierno se integra en la estructura orgánica del Ministerio de la 
Presidencia."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 10. De los Gabinetes.
1. Los Gabinetes son órganos de apoyo político y técnico del Presidente del Gobierno, de los Vicepresidentes,
de los Ministros y de los Secretarios de Estado. Los miembros de los Gabinetes realizan tareas de confianza y
asesoramiento especial sin que en ningún caso puedan adoptar actos o resoluciones que correspondan
legalmente a los órganos de la Administración General del Estado o de las organizaciones adscritas a ella, sin
perjuicio de su asistencia o pertenencia a órganos colegiados que adopten decisiones administrativas.
Asimismo, los directores de los gabinetes podrán dictar los actos administrativos propios de la jefatura de la
unidad que dirigen. Particularmente, los Gabinetes prestan su apoyo a los miembros del Gobierno y
Secretarios de Estado en el desarrollo de su labor política, en el cumplimiento de las tareas de carácter
parlamentario y en sus relaciones con las instituciones y la organización administrativa. El Gabinete de la
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Presidencia del Gobierno se regulará por Real Decreto del Presidente en el que se determinará, entre otros
aspectos, su estructura y funciones. El resto de Gabinetes se regulará por lo dispuesto en esta Ley.

2. Los Directores de Gabinete tendrán el nivel orgánico que se determine reglamentariamente. El resto de
miembros del Gabinete tendrán la situación y grado administrativo que les corresponda en virtud de la
legislación correspondiente.

3. Las retribuciones de los miembros de los Gabinetes se determinan por el Consejo de Ministros dentro de las
consignaciones presupuestarias establecidas al efecto adecuándose, en todo caso, a las retribuciones de la
Administración General del Estado.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.7 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "1. Los 
Gabinetes son órganos de apoyo político y técnico del Presidente del Gobierno, de los Vicepresidentes, de los Ministros y de los Secretarios de 
Estado. Los miembros de los Gabinetes realizan tareas de confianza y asesoramiento especial sin que en ningún caso puedan adoptar actos o 
resoluciones que correspondan legalmente a los órganos de la Administración General del Estado o de las organizaciones adscritas a ella. 
Particularmente les prestan su apoyo en el desarrollo de su labor política, en el cumplimiento de las tareas de carácter parlamentario y en sus 
relaciones con las instituciones y la organización administrativa. 2. A los Directores, Subdirectores y demás miembros de estos Gabinetes les 
corresponde el nivel orgánico que reglamentariamente se determine. 3. El número y las retribuciones de sus miembros se determinan por el 
Consejo de Ministros dentro de las consignaciones presupuestarias establecidas al efecto adecuándose, en todo caso, a las retribuciones de la 
Administración General del Estado."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.7 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

TÍTULO II DEL ESTATUTO DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO, DE LOS SECRETARIOS DE ESTADO Y DE LOS DIRE

CAPÍTULO I DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO

Artículo 11. De los requisitos de acceso al cargo.
Para ser miembro del Gobierno se requiere ser español, mayor de edad, disfrutar de los derechos de sufragio
activo y pasivo, así como no estar inhabilitado para ejercer empleo o cargo público por sentencia judicial
firme y reunir el resto de requisitos de idoneidad previstos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del
ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "Para ser 
miembro del Gobierno se requiere ser español, mayor de edad, disfrutar de los derechos de sufragio activo y pasivo, así como no estar 
inhabilitado para ejercer empleo o cargo público por sentencia judicial firme."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 12. Del nombramiento y cese.
1. El nombramiento y cese del Presidente del Gobierno se producirá en los términos previstos en la
Constitución.

2. Los Vicepresidentes y Ministros serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta del Presidente del
Gobierno. El nombramiento conllevará el cese en el puesto que, en su caso, se estuviera desempeñando, salvo
cuando en el caso de los Vicepresidentes, se designe como tal a un Ministro que conserve la titularidad del
Departamento. Cuando el cese en el anterior cargo correspondiera al Consejo de Ministros, se dejará
constancia de esta circunstancia en el nombramiento del nuevo titular. La separación de los Ministros sin
cartera llevará aparejada la extinción de dichos órganos. 2 bis. En el nombramiento de las personas titulares
de las Vicepresidencias y los Ministerios se garantizará el principio de presencia equilibrada de mujeres y
hombres, de forma que cada uno de los sexos suponga como mínimo el cuarenta por ciento en su conjunto.

3. La separación de los Vicepresidentes del Gobierno llevará aparejada la extinción de dichos órganos, salvo el
caso en que simultáneamente se designe otro vicepresidente en sustitución del separado.

4. Por Real Decreto se regulará el estatuto que fuera aplicable a los Presidentes del Gobierno tras su cese.

Se añade el apartado 2 bis por el art. 7 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.9 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.
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Artículo 13. De la suplencia.
1. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad, las funciones del Presidente del Gobierno serán asumidas
por los Vicepresidentes, de acuerdo con el correspondiente orden de prelación, y, en defecto de ellos, por los
Ministros, según el orden de precedencia de los Departamentos.

2. La suplencia de los Ministros, para el despacho ordinario de los asuntos de su competencia, será
determinada por Real Decreto del Presidente del Gobierno, debiendo recaer, en todo caso, en otro miembro
del Gobierno. El Real Decreto expresará entre otras cuestiones la causa y el carácter de la suplencia.

3. No se entenderá por ausencia la interrupción transitoria de la asistencia a la reunión de un órgano
colegiado. En tales casos, las funciones que pudieran corresponder al miembro del gobierno durante esa
situación serán ejercidas por la siguiente autoridad en rango presente.

Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.10 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "1. En los 
casos de vacante, ausencia o enfermedad, las funciones del Presidente del Gobierno serán asumidas por los Vicepresidentes, de acuerdo con 
el correspondiente orden de prelación, y, en defecto de ellos, por los Ministros, según el orden de precedencia de los Departamentos. 2. La 
suplencia de los Ministros, para el despacho ordinario de los asuntos de su competencia, será determinada por Real Decreto del Presidente del 
Gobierno, debiendo recaer, en todo caso, en otro miembro del Gobierno. El Real Decreto expresará la causa y el carácter de la suplencia."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.10 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 14. Del régimen de incompatibilidades de los miembros del Gobierno.
1. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.

2. Será de aplicación, asimismo, a los miembros del Gobierno el régimen de incompatibilidades de los altos
cargos de la Administración General del Estado.

CAPÍTULO II DE LOS SECRETARIOS DE ESTADO

Artículo 15. Del nombramiento, cese, suplencia e incompatibilidades de los Secretarios de Estado.
1. Los Secretarios de Estado son nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, aprobado
a propuesta del Presidente del Gobierno o del miembro del Gobierno a cuyo Departamento pertenezcan.

2. La suplencia de los Secretarios de Estado del mismo Departamento se determinará según el orden de
precedencia que se derive del Real Decreto de estructura orgánica del Ministerio.

3. Los Secretarios de Estado dependientes directamente de la Presidencia del Gobierno serán suplidos por
quien designe el Presidente.

4. Es de aplicación a los Secretarios de Estado el régimen de incompatibilidades previsto para los altos cargos
de la Administración General del Estado.

CAPÍTULO III DE LOS DIRECTORES DE LOS GABINETES DE PRESIDENTE, VICEPRESIDENTES, MINISTROS Y SEC

Artículo 16. Del nombramiento y cese de los Directores de los Gabinetes.
1. Los Directores de los Gabinetes del Presidente, de los Vicepresidentes y de los Ministros serán nombrados y
separados por Real Decreto aprobado en Consejo de Ministros.

2. Los Directores de Gabinete de los Secretarios de Estado serán nombrados por Orden Ministerial, previo
conocimiento del Consejo de Ministros.

3. Los Directores de los Gabinetes cesarán automáticamente cuando cese el titular del cargo del que
dependen. En el supuesto del Gobierno en funciones continuarán hasta la formación del nuevo Gobierno.

4. Los funcionarios que se incorporen a los Gabinetes a que se refiere este artículo pasarán a la situación de
servicios especiales, salvo que opten por permanecer en la situación de servicio activo en su Administración
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de origen. Del mismo modo, el personal no funcionario que se incorpore a estos Gabinetes tendrá derecho a la
reserva del puesto y antigüedad, conforme a lo dispuesto en su legislación específica.

TÍTULO III DE LAS NORMAS DE FUNCIONAMIENTO DEL GOBIERNO Y DE LA DELEGACIÓN DE COMPETENCIAS

Artículo 17. De las normas aplicables al funcionamiento del Gobierno.
El Gobierno se rige, en su organización y funcionamiento, por la presente Ley y por:

a) Los Reales Decretos del Presidente del Gobierno sobre la composición y organización del Gobierno, así
como de sus órganos de colaboración y apoyo.

b) Las disposiciones organizativas internas, de funcionamiento y actuación emanadas del Presidente del
Gobierno o del Consejo de Ministros.

Artículo 18. Del funcionamiento del Consejo de Ministros.
1. El Presidente del Gobierno convoca y preside las reuniones del Consejo de Ministros, actuando como
Secretario el Ministro de la Presidencia.

2. Las reuniones del Consejo de Ministros podrán tener carácter decisorio o deliberante.

3. El orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros se fijará por el Presidente del Gobierno.

4. De las sesiones del Consejo de Ministros se levantará acta en la que figurarán, exclusivamente, las
circunstancias relativas al tiempo y lugar de su celebración, la relación de asistentes, los acuerdos adoptados y
los informes presentados.

Artículo 19. De las actas de las Comisiones Delegadas del Gobierno y de la Comisión General de 
Secretarios de Estado y Subsecretarios.
A las Comisiones Delegadas del Gobierno y a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios
les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 18 de la presente Ley en relación con las actas de dichos
órganos colegiados.

Artículo 20. Delegación y avocación de competencias.
1. Pueden delegar el ejercicio de competencias propias:

a) El Presidente del Gobierno en favor del Vicepresidente o Vicepresidentes y de los Ministros.

b) Los Ministros en favor de los Secretarios de Estado y de los Subsecretarios dependientes de ellos, de los
Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y de los demás órganos directivos del Ministerio.

2. Asimismo, son delegables a propuesta del Presidente del Gobierno las funciones administrativas del
Consejo de Ministros en las Comisiones Delegadas del Gobierno.

3. No son en ningún caso delegables las siguientes competencias:

a) Las atribuidas directamente por la Constitución.

b) Las relativas al nombramiento y separación de los altos cargos atribuidas al Consejo de Ministros.

c) Las atribuidas a los órganos colegiados del Gobierno, con la excepción prevista en el apartado 2 de este
artículo.

d) Las atribuidas por una ley que prohíba expresamente la delegación.

4. El Consejo de Ministros podrá avocar para sí, a propuesta del Presidente del Gobierno, el conocimiento de
un asunto cuya decisión corresponda a las Comisiones Delegadas del Gobierno. La avocación se realizará
mediante acuerdo motivado al efecto, del que se hará mención expresa en la decisión que se adopte en el
ejercicio de la avocación. Contra el acuerdo de avocación no cabrá recurso, aunque podrá impugnarse en el
que, en su caso, se interponga contra la decisión adoptada.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.11 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
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A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "Artículo 20. 
De la delegación de competencias. 1. Pueden delegar el ejercicio de competencias propias: a) El Presidente del Gobierno en favor del 
Vicepresidente o Vicepresidentes y de los Ministros. b) Los Ministros en favor de los Secretarios de Estado dependientes de ellos, de los 
Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y de los órganos directivos del Ministerio. 2. Asimismo, son delegables las funciones 
administrativas del Consejo de Ministros en las Comisiones Delegadas del Gobierno. 3. No son en ningún caso delegables las siguientes 
competencias: a) Las atribuidas directamente por la Constitución. b) Las relativas al nombramiento y separación de los altos cargos 
atribuidas al Consejo de Ministros. c) Las atribuidas a los órganos colegiados del Gobierno, con la excepción prevista en el apartado 2 de este 
artículo. d) Las atribuidas por una ley que prohíba expresamente la delegación."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.11 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

TÍTULO IV DEL GOBIERNO EN FUNCIONES

Artículo 21. Del Gobierno en funciones.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.

2. El Gobierno cesante continúa en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno, con las
limitaciones establecidas en esta Ley.

3. El Gobierno en funciones facilitará el normal desarrollo del proceso de formación del nuevo Gobierno y el
traspaso de poderes al mismo y limitará su gestión al despacho ordinario de los asuntos públicos,
absteniéndose de adoptar, salvo casos de urgencia debidamente acreditados o por razones de interés general
cuya acreditación expresa así lo justifique, cualesquiera otras medidas.

4. El Presidente del Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades:

a) Proponer al Rey la disolución de alguna de las Cámaras, o de las Cortes Generales.

b) Plantear la cuestión de confianza.

c) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo.

5. El Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades:

a) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.

b) Presentar proyectos de ley al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado.

6. Las delegaciones legislativas otorgadas por las Cortes Generales quedarán en suspenso durante todo el
tiempo que el Gobierno esté en funciones como consecuencia de la celebración de elecciones generales.

TÍTULO V DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA, DE LA POTESTAD REGLAMENTARIA Y DEL CONTROL DE LOS ACTOS

Artículo 22. Del ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria del Gobierno.
El Gobierno ejercerá la iniciativa y la potestad reglamentaria de conformidad con los principios y reglas
establecidos en el Título VI de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas y en el presente Título.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "Artículo 22. 
De la iniciativa legislativa del Gobierno. 1. El Gobierno ejercerá la iniciativa legislativa prevista en los artículos 87 y 88 de la Constitución 
mediante la elaboración, aprobación y posterior remisión de los proyectos de ley al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado. 2. El 
procedimiento de elaboración de proyectos de ley a que se refiere el apartado anterior, se iniciará en el ministerio o ministerios competentes 
mediante la elaboración del correspondiente anteproyecto, que irá acompañado por la memoria, los estudios o informes sobre la necesidad y 
oportunidad del mismo, un informe sobre el impacto por razón de género de las medidas que se establecen en el mismo, así como por una 
memoria económica que contenga la estimación del coste a que dará lugar. En todo caso, los anteproyectos de ley habrán de ser informados 
por la Secretaría General Técnica. 3. El titular del Departamento proponente elevará el Anteproyecto al Consejo de Ministros a fin de que éste 
decida sobre los ulteriores trámites y, en particular, sobre las consultas, dictámenes e informes que resulten convenientes, así como sobre los 
términos de su realización, sin perjuicio de los legalmente preceptivos. 4. Una vez cumplidos los trámites a que se refiere el apartado anterior, 
el titular del Departamento proponente someterá el Anteproyecto, de nuevo, al Consejo de Ministros para su aprobación como Proyecto de Ley 
y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado, acompañándolo de una Exposición de Motivos y de la Memoria y demás 
antecedentes necesarios para pronunciarse sobre él. 5. Cuando razones de urgencia así lo aconsejen, el Consejo de Ministros podrá prescindir 
de los trámites contemplados en el apartado tercero de este artículo, salvo los que tengan carácter preceptivo, y acordar la aprobación de un 
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Proyecto de Ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.
Se modifica el apartado 2 por el art. 1 de la Ley 30/2003, de 13 de octubre. Ref. BOE-A-2003-18920

Artículo 23. Disposiciones de entrada en vigor.
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2.1 del Código Civil, las disposiciones de entrada en vigor de las
leyes o reglamentos, cuya aprobación o propuesta corresponda al Gobierno o a sus miembros, y que
impongan nuevas obligaciones a las personas físicas o jurídicas que desempeñen una actividad económica o
profesional como consecuencia del ejercicio de ésta, preverán el comienzo de su vigencia el 2 de enero o el 1
de julio siguientes a su aprobación. Lo previsto en este artículo no será de aplicación a los reales decretos-
leyes, ni cuando el cumplimiento del plazo de transposición de directivas europeas u otras razones justificadas
así lo aconsejen, debiendo quedar este hecho debidamente acreditado en la respectiva Memoria.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "Artículo 23. 
De la potestad reglamentaria. 1. El ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde al Gobierno de acuerdo con la Constitución y las leyes. 
2. Los reglamentos no podrán regular materias objeto de reserva de ley, ni infringir normas con dicho rango. Además, sin perjuicio de su 
función de desarrollo o colaboración con respecto a la ley, no podrán tipificar delitos, faltas o infracciones administrativas, establecer penas o 
sanciones, así como tributos, cánones u otras cargas o prestaciones personales o patrimoniales de carácter público. 3. Los reglamentos se 
ajustarán a las siguientes normas de competencia y jerarquía: 1º. Disposiciones aprobadas por Real Decreto del Presidente del Gobierno o del 
Consejo de Ministros. 2º. Disposiciones aprobadas por Orden Ministerial. Ningún reglamento podrá vulnerar preceptos de otro de jerarquía 
superior. 4. Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en un reglamento, aunque hayan sido dictadas por órganos 
de igual o superior jerarquía que el que lo haya aprobado."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 24. De la forma y jerarquía de las disposiciones y resoluciones del Gobierno de la Nación y de 
sus miembros.
1. Las decisiones del Gobierno de la Nación y de sus miembros revisten las formas siguientes:

a) Reales Decretos Legislativos y Reales Decretos-leyes, las decisiones que aprueban, respectivamente, las
normas previstas en los artículos 82 y 86 de la Constitución.

b) Reales Decretos del Presidente del Gobierno, las disposiciones y actos cuya adopción venga atribuida al
Presidente.

c) Reales Decretos acordados en Consejo de Ministros, las decisiones que aprueben normas reglamentarias
de la competencia de éste y las resoluciones que deban adoptar dicha forma jurídica.

d) Acuerdos del Consejo de Ministros, las decisiones de dicho órgano colegiado que no deban adoptar la
forma de Real Decreto.

e) Acuerdos adoptados en Comisiones Delegadas del Gobierno, las disposiciones y resoluciones de tales
órganos colegiados. Tales acuerdos revestirán la forma de Orden del Ministro competente o del Ministro de
la Presidencia, cuando la competencia corresponda a distintos Ministros.

f) Órdenes Ministeriales, las disposiciones y resoluciones de los Ministros. Cuando la disposición o
resolución afecte a varios Departamentos revestirá la forma de Orden del Ministro de la Presidencia,
dictada a propuesta de los Ministros interesados.

2. Los reglamentos se ordenarán según la siguiente jerarquía:

1.º Disposiciones aprobadas por Real Decreto del Presidente del Gobierno o acordado en el Consejo de
Ministros.

2.º Disposiciones aprobadas por Orden Ministerial.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "Artículo 24. 
Del procedimiento de elaboración de los reglamentos. 1. La elaboración de los reglamentos se ajustará al siguiente procedimiento: a) La 
iniciación del procedimiento de elaboración de un reglamento se llevará a cabo por el centro directivo competente mediante la elaboración 
del correspondiente proyecto, al que se acompañará un informe sobre la necesidad y oportunidad de aquél, así como una memoria 
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económica que contenga la estimación del coste a que dará lugar. b) A lo largo del proceso de elaboración deberán recabarse, además de los 
informes, dictámenes y aprobaciones previas preceptivos, cuantos estudios y consultas se estimen convenientes para garantizar el acierto y la 
legalidad del texto. En todo caso, los reglamentos deberán ir acompañados de un informe sobre el impacto por razón de género de las 
medidas que se establecen en el mismo. c) Elaborado el texto de una disposición que afecte a los derechos e intereses legítimos de los 
ciudadanos, se les dará audiencia, durante un plazo razonable y no inferior a quince días hábiles, directamente o a través de las 
organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley que los agrupen o los representen y cuyos fines guarden relación directa con el objeto de 
la disposición. La decisión sobre el procedimiento escogido para dar audiencia a los ciudadanos afectados será debidamente motivada en el 
expediente por el órgano que acuerde la apertura del trámite de audiencia. Asimismo, y cuando la naturaleza de la disposición lo aconseje, 
será sometida a información pública durante el plazo indicado. Este trámite podrá ser abreviado hasta el mínimo de siete días hábiles cuando 
razones debidamente motivadas así lo justifiquen. Sólo podrá omitirse dicho trámite cuando graves razones de interés público, que asimismo 
deberán explicitarse, lo exijan. d) No será necesario el trámite previsto en la letra anterior, si las organizaciones o asociaciones mencionadas 
hubieran participado por medio de informes o consultas en el proceso de elaboración indicado en el apartado b). e) El trámite de audiencia a 
los ciudadanos, en sus diversas formas, reguladas en la letra c), no se aplicará a las disposiciones que regulan los órganos, cargos y 
autoridades de la presente Ley, así como a las disposiciones orgánicas de la Administración General del Estado o de las organizaciones 
dependientes o adscritas a ella. f) Junto a la memoria o informe sucintos que inician el procedimiento de elaboración del reglamento se 
conservarán en el expediente todos los estudios y consultas evacuados y demás actuaciones practicadas. 2. En todo caso, los proyectos de 
reglamentos habrán de ser informados por la Secretaría General Técnica, sin perjuicio del dictamen del Consejo de Estado en los casos 
legalmente previstos. 3. Será necesario informe previo del Ministerio de Administraciones Públicas cuando la norma reglamentaria pudiera 
afectar a la distribución de las competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. 4. La entrada en vigor de los reglamentos 
aprobados por el Gobierno requiere su íntegra publicación en el «Boletín Oficial del Estado»."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.
Se añade un párrafo al apartado 1 b) por el art. 2 d la Ley 30/2003, de 13 de octubre. Ref. BOE-A-2003-18920

Artículo 25. Plan Anual Normativo.
1. El Gobierno aprobará anualmente un Plan Normativo que contendrá las iniciativas legislativas o
reglamentarias que vayan a ser elevadas para su aprobación en el año siguiente.

2. El Plan Anual Normativo identificará, con arreglo a los criterios que se establezcan reglamentariamente, las
normas que habrán de someterse a un análisis sobre los resultados de su aplicación, atendiendo
fundamentalmente al coste que suponen para la Administración o los destinatarios y las cargas
administrativas impuestas a estos últimos.

3. Cuando se eleve para su aprobación por el órgano competente una propuesta normativa que no figurara en
el Plan Anual Normativo al que se refiere el presente artículo será necesario justificar este hecho en la
correspondiente Memoria del Análisis de Impacto Normativo.

4. El Plan Anual Normativo estará coordinado por el Ministerio de la Presidencia, con el objeto de asegurar la
congruencia de todas las iniciativas que se tramiten y de evitar sucesivas modificaciones del régimen legal
aplicable a un determinado sector o área de actividad en un corto espacio de tiempo. El Ministro de la
Presidencia elevará el Plan al Consejo de Ministros para su aprobación antes del 30 de abril. Por orden del
Ministerio de la Presidencia se aprobarán los modelos que contengan la información a remitir sobre cada
iniciativa normativa para su inclusión en el Plan.
Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "Artículo 25. 
De la forma de las disposiciones y resoluciones del Gobierno, de sus miembros y de las Comisiones Delegadas. Las decisiones de los órganos 
regulados en esta Ley revisten las formas siguientes: a) Reales Decretos Legislativos y Reales Decretos Leyes, las decisiones que aprueban, 
respectivamente, las normas previstas en los artículos 82 y 86 de la Constitución. b) Reales Decretos del Presidente del Gobierno, las 
disposiciones y actos cuya adopción venga atribuida al Presidente. c) Reales Decretos acordados en Consejo de Ministros, las decisiones que 
aprueben normas reglamentarias de la competencia de éste y las resoluciones que deban adoptar dicha forma jurídica. d) Acuerdos del 
Consejo de Ministros, las decisiones de dicho órgano colegiado que no deban adoptar la forma de Real Decreto. e) Acuerdos adoptados en 
Comisiones Delegadas del Gobierno, las disposiciones y resoluciones de tales órganos colegiados. Tales acuerdos revestirán la forma de Orden 
del Ministro competente o del Ministro de la Presidencia, cuando la competencia corresponda a distintos Ministros. f) Órdenes Ministeriales, las 
disposiciones y resoluciones de los Ministros. Cuando la disposición o resolución afecte a varios Departamentos revestirá la forma de Orden 
del Ministro de la Presidencia, dictada a propuesta de los Ministros interesados."
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.
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Artículo 26. Procedimiento de elaboración de normas con rango de Ley y reglamentos.
La elaboración de los anteproyectos de ley, de los proyectos de real decreto legislativo y de normas
reglamentarias se ajustará al siguiente procedimiento:

1. Su redacción estará precedida de cuantos estudios y consultas se estimen convenientes para garantizar el
acierto y la legalidad de la norma.

2. Se sustanciará una consulta pública, a través del portal web del departamento competente, con carácter
previo a la elaboración del texto, en la que se recabará opinión de los sujetos potencialmente afectados por la
futura norma y de las organizaciones más representativas acerca de:

a) Los problemas que se pretenden solucionar con la nueva norma.

b) La necesidad y oportunidad de su aprobación.

c) Los objetivos de la norma.

d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. Podrá prescindirse del trámite de
consulta pública previsto en este apartado cuando concurra cualquiera de las siguientes circunstancias: a)
Cuando se trate de normas presupuestarias u organizativas de la Administración General del Estado o de
las organizaciones dependientes o vinculadas a éstas. b) Cuando concurran razones graves de interés
público que lo justifiquen. c) Cuando la propuesta normativa no tenga un impacto significativo en la
actividad económica. d) Cuando la propuesta no imponga obligaciones relevantes a los destinatarios.

e) Cuando la propuesta regule aspectos parciales de una materia.

f) Cuando se acuerde la tramitación urgente de iniciativas normativas, en los términos previstos en el
artículo 27.2. La concurrencia de alguna o varias de estas razones, debidamente motivadas, se justificarán
en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. La consulta pública deberá realizarse de tal forma que
todos los potenciales destinatarios de la norma tengan la posibilidad de emitir su opinión, para lo cual
deberá proporcionarse un tiempo suficiente, que en ningún caso será inferior a quince días naturales.

Téngase en cuenta que esta actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 11.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de 
enero, Ref. BOE-A-2025-76 -11, entra en vigor el 3 de abril de 2025 según determina su disposición final 38.1. Redacción anterior: "2. Se 
sustanciará una consulta pública, a través del portal web del departamento competente, con carácter previo a la elaboración del texto, en 
la que se recabará opinión de los sujetos potencialmente afectados por la futura norma y de las organizaciones más representativas 
acerca de: a) Los problemas que se pretenden solucionar con la nueva norma. b) La necesidad y oportunidad de su aprobación. c) Los 
objetivos de la norma. d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. Podrá prescindirse del trámite de consulta 
pública previsto en este apartado en el caso de la elaboración de normas presupuestarias u organizativas de la Administración General 
del Estado o de las organizaciones dependientes o vinculadas a éstas, cuando concurran razones graves de interés público que lo 
justifiquen, o cuando la propuesta normativa no tenga un impacto significativo en la actividad económica, no imponga obligaciones 
relevantes a los destinatarios o regule aspectos parciales de una materia. También podrá prescindirse de este trámite de consulta en el 
caso de tramitación urgente de iniciativas normativas, tal y como se establece en el artículo 27.2. La concurrencia de alguna o varias de 
estas razones, debidamente motivadas, se justificarán en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. La consulta pública deberá 
realizarse de tal forma que todos los potenciales destinatarios de la norma tengan la posibilidad de emitir su opinión, para lo cual deberá 
proporcionarse un tiempo suficiente, que en ningún caso será inferior a quince días naturales."

3. El centro directivo competente elaborará con carácter preceptivo una Memoria del Análisis de Impacto
Normativo, que deberá contener los siguientes apartados:

a) Oportunidad de la propuesta y alternativas de regulación estudiadas, lo que deberá incluir una
justificación de la necesidad de la nueva norma frente a la alternativa de no aprobar ninguna regulación.

b) Contenido y análisis jurídico, con referencia al Derecho nacional y de la Unión Europea, que incluirá el
listado pormenorizado de las normas que quedarán derogadas como consecuencia de la entrada en vigor
de la norma.

c) Análisis sobre la adecuación de la norma propuesta al orden de distribución de competencias.

d) Impacto económico y presupuestario, que evaluará las consecuencias de su aplicación sobre los
sectores, colectivos o agentes afectados por la norma, incluido el efecto sobre la competencia, la unidad de
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mercado y la competitividad y su encaje con la legislación vigente en cada momento sobre estas materias.
Este análisis incluirá la realización del test Pyme de acuerdo con la práctica de la Comisión Europea.

e) Asimismo, se identificarán las cargas administrativas que conlleva la propuesta, se cuantificará el coste
de su cumplimiento para la Administración y para los obligados a soportarlas con especial referencia al
impacto sobre las pequeñas y medianas empresas.

f) Impacto por razón de género, que analizará y valorará los resultados que se puedan seguir de la
aprobación de la norma desde la perspectiva de la eliminación de desigualdades y de su contribución a la
consecución de los objetivos de igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, a partir de
los indicadores de situación de partida, de previsión de resultados y de previsión de impacto.

g) Un resumen de las principales aportaciones recibidas en el trámite de consulta pública regulado en el
apartado 2.

h) Impacto por razón de cambio climático, que deberá ser valorado en términos de mitigación y adaptación
al mismo. La Memoria del Análisis de Impacto Normativo incluirá cualquier otro extremo que pudiera ser
relevante a criterio del órgano proponente.

4. Cuando la disposición normativa sea un anteproyecto de ley o un proyecto de real decreto legislativo,
cumplidos los trámites anteriores, el titular o titulares de los Departamentos proponentes lo elevarán, previo
sometimiento a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, al Consejo de Ministros, a fin
de que éste decida sobre los ulteriores trámites y, en particular, sobre las consultas, dictámenes e informes
que resulten convenientes, así como sobre los términos de su realización, sin perjuicio de los legalmente
preceptivos. Cuando razones de urgencia así lo aconsejen, y siempre que se hayan cumplimentado los
trámites de carácter preceptivo, el Consejo de Ministros podrá prescindir de este y acordar la aprobación del
anteproyecto de ley o proyecto de real decreto legislativo y su remisión, en su caso, al Congreso de los
Diputados o al Senado, según corresponda.

5. A lo largo del procedimiento de elaboración de la norma, el centro directivo competente recabará, además
de los informes y dictámenes que resulten preceptivos, cuantos estudios y consultas se estimen convenientes
para garantizar el acierto y la legalidad del texto. Salvo que normativamente se establezca otra cosa, los
informes preceptivos se emitirán en un plazo de diez días, o de un mes cuando el informe se solicite a otra
Administración o a un órgano u Organismo dotado de especial independencia o autonomía. El centro directivo
competente podrá solicitar motivadamente la emisión urgente de los informes, estudios y consultas
solicitados, debiendo estos ser emitidos en un plazo no superior a la mitad de la duración de los indicados en
el párrafo anterior. En todo caso, los anteproyectos de ley, los proyectos de real decreto legislativo y los
proyectos de disposiciones reglamentarias, deberán ser informados por la Secretaría General Técnica del
Ministerio o Ministerios proponentes. Asimismo, cuando la propuesta normativa afectara a la organización
administrativa de la Administración General del Estado, a su régimen de personal, a los procedimientos y a la
inspección de los servicios, será necesario recabar la aprobación previa del Ministerio de Hacienda y Función
Pública una vez emitidos el resto de informes que conformen el expediente, a excepción en su caso del
dictamen del Consejo de Estado, y antes de ser sometida al órgano competente para promulgarla. Si
transcurridos 15 días desde la recepción de la solicitud y de los textos definitivos de la propuesta no se hubiera
formulado ninguna objeción, se entenderá concedida la aprobación. Será además necesario informe previo
del Ministerio de Política Territorial cuando la norma pudiera afectar a la distribución de las competencias
entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

6. Sin perjuicio de la consulta previa a la redacción del texto de la iniciativa, cuando la norma afecte a los
derechos e intereses legítimos de las personas, el centro directivo competente publicará el texto en el portal
web correspondiente, con el objeto de dar audiencia a los ciudadanos afectados y obtener cuantas
aportaciones adicionales puedan hacerse por otras personas o entidades. Asimismo, podrá recabarse
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directamente la opinión de las organizaciones o asociaciones reconocidas por ley que agrupen o representen a
las personas cuyos derechos o intereses legítimos se vieren afectados por la norma y cuyos fines guarden
relación directa con su objeto. El plazo mínimo de esta audiencia e información públicas será de 15 días
hábiles, y podrá ser reducido hasta un mínimo de siete días hábiles cuando razones debidamente motivadas
así lo justifiquen; así como cuando se aplique la tramitación urgente de iniciativas normativas, tal y como se
establece en el artículo 27.2. De ello deberá dejarse constancia en la Memoria del Análisis de Impacto
Normativo. El trámite de audiencia e información pública sólo podrá omitirse cuando existan graves razones
de interés público, que deberán justificarse en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. Asimismo, no
será de aplicación a las disposiciones presupuestarias o que regulen los órganos, cargos y autoridades del
Gobierno o de las organizaciones dependientes o vinculadas a éstas.

7. Se recabará el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente cuando fuera preceptivo o se
considere conveniente.

8. Cumplidos los trámites anteriores, la propuesta se someterá a la Comisión General de Secretarios de Estado
y Subsecretarios y se elevará al Consejo de Ministros para su aprobación y, en caso de proyectos de ley, su
remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado, acompañándolo de una Exposición de Motivos
y de la documentación propia del procedimiento de elaboración a que se refieren las letras b) y d) del artículo
7 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y su
normativa de desarrollo.

9. El Ministerio de la Presidencia, con el objeto de asegurar la coordinación y la calidad de la actividad
normativa del Gobierno analizará los siguientes aspectos:

a) La calidad técnica y el rango de la propuesta normativa.

b) La congruencia de la iniciativa con el resto del ordenamiento jurídico, nacional y de la Unión Europea,
con otras que se estén elaborando en los distintos Ministerios o que vayan a hacerlo de acuerdo con el Plan
Anual Normativo, así como con las que se estén tramitando en las Cortes Generales.

c) La necesidad de incluir la derogación expresa de otras normas, así como de refundir en la nueva otras
existentes en el mismo ámbito.

d) El contenido preceptivo de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo y, en particular, la inclusión
de una sistemática de evaluación posterior de la aplicación de la norma cuando fuere preceptivo.

e) El cumplimiento de los principios y reglas establecidos en este Título.

f) El cumplimiento o congruencia de la iniciativa con los proyectos de reducción de cargas administrativas
o buena regulación que se hayan aprobado en disposiciones o acuerdos de carácter general para la
Administración General del Estado.

g) La posible extralimitación de la iniciativa normativa respecto del contenido de la norma comunitaria
que se trasponga al derecho interno. Reglamentariamente se determinará la composición del órgano
encargado de la realización de esta función así como su modo de intervención en el procedimiento.

10. Se conservarán en el correspondiente expediente administrativo, en formato electrónico, la Memoria del
Análisis de Impacto Normativo, los informes y dictámenes recabados para su tramitación, así como todos los
estudios y consultas emitidas y demás actuaciones practicadas.

11. Lo dispuesto en este artículo y en el siguiente no será de aplicación para la tramitación y aprobación de
decretos-leyes, a excepción de la elaboración de la memoria prevista en el apartado 3, con carácter abreviado,
y lo establecido en los números 1, 8, 9 y 10.

Se modifica el apartado 2, con efectos desde el 3 de abril de 2025, por la disposición final 11.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. 
BOE-A-2025-76
Se modifica el apatado 5 por la disposición final 8 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128
Se añade la letra h) al apartado 3 por la disposición final 5 de la Ley 7/2021, de 20 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8447
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Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 27. Tramitación urgente de iniciativas normativas en el ámbito de la Administración General 
del Estado.
1. El Consejo de Ministros, a propuesta del titular del departamento al que corresponda la iniciativa
normativa, podrá acordar la tramitación urgente del procedimiento de elaboración y aprobación de
anteproyectos de ley, reales decretos legislativos y de reales decretos, en alguno de los siguientes casos:

a) Cuando fuere necesario para que la norma entre en vigor en el plazo exigido para la transposición de
directivas comunitarias o el establecido en otras leyes o normas de Derecho de la Unión Europea.

b) Cuando concurran otras circunstancias extraordinarias que, no habiendo podido preverse con
anterioridad, exijan la aprobación urgente de la norma. La Memoria del Análisis de Impacto Normativo
que acompañe al proyecto mencionará la existencia del acuerdo de tramitación urgente, así como las
circunstancias que le sirven de fundamento.

2. La tramitación por vía de urgencia implicará que:

a) Los plazos previstos para la realización de los trámites del procedimiento de elaboración, establecidos
en ésta o en otra norma, se reducirán a la mitad de su duración. Si, en aplicación de la normativa
reguladora de los órganos consultivos que hubieran de emitir dictamen, fuera necesario un acuerdo para
requerirlo en dicho plazo, se adoptará por el órgano competente; y si fuera el Consejo de Ministros, se
recogerá en el acuerdo previsto en el apartado 1 de este artículo.

b) No será preciso el trámite de consulta pública previsto en el artículo 26.2, sin perjuicio de la realización
de los trámites de audiencia pública o de información pública sobre el texto a los que se refiere el artículo
26.6, cuyo plazo de realización será de siete días.

c) La falta de emisión de un dictamen o informe preceptivo en plazo no impedirá la continuación del
procedimiento, sin perjuicio de su eventual incorporación y consideración cuando se reciba.

Téngase en cuenta que este artículo, añadido por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566, entra en 
vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley.
Se añade, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 28. Informe anual de evaluación.
1. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de la Presidencia, aprobará, antes del 30 de abril de cada
año, un informe anual en el que se refleje el grado de cumplimiento del Plan Anual Normativo del año
anterior, las iniciativas adoptadas que no estaban inicialmente incluidas en el citado Plan, así como las
incluidas en anteriores informes de evaluación con objetivos plurianuales que hayan producido al menos
parte de sus efectos en el año que se evalúa.

2. En el informe se incluirán las conclusiones del análisis de la aplicación de las normas a que se refiere el
artículo 25.2, que, de acuerdo con lo previsto en su respectiva Memoria, hayan tenido que ser evaluadas en el
ejercicio anterior. La evaluación se realizará en los términos y plazos previstos en la Memoria del Análisis de
Impacto Normativo y deberá comprender, en todo caso:

a) La eficacia de la norma, entendiendo por tal la medida en que ha conseguido los fines pretendidos con
su aprobación.

b) La eficiencia de la norma, identificando las cargas administrativas que podrían no haber sido necesarias.

c) La sostenibilidad de la disposición. El informe podrá contener recomendaciones específicas de
modificación y, en su caso, derogación de las normas evaluadas, cuando así lo aconsejase el resultado del
análisis.

Téngase en cuenta que este artículo, añadido por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566, entra en 
vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley.
Se añade, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.
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TÍTULO VI DEL CONTROL DEL GOBIERNO

Artículo 29. Del control de los actos del Gobierno.
1. El Gobierno está sujeto a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico en toda su actuación.

2. Todos los actos y omisiones del Gobierno están sometidos al control político de las Cortes Generales.

3. Los actos, la inactividad y las actuaciones materiales que constituyan una vía de hecho del Gobierno y de los
órganos y autoridades regulados en la presente Ley son impugnables ante la jurisdicción contencioso-
administrativa, de conformidad con lo dispuesto en su Ley reguladora.

4. La actuación del Gobierno es impugnable ante el Tribunal Constitucional en los términos de la Ley
Orgánica reguladora del mismo.
Téngase en cuenta que este artículo, añadido por la disposición final 3.13 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566, entra en 
vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. No obstante, su contenido se corresponde con el anterior 
artículo 26, vigente hasta la citada fecha.
Se añade, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.13 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566. Su 
anterior numeración era art. 26.

LRJSP
Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público
En este tema: arts. 1 a 4 y 54 a 158 · 116 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-10566

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES, PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.
La presente Ley establece y regula las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, los
principios del sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas y de la potestad sancionadora, así
como la organización y funcionamiento de la Administración General del Estado y de su sector público
institucional para el desarrollo de sus actividades.

Artículo 2. Ámbito Subjetivo.
1. La presente Ley se aplica al sector público que comprende:

a) La Administración General del Estado.

b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

c) Las Entidades que integran la Administración Local.

d) El sector público institucional.

2. El sector público institucional se integra por:

a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las
Administraciones Públicas.

b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que
quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, en
particular a los principios previstos en el artículo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potestades
administrativas.

c) Las Universidades públicas que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las
previsiones de la presente Ley.

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así
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como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2.

Artículo 3. Principios generales.
1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho. Deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes
principios:

a) Servicio efectivo a los ciudadanos.

b) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.

c) Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa.

d) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de
gestión.

e) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional.

f) Responsabilidad por la gestión pública.

g) Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las
políticas públicas.

h) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados.

i) Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales.

j) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.

k) Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas.

2. Las Administraciones Públicas se relacionarán entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades
vinculados o dependientes a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad y seguridad de
los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, garantizarán la protección de los datos de carácter
personal, y facilitarán preferentemente la prestación conjunta de servicios a los interesados.

3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y
de los correspondientes de las Entidades Locales, la actuación de la Administración Pública respectiva se
desarrolla para alcanzar los objetivos que establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.

4. Cada una de las Administraciones Públicas del artículo 2 actúa para el cumplimiento de sus fines con
personalidad jurídica única.

Artículo 4. Principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una 
actividad.
1. Las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de sus respectivas competencias, establezcan medidas
que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el
desarrollo de una actividad, deberán aplicar el principio de proporcionalidad y elegir la medida menos
restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público así como justificar su adecuación para
lograr los fines que se persiguen, sin que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias.
Asimismo deberán evaluar periódicamente los efectos y resultados obtenidos.

2. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento de los requisitos previstos en la legislación que
resulte aplicable, para lo cual podrán, en el ámbito de sus respectivas competencias y con los límites
establecidos en la legislación de protección de datos de carácter personal, comprobar, verificar, investigar e
inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias que fueran
necesarias.
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TÍTULO I ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO

CAPÍTULO I ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

Artículo 54. Principios y competencias de organización y funcionamiento de la Administración General 
del Estado.
1. La Administración General del Estado actúa y se organiza de acuerdo con los principios establecidos en el
artículo 3, así como los de descentralización funcional y desconcentración funcional y territorial. Asimismo,
garantizará el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en los nombramientos y
designaciones de las personas titulares de los órganos superiores y directivos y en el personal de alta dirección
de las entidades del sector público institucional estatal, de acuerdo con lo establecido en los artículos 55 bis y
84 bis.

2. Las competencias en materia de organización administrativa, régimen de personal, procedimientos e
inspección de servicios, no atribuidas específicamente conforme a una Ley a ningún otro órgano de la
Administración General del Estado, ni al Gobierno, corresponderán al Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas.
Se modifica el apartado 1 por el art. 8.1 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936

Artículo 55. Estructura de la Administración General del Estado.
1. La organización de la Administración General del Estado responde a los principios de división funcional en
Departamentos ministeriales y de gestión territorial integrada en Delegaciones del Gobierno en las
Comunidades Autónomas, salvo las excepciones previstas por esta Ley.

2. La Administración General del Estado comprende:

a) La Organización Central, que integra los Ministerios y los servicios comunes.

b) La Organización Territorial.

c) La Administración General del Estado en el exterior.

3. En la organización central son órganos superiores y órganos directivos:

a) Órganos superiores:

1.º Los Ministros.

2.º Los Secretarios de Estado.

b) Órganos directivos:

1.º Los Subsecretarios y Secretarios generales.

2.º Los Secretarios generales técnicos y Directores generales.

3.º Los Subdirectores generales.

4. En la organización territorial de la Administración General del Estado son órganos directivos tanto los
Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, que tendrán rango de Subsecretario, como los
Subdelegados del Gobierno en las provincias, los cuales tendrán nivel de Subdirector general.

5. En la Administración General del Estado en el exterior son órganos directivos los embajadores y
representantes permanentes ante Organizaciones internacionales.

6. Los órganos superiores y directivos tienen además la condición de alto cargo, excepto los Subdirectores
generales y asimilados, de acuerdo con lo previsto en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio
del alto cargo de la Administración General del Estado.

7. Todos los demás órganos de la Administración General del Estado se encuentran bajo la dependencia o
dirección de un órgano superior o directivo.

8. Los estatutos de los Organismos públicos determinarán sus respectivos órganos directivos.
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9. Corresponde a los órganos superiores establecer los planes de actuación de la organización situada bajo su
responsabilidad y a los órganos directivos su desarrollo y ejecución.

10. Los Ministros y Secretarios de Estado son nombrados de acuerdo con lo establecido en la Ley 50/1997, de
27 de noviembre, del Gobierno y en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la
Administración General del Estado.

11. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la
Administración General del Estado, los titulares de los órganos superiores y directivos son nombrados,
atendiendo a criterios de competencia profesional y experiencia, en la forma establecida en esta Ley, siendo
de aplicación al desempeño de sus funciones:

a) La responsabilidad profesional, personal y directa por la gestión desarrollada.

b) La sujeción al control y evaluación de la gestión por el órgano superior o directivo competente, sin
perjuicio del control establecido por la Ley General Presupuestaria.

Artículo 55 bis.
Presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos superiores y directivos de la Administración
General del Estado. Las personas titulares de las Secretarías de Estado y de los órganos directivos de la
Administración General del Estado se nombrarán atendiendo al principio de representación equilibrada entre
mujeres y hombres, de tal manera que las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean
menos del cuarenta por ciento en el ámbito de cada departamento ministerial.
Se añade por el art. 8.2 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936
Téngase en cuenta para su aplicación lo previsto en la disposición transitoria 1.3 de la citada Ley Orgánica.

Artículo 56. Elementos organizativos básicos.
1. Las unidades administrativas son los elementos organizativos básicos de las estructuras orgánicas. Las
unidades comprenden puestos de trabajo o dotaciones de plantilla vinculados funcionalmente por razón de
sus cometidos y orgánicamente por una jefatura común. Pueden existir unidades administrativas complejas,
que agrupen dos o más unidades menores.

2. Los jefes de las unidades administrativas son responsables del correcto funcionamiento de la unidad y de la
adecuada ejecución de las tareas asignadas a la misma.

3. Las unidades administrativas se establecen mediante las relaciones de puestos de trabajo, que se aprobarán
de acuerdo con su regulación específica, y se integran en un determinado órgano.

CAPÍTULO II LOS MINISTERIOS Y SU ESTRUCTURA INTERNA

Artículo 57. Los Ministerios.
1. La Administración General del Estado se organiza en Presidencia del Gobierno y en Ministerios,
comprendiendo a cada uno de ellos uno o varios sectores funcionalmente homogéneos de actividad
administrativa.

2. La organización en Departamentos ministeriales no obsta a la existencia de órganos superiores o directivos
u Organismos públicos no integrados o dependientes, respectivamente, en la estructura general del Ministerio
que con carácter excepcional se adscriban directamente al Ministro.

3. La determinación del número, la denominación y el ámbito de competencia respectivo de los Ministerios y
las Secretarías de Estado se establecen mediante Real Decreto del Presidente del Gobierno.

Artículo 58. Organización interna de los Ministerios.
1. En los Ministerios pueden existir Secretarías de Estado, y Secretarías Generales, para la gestión de un sector
de actividad administrativa. De ellas dependerán jerárquicamente los órganos directivos que se les adscriban.
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2. Los Ministerios contarán, en todo caso, con una Subsecretaría, y dependiendo de ella una Secretaría
General Técnica, para la gestión de los servicios comunes previstos en este Título.

3. Las Direcciones Generales son los órganos de gestión de una o varias áreas funcionalmente homogéneas.

4. Las Direcciones Generales se organizan en Subdirecciones Generales para la distribución de las
competencias encomendadas a aquéllas, la realización de las actividades que les son propias y la asignación
de objetivos y responsabilidades. Sin perjuicio de lo anterior, podrán adscribirse directamente Subdirecciones
Generales a otros órganos directivos de mayor nivel o a órganos superiores del Ministerio.

Artículo 59. Creación, modificación y supresión de órganos y unidades administrativas.
1. Las Subsecretarías, las Secretarías Generales, las Secretarías Generales Técnicas, las Direcciones Generales,
las Subdirecciones Generales, y órganos similares a los anteriores se crean, modifican y suprimen por Real
Decreto del Consejo de Ministros, a iniciativa del Ministro interesado y a propuesta del Ministro de Hacienda y
Administraciones Públicas.

2. Los órganos de nivel inferior a Subdirección General se crean, modifican y suprimen por orden del Ministro
respectivo, previa autorización del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas.

3. Las unidades que no tengan la consideración de órganos se crean, modifican y suprimen a través de las
relaciones de puestos de trabajo.

Artículo 60. Ordenación jerárquica de los órganos ministeriales.
1. Los Ministros son los jefes superiores del Departamento y superiores jerárquicos directos de los Secretarios
de Estado y Subsecretarios.

2. Los órganos directivos dependen de alguno de los anteriores y se ordenan jerárquicamente entre sí de la
siguiente forma: Subsecretario, Director general y Subdirector general. Los Secretarios generales tienen
categoría de Subsecretario y los Secretarios Generales Técnicos tienen categoría de Director general.

Artículo 61. Los Ministros.
Los Ministros, como titulares del departamento sobre el que ejercen su competencia, dirigen los sectores de
actividad administrativa integrados en su Ministerio, y asumen la responsabilidad inherente a dicha
dirección. A tal fin, les corresponden las siguientes funciones:

a) Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento.

b) Fijar los objetivos del Ministerio, aprobar los planes de actuación del mismo y asignar los recursos
necesarios para su ejecución, dentro de los límites de las dotaciones presupuestarias correspondientes.

c) Aprobar las propuestas de los estados de gastos del Ministerio, y de los presupuestos de los Organismos
públicos dependientes y remitirlas al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

d) Determinar y, en su caso, proponer la organización interna de su Ministerio, de acuerdo con las
competencias que le atribuye esta Ley.

e) Evaluar la realización de los planes de actuación del Ministerio por parte de los órganos superiores y
órganos directivos y ejercer el control de eficacia respecto de la actuación de dichos órganos y de los
Organismos públicos dependientes, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre,
General Presupuestaria.

f) Nombrar y separar a los titulares de los órganos directivos del Ministerio y de los Organismos públicos o
entidades de derecho público dependientes del mismo, cuando la competencia no esté atribuida al Consejo de
Ministros a otro órgano o al propio organismo, así como elevar a aquél las propuestas de nombramientos que
le estén reservadas de órganos directivos del Ministerio y de los Organismos Públicos dependientes del mismo.

g) Autorizar las comisiones de servicio con derecho a indemnización por cuantía exacta para altos cargos
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dependientes del Ministro.

h) Mantener las relaciones con las Comunidades Autónomas y convocar las Conferencias sectoriales y los
órganos de cooperación en el ámbito de las competencias atribuidas a su Departamento.

i) Dirigir la actuación de los titulares de los órganos superiores y directivos del Ministerio, impartirles
instrucciones concretas y delegarles competencias propias.

j) Revisar de oficio los actos administrativos y resolver los conflictos de atribuciones cuando les corresponda,
así como plantear los que procedan con otros Ministerios.

k) Celebrar en el ámbito de su competencia, contratos y convenios, sin perjuicio de la autorización del
Consejo de Ministros cuando sea preceptiva.

l) Administrar los créditos para gastos de los presupuestos del Ministerio, aprobar y comprometer los gastos
que no sean de la competencia del Consejo de Ministros, aprobar las modificaciones presupuestarias que sean
de su competencia, reconocer las obligaciones económicas y proponer su pago en el marco del plan de
disposición de fondos del Tesoro Público, así como fijar los límites por debajo de los cuales estas
competencias corresponderán, en su ámbito respectivo, a los Secretarios de Estado y Subsecretario del
departamento. Corresponderá al Ministro elevar al Consejo de Ministros, para su aprobación, las
modificaciones presupuestarias que sean de la competencia de éste.

m) Decidir la representación del Ministerio en los órganos colegiados o grupos de trabajo en los que no esté
previamente determinado el titular del órgano superior o directivo que deba representar al Departamento.

n) Remitir la documentación a su Departamento necesaria para la elaboración de la Cuenta General del
Estado, en los términos previstos en la Ley 47/2003, 26 de noviembre. ñ) Resolver de los recursos
administrativos y declarar la lesividad de los actos administrativos cuando les corresponda.

o) Otorgar premios y recompensas propios del Departamento y proponer las que corresponda según sus
normas reguladoras.

p) Conceder subvenciones y ayudas con cargo a los créditos de gasto propios del Departamento, así como fijar
los límites por debajo de los cuales podrán ser otorgadas por los Secretarios de Estado o el Subsecretario del
Departamento.

q) Proponer y ejecutar, en el ámbito de su competencia, los Planes de Empleo del Departamento y de los
organismos públicos de él dependientes.

r) Modificar las Relaciones de Puestos de Trabajo en los casos en que esa competencia esté delegada en el
propio departamento o proponer al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas las que sean de
competencia de este último.

s) Imponer la sanción de separación del servicio por faltas muy graves.

t) Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento
del Gobierno y cualesquiera otras disposiciones.

Artículo 62. Los Secretarios de Estado.
1. Los Secretarios de Estado son directamente responsables de la ejecución de la acción del Gobierno en un
sector de actividad específica. Asimismo, podrán ostentar por delegación expresa de sus respectivos Ministros
la representación de estos en materias propias de su competencia, incluidas aquellas con proyección
internacional, sin perjuicio, en todo caso, de las normas que rigen las relaciones de España con otros Estados
y con las Organizaciones internacionales.

2. Los Secretarios de Estado dirigen y coordinan las Secretarías y las Direcciones Generales situadas bajo su
dependencia, y responden ante el Ministro de la ejecución de los objetivos fijados para la Secretaría de Estado.
A tal fin les corresponde:

a) Ejercer las competencias sobre el sector de actividad administrativa asignado que les atribuya la norma
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de creación del órgano o que les delegue el Ministro y desempeñar las relaciones externas de la Secretaría
de Estado, salvo en los casos legalmente reservados al Ministro.

b) Ejercer las competencias inherentes a su responsabilidad de dirección y, en particular, impulsar la
consecución de los objetivos y la ejecución de los proyectos de su organización, controlando su
cumplimiento, supervisando la actividad de los órganos directivos adscritos e impartiendo instrucciones a
sus titulares.

c) Nombrar y separar a los Subdirectores Generales de la Secretaría de Estado.

d) Mantener las relaciones con los órganos de las Comunidades Autónomas competentes por razón de la
materia.

e) La autorización previa para contratar a los Organismos Autónomos adscritos a la Secretaría de Estado,
por encima de una cuantía determinada, según lo previsto en la disposición transitoria tercera del Real
Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de
Contratos del Sector Público.

f) Autorizar las comisiones de servicio con derecho a indemnización por cuantía exacta para los altos
cargos dependientes de la Secretaría de Estado.

g) Celebrar contratos relativos a asuntos de su Secretaría de Estado y los convenios no reservados al
Ministro del que dependan, sin perjuicio de la correspondiente autorización cuando sea preceptiva.

h) Conceder subvenciones y ayudas con cargo a los créditos de gasto propios de la Secretaría de Estado,
con los límites establecidos por el titular del Departamento.

i) Resolver los recursos que se interpongan contra las resoluciones de los órganos directivos que dependan
directamente de él y cuyos actos no agoten la vía administrativa, así como los conflictos de atribuciones
que se susciten entre dichos órganos.

j) Administrar los créditos para gastos de los presupuestos del Ministerio por su materia propios de la
Secretaría de Estado, aprobar las modificaciones presupuestarias de los mismos, aprobar y comprometer
los gastos con cargo a aquellos créditos y reconocer las obligaciones económicas y proponer su pago en el
marco del plan de disposición de fondos del Tesoro Público. Todo ello dentro de la cuantía que, en su caso,
establezca el Ministro al efecto y siempre que los referidos actos no sean competencia del Consejo de
Ministros.

k) Cualesquiera otras competencias que les atribuya la legislación en vigor.

Artículo 63. Los Subsecretarios.
1. Los Subsecretarios ostentan la representación ordinaria del Ministerio, dirigen los servicios comunes,
ejercen las competencias correspondientes a dichos servicios comunes y, en todo caso, las siguientes:

a) Apoyar a los órganos superiores en la planificación de la actividad del Ministerio, a través del
correspondiente asesoramiento técnico.

b) Asistir al Ministro en el control de eficacia del Ministerio y sus Organismos públicos.

c) Establecer los programas de inspección de los servicios del Ministerio, así como determinar las
actuaciones precisas para la mejora de los sistemas de planificación, dirección y organización y para la
racionalización y simplificación de los procedimientos y métodos de trabajo, en el marco definido por el
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

d) Proponer las medidas de organización del Ministerio y dirigir el funcionamiento de los servicios
comunes a través de las correspondientes instrucciones u órdenes de servicio.

e) Asistir a los órganos superiores en materia de relaciones de puestos de trabajo, planes de empleo y
política de directivos del Ministerio y sus Organismos públicos, así como en la elaboración, ejecución y
seguimiento de los presupuestos y la planificación de los sistemas de información y comunicación.
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f) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal del Departamento.

g) Responsabilizarse del asesoramiento jurídico al Ministro en el desarrollo de las funciones que a éste le
corresponden y, en particular, en el ejercicio de su potestad normativa y en la producción de los actos
administrativos de la competencia de aquél, así como a los demás órganos del Ministerio. En los mismos
términos del párrafo anterior, informar las propuestas o proyectos de normas y actos de otros Ministerios,
cuando reglamentariamente proceda. A tales efectos, el Subsecretario será responsable de coordinar las
actuaciones correspondientes dentro del Ministerio y en relación con los demás Ministerios que hayan de
intervenir en el procedimiento.

h) Ejercer las facultades de dirección, impulso y supervisión de la Secretaría General Técnica y los
restantes órganos directivos que dependan directamente de él.

i) Administrar los créditos para gastos de los presupuestos del Ministerio por su materia propios de la
Subsecretaría, aprobar las modificaciones presupuestarias de los mismos, aprobar y comprometer los
gastos con cargo a aquellos créditos y reconocer las obligaciones económicas y proponer su pago en el
marco del plan de disposición de fondos del Tesoro Público. Todo ello dentro de la cuantía que, en su caso,
establezca el Ministro al efecto y siempre que los referidos actos no sean competencia del Consejo de
Ministros.

j) Conceder subvenciones y ayudas con cargo a los créditos de gasto propios del Ministerio con los límites
establecidos por el titular del Departamento.

k) Solicitar del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas la afectación o el arrendamiento de los
inmuebles necesarios para el cumplimiento de los fines de los servicios a cargo del Departamento.

l) Nombrar y cesar a los Subdirectores y asimilados dependientes de la Subsecretaría, al resto de personal
de libre designación y al personal eventual del Departamento.

m) Convocar y resolver pruebas selectivas de personal funcionario y laboral.

n) Convocar y resolver los concursos de personal funcionario. ñ) Ejercer la potestad disciplinaria del
personal del Departamento por faltas graves o muy graves, salvo la separación del servicio.

o) Adoptar e impulsar, bajo la dirección del Ministro, las medidas tendentes a la gestión centralizada de
recursos humanos y medios materiales en el ámbito de su Departamento Ministerial.

p) Autorizar las comisiones de servicio con derecho a indemnización por cuantía exacta para altos cargos
dependientes del Subsecretario.

q) Cualesquiera otras que sean inherentes a los servicios comunes del Ministerio y a la representación
ordinaria del mismo y las que les atribuyan la legislación en vigor.

2. La Subsecretaría del Ministerio de la Presidencia, en coordinación con la Secretaría General de la
Presidencia del Gobierno, ejercerá las competencias propias de los servicios comunes de los Departamentos
en relación con el área de la Presidencia del Gobierno.

3. Los Subsecretarios serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros a propuesta del
titular del Ministerio. Los nombramientos habrán de efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, de
las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a que se refiere el
artículo 76 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto
legislativo 5/2015, de 30 de octubre, o entre personas que hubieran perdido tal condición como consecuencia
de su jubilación. En todo caso, habrán de reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de
30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 3.1 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758
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Artículo 64. Los Secretarios generales.
1. Cuando las normas que regulan la estructura de un Ministerio prevean la existencia de un Secretario
general, deberán determinar las competencias que le correspondan sobre un sector de actividad
administrativa determinado.

2. Los Secretarios generales ejercen las competencias inherentes a su responsabilidad de dirección sobre los
órganos dependientes, contempladas en el artículo 62.2.b), así como todas aquellas que les asigne
expresamente el Real Decreto de estructura del Ministerio.

3. Los Secretarios generales, con categoría de Subsecretario, serán nombrados y separados por Real Decreto
del Consejo de Ministros, a propuesta del titular del Ministerio o del Presidente del Gobierno. Los
nombramientos habrán de efectuarse entre personas con cualificación y experiencia en el desempeño de
puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada. En todo caso, habrán de reunir los requisitos de
idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la
Administración General del Estado.

Artículo 65. Los Secretarios generales técnicos.
1. Los Secretarios generales técnicos, bajo la inmediata dependencia del Subsecretario, tendrán las
competencias sobre servicios comunes que les atribuya el Real Decreto de estructura del Departamento y, en
todo caso, las relativas a producción normativa, asistencia jurídica y publicaciones.

2. Los Secretarios generales técnicos tienen a todos los efectos la categoría de Director General y ejercen sobre
sus órganos dependientes las facultades atribuidas a dicho órgano por el artículo siguiente.

3. Los Secretarios generales técnicos serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros
a propuesta del titular del Ministerio. Los nombramientos habrán de efectuarse entre funcionarios de carrera
del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a que
se refiere el artículo 76 de la Ley 7/2007, de 12 de abril. En todo caso, habrán de reunir los requisitos de
idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio de alto cargo de la
Administración General del Estado.

Artículo 66. Los Directores generales.
1. Los Directores generales son los titulares de los órganos directivos encargados de la gestión de una o varias
áreas funcionalmente homogéneas del Ministerio. A tal efecto, les corresponde:

a) Proponer los proyectos de su Dirección general para alcanzar los objetivos establecidos por el Ministro,
dirigir su ejecución y controlar su adecuado cumplimiento.

b) Ejercer las competencias atribuidas a la Dirección general y las que le sean desconcentradas o delegadas.

c) Proponer, en los restantes casos, al Ministro o al titular del órgano del que dependa, la resolución que
estime procedente sobre los asuntos que afectan al órgano directivo.

d) Impulsar y supervisar las actividades que forman parte de la gestión ordinaria del órgano directivo y
velar por el buen funcionamiento de los órganos y unidades dependientes y del personal integrado en los
mismos.

e) Las demás atribuciones que le confieran las leyes y reglamentos.

2. Los Directores generales serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, a
propuesta del titular del Departamento o del Presidente del Gobierno. Los nombramientos habrán de
efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades
locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a que se refiere el artículo 76 del texto refundido de la Ley del Estatuto
Básico del Empleado Público, aprobada por Real Decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, o entre personas
que hubieran perdido tal condición como consecuencia de su jubilación, salvo que el Real Decreto de
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estructura permita que, en atención a las características específicas de las funciones de la Dirección General,
su titular no reúna dicha condición de funcionario, debiendo motivarse mediante memoria razonada la
concurrencia de las especiales características que justifiquen esa circunstancia excepcional. En todo caso,
habrán de reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del
ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 3.2 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758

Artículo 67. Los Subdirectores generales.
1. Los Subdirectores generales son los responsables inmediatos, bajo la supervisión del Director general o del
titular del órgano del que dependan, de la ejecución de aquellos proyectos, objetivos o actividades que les sean
asignados, así como de la gestión ordinaria de los asuntos de la competencia de la Subdirección General.

2. Los Subdirectores generales serán nombrados, respetando los principios de igualdad, mérito y capacidad, y
cesados por el Ministro, Secretario de Estado o Subsecretario del que dependan. Los nombramientos habrán
de efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, o de otras Administraciones, cuando así lo prevean las
normas de aplicación, pertenecientes al Subgrupo A1, a que se refiere el artículo 76 de la Ley 7/2007, de 12 de
abril.

Artículo 68. Reglas generales sobre los servicios comunes de los Ministerios.
1. Los órganos directivos encargados de los servicios comunes, prestan a los órganos superiores y directivos
del resto del Ministerio la asistencia precisa para el más eficaz cumplimiento de sus cometidos y, en
particular, la eficiente utilización de los medios y recursos materiales, económicos y personales que tengan
asignados. Corresponde a los servicios comunes el asesoramiento, el apoyo técnico y, en su caso, la gestión
directa en relación con las funciones de planificación, programación y presupuestación, cooperación
internacional, acción en el exterior, organización y recursos humanos, sistemas de información y
comunicación, producción normativa, asistencia jurídica, gestión financiera, gestión de medios materiales y
servicios auxiliares, seguimiento, control e inspección de servicios, estadística para fines estatales y
publicaciones.

2. Los servicios comunes funcionan en cada Departamento de acuerdo con las disposiciones y directrices
adoptadas por los Ministerios con competencia sobre dichas funciones comunes en la Administración General
del Estado. Todo ello, sin perjuicio de que determinados órganos con competencia sobre algunos servicios
comunes sigan dependiendo funcional o jerárquicamente de alguno de los referidos Ministerios.

3. Mediante Real Decreto podrá preverse la gestión compartida de algunos de los servicios comunes que podrá
realizarse de las formas siguientes:

a) Mediante su coordinación directa por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas o por un
organismo autónomo vinculado o dependiente del mismo, que prestarán algunos de estos servicios
comunes a otros Ministerios.

b) Mediante su coordinación directa por la Subsecretaría de cada Ministerio o por un organismo autónomo
vinculado o dependiente de la misma que prestará algunos de estos servicios comunes a todo el Ministerio.
El Real Decreto que determine la gestión compartida de algunos de los servicios comunes concretará el
régimen de dependencia orgánica y funcional del personal que viniera prestando el servicio respectivo en
cada unidad.

CAPÍTULO III ÓRGANOS TERRITORIALES
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SECCIÓN 1.ª LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO

Artículo 69. Las Delegaciones y las Subdelegaciones del Gobierno.
1. Existirá una Delegación del Gobierno en cada una de las Comunidades Autónomas.

2. Las Delegaciones del Gobierno tendrán su sede en la localidad donde radique el Consejo de Gobierno de la
Comunidad Autónoma, salvo que el Consejo de Ministros acuerde ubicarla en otra distinta y sin perjuicio de lo
que disponga expresamente el Estatuto de Autonomía.

3. Las Delegaciones del Gobierno están adscritas orgánicamente al Ministerio de Hacienda y Administraciones
Públicas.

4. En cada una de las provincias de las Comunidades Autónomas pluriprovinciales, existirá un Subdelegado
del Gobierno, que estará bajo la inmediata dependencia del Delegado del Gobierno. Podrán crearse por Real
Decreto Subdelegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas uniprovinciales, cuando
circunstancias tales como la población del territorio, el volumen de gestión o sus singularidades geográficas,
sociales o económicas así lo justifiquen.

Artículo 70. Los Directores Insulares de la Administración General del Estado.
Reglamentariamente se determinarán las islas en las que existirá un Director Insular de la Administración
General del Estado, con el nivel que se determine en la relación de puestos de trabajo. Serán nombrados por el
Delegado del Gobierno mediante el procedimiento de libre designación entre funcionarios de carrera del
Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales, pertenecientes a Cuerpos o Escalas
clasificados como Subgrupo A1. Los Directores Insulares dependen jerárquicamente del Delegado del
Gobierno en la Comunidad Autónoma o del Subdelegado del Gobierno en la provincia, cuando este cargo
exista, y ejercen, en su ámbito territorial, las competencias atribuidas por esta Ley a los Subdelegados del
Gobierno en las provincias.

Artículo 71. Los servicios territoriales.
1. Los servicios territoriales de la Administración General del Estado en la Comunidad Autónoma se
organizarán atendiendo al mejor cumplimiento de sus fines, en servicios integrados y no integrados en las
Delegaciones del Gobierno.

2. La organización de los servicios territoriales no integrados en las Delegaciones del Gobierno se establecerá
mediante Real Decreto a propuesta conjunta del titular del Ministerio del que dependan y del titular del
Ministerio que tenga atribuida la competencia para la racionalización, análisis y evaluación de las estructuras
organizativas de la Administración General del Estado y sus organismos públicos, cuando contemple unidades
con nivel de Subdirección General o equivalentes, o por Orden conjunta cuando afecte a órganos inferiores.

3. Los servicios territoriales no integrados dependerán del órgano central competente sobre el sector de
actividad en el que aquéllos operen, el cual les fijará los objetivos concretos de actuación y controlará su
ejecución, así como el funcionamiento de los servicios.

4. Los servicios territoriales integrados dependerán del Delegado del Gobierno, o en su caso Subdelegado del
Gobierno, a través de la Secretaría General, y actuarán de acuerdo con las instrucciones técnicas y criterios
operativos establecidos por el Ministerio competente por razón de la materia.

SECCIÓN 2.ª LOS DELEGADOS DEL GOBIERNO EN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo 72. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas.
1. Los Delegados del Gobierno representan al Gobierno de la Nación en el territorio de la respectiva
Comunidad Autónoma, sin perjuicio de la representación ordinaria del Estado en las mismas a través de sus
respectivos Presidentes.
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2. Los Delegados del Gobierno dirigirán y supervisarán la Administración General del Estado en el territorio
de las respectivas Comunidades Autónomas y la coordinarán, internamente y cuando proceda, con la
administración propia de cada una de ellas y con la de las Entidades Locales radicadas en la Comunidad.

3. Los Delegados del Gobierno son órganos directivos con rango de Subsecretario que dependen
orgánicamente del Presidente del Gobierno y funcionalmente del Ministerio competente por razón de la
materia.

4. Los Delegados del Gobierno serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, a
propuesta del Presidente del Gobierno. Su nombramiento atenderá a criterios de competencia profesional y
experiencia. En todo caso, deberá reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de
marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado.

5. En caso de ausencia, vacante o enfermedad del titular de la Delegación del Gobierno, será suplido por el
Subdelegado del Gobierno que el Delegado designe y, en su defecto, al de la provincia en que tenga su sede. En
las Comunidades Autónomas uniprovinciales en las que no exista Subdelegado la suplencia corresponderá al
Secretario General.

Artículo 73. Competencias de los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas.
1. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas son los titulares de las correspondientes
Delegaciones del Gobierno y tienen, en los términos establecidos en este Capítulo, las siguientes
competencias:

a) Dirección y coordinación de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos:

1.º Impulsar, coordinar y supervisar con carácter general su actividad en el territorio de la Comunidad
Autónoma, y, cuando se trate de servicios integrados, dirigirla, directamente o a través de los
subdelegados del gobierno, de acuerdo con los objetivos y, en su caso, instrucciones de los órganos
superiores de los respectivos ministerios.

2.º Nombrar a los Subdelegados del Gobierno en las provincias de su ámbito de actuación y, en su caso,
a los Directores Insulares, y como superior jerárquico, dirigir y coordinar su actividad.

3.º Informar, con carácter preceptivo, las propuestas de nombramiento de los titulares de órganos
territoriales de la Administración General del Estado y los Organismos públicos estatales de ámbito
autonómico y provincial en la Delegación del Gobierno.

b) Información de la acción del Gobierno e información a los ciudadanos:

1.º Coordinar la información sobre los programas y actividades del Gobierno y la Administración
General del Estado y sus Organismos públicos en la Comunidad Autónoma.

2.º Promover la colaboración con las restantes Administraciones Públicas en materia de información al
ciudadano.

3.º Recibir información de los distintos Ministerios de los planes y programas que hayan de ejecutar sus
respectivos servicios territoriales y Organismos públicos en su ámbito territorial.

4.º Elevar al Gobierno, con carácter anual, a través del titular del Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas, un informe sobre el funcionamiento de los servicios públicos estatales en el
ámbito autonómico.

c) Coordinación y colaboración con otras Administraciones Públicas:

1.º Comunicar y recibir cuanta información precisen el Gobierno y el órgano de Gobierno de la
Comunidad Autónoma. Realizará también estas funciones con las Entidades Locales en su ámbito
territorial, a través de sus respectivos Presidentes.

2.º Mantener las necesarias relaciones de coordinación y cooperación de la Administración General del
Estado y sus Organismos públicos con la de la Comunidad Autónoma y con las correspondientes
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Entidades Locales. A tal fin, promoverá la celebración de convenios con la Comunidad Autónoma y con
las Entidades Locales, en particular, en relación a los programas de financiación estatal, participando
en el seguimiento de la ejecución y cumplimiento de los mismos.

3.º Participar en las Comisiones mixtas de transferencias y en las Comisiones bilaterales de
cooperación, así como en otros órganos de cooperación de naturaleza similar cuando se determine.

d) Control de legalidad:

1.º Resolver los recursos en vía administrativa interpuestos contra las resoluciones y actos dictados por
los órganos de la Delegación, previo informe, en todo caso, del Ministerio competente por razón de la
materia. Las impugnaciones de resoluciones y actos del Delegado del Gobierno susceptibles de recurso
administrativo y que no pongan fin a la vía administrativa, serán resueltas por los órganos
correspondientes del Ministerio competente por razón de la materia. Las reclamaciones por
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas se tramitarán por el Ministerio
competente por razón de la materia y se resolverán por el titular de dicho Departamento.

2.º Suspender la ejecución de los actos impugnados dictados por los órganos de la Delegación del
Gobierno, cuando le corresponda resolver el recurso, de acuerdo con el artículo 117.2 de la Ley del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y proponer la suspensión en
los restantes casos, así como respecto de los actos impugnados dictados por los servicios no integrados
en la Delegación del Gobierno.

3.º Velar por el cumplimiento de las competencias atribuidas constitucionalmente al Estado y por la
correcta aplicación de su normativa, promoviendo o interponiendo, según corresponda, conflictos de
jurisdicción, conflictos de atribuciones, recursos y demás acciones legalmente procedentes.

e) Políticas públicas:

1.º Formular a los Ministerios competentes, en cada caso, las propuestas que estime convenientes sobre
los objetivos contenidos en los planes y programas que hayan de ejecutar los servicios territoriales y los
de los Organismos públicos, e informar, regular y periódicamente, a los Ministerios competentes sobre
la gestión de sus servicios territoriales.

2.º Proponer ante el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas las medidas precisas para evitar
la duplicidad de estructuras administrativas, tanto en la propia Administración General del Estado como
con otras Administraciones Públicas, conforme a los principios de eficacia y eficiencia.

3.º Proponer al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas medidas para incluir en los planes
de recursos humanos de la Administración General del Estado.

4.º Informar las medidas de optimización de recursos humanos y materiales en su ámbito territorial,
especialmente las que afecten a más de un Departamento. En particular, corresponde a los Delegados
del Gobierno, en los términos establecidos en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las
Administraciones Públicas, la coordinación de la utilización de los edificios de uso administrativo por la
organización territorial de la Administración General del Estado y de los organismos públicos de ella
dependientes en su ámbito territorial, de acuerdo con las directrices establecidas por el Ministerio de
Hacienda y Administraciones Públicas y la Dirección General del Patrimonio del Estado.

2. Asimismo, los Delegados del Gobierno ejercerán la potestad sancionadora, expropiatoria y cualesquiera
otras que les confieran las normas o que les sean desconcentradas o delegadas.

3. Corresponde a los Delegados del Gobierno proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y
garantizar la seguridad ciudadana, a través de los Subdelegados del Gobierno y de las Fuerzas y Cuerpos de
seguridad del Estado, cuya jefatura corresponderá al Delegado del Gobierno, quien ejercerá las competencias
del Estado en esta materia bajo la dependencia funcional del Ministerio del Interior.
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4. En relación con los servicios territoriales, los Delegados del Gobierno, para el ejercicio de las competencias
recogidas en este artículo, podrán recabar de los titulares de dichos servicios toda la información relativa a su
actividad, estructuras organizativas, recursos humanos, inventarios de bienes muebles e inmuebles o a
cualquier otra materia o asunto que consideren oportuno al objeto de garantizar una gestión coordinada y
eficaz de los servicios estatales en el territorio.

SECCIÓN 3.ª LOS SUBDELEGADOS DEL GOBIERNO EN LAS PROVINCIAS

Artículo 74. Los Subdelegados del Gobierno en las provincias.
En cada provincia y bajo la inmediata dependencia del Delegado del Gobierno en la respectiva Comunidad
Autónoma, existirá un Subdelegado del Gobierno, con nivel de Subdirector General, que será nombrado por
aquél mediante el procedimiento de libre designación entre funcionarios de carrera del Estado, de las
Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales, pertenecientes a Cuerpos o Escalas clasificados como
Subgrupo A1. En las Comunidades Autónomas uniprovinciales en las que no exista Subdelegado, el Delegado
del Gobierno asumirá las competencias que esta Ley atribuye a los Subdelegados del Gobierno en las
provincias.

Artículo 75. Competencias de los Subdelegados del Gobierno en las provincias.
A los Subdelegados del Gobierno les corresponde:

a) Desempeñar las funciones de comunicación, colaboración y cooperación con la respectiva Comunidad
Autónoma y con las Entidades Locales y, en particular, informar sobre la incidencia en el territorio de los
programas de financiación estatal. En concreto les corresponde:

1.º Mantener las necesarias relaciones de cooperación y coordinación de la Administración General del
Estado y sus Organismos públicos con la de la Comunidad Autónoma y con las correspondientes Entidades
locales en el ámbito de la provincia.

2.º Comunicar y recibir cuanta información precisen el Gobierno y el órgano de Gobierno de la Comunidad
Autónoma. Realizará también estas funciones con las Entidades locales en su ámbito territorial, a través de
sus respectivos Presidentes.

b) Proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades, garantizando la seguridad ciudadana, todo ello
dentro de las competencias estatales en la materia. A estos efectos, dirigirá las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
del Estado en la provincia.

c) Dirigir y coordinar la protección civil en el ámbito de la provincia.

d) Dirigir, en su caso, los servicios integrados de la Administración General del Estado, de acuerdo con las
instrucciones del Delegado del Gobierno y de los Ministerios correspondientes; e impulsar, supervisar e
inspeccionar los servicios no integrados.

e) Coordinar la utilización de los medios materiales y, en particular, de los edificios administrativos en el
ámbito territorial de su competencia.

f) Ejercer la potestad sancionadora y cualquier otra que les confiera las normas o que les sea desconcentrada
o delegada.

SECCIÓN 4.ª LA ESTRUCTURA DE LAS DELEGACIONES DEL GOBIERNO

Artículo 76. Estructura de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno.
1. La estructura de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno se fijará por Real Decreto del Consejo de
Ministros a propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en razón de la dependencia
orgánica de las Delegaciones del Gobierno, y contarán, en todo caso, con una Secretaría General, dependiente
de los Delegados o, en su caso, de los Subdelegados del Gobierno, como órgano de gestión de los servicios
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comunes, y de la que dependerán los distintos servicios integrados en la misma, así como aquellos otros
servicios y unidades que se determine en la relación de puestos de trabajo.

2. La integración de nuevos servicios territoriales o la desintegración de servicios territoriales ya integrados
en las Delegaciones del Gobierno, se llevará a cabo mediante Real Decreto de Consejo de Ministros, a
propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en razón de la dependencia orgánica de
las Delegaciones del Gobierno, y del Ministerio competente del área de actividad.

Artículo 77. Asistencia jurídica y control económico financiero de las Delegaciones y Subdelegaciones 
del Gobierno.
La asistencia jurídica y las funciones de intervención y control económico financiero en relación con las
Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno se ejercerán por la Abogacía del Estado y la Intervención
General de la Administración del Estado respectivamente, de acuerdo con su normativa específica.

SECCIÓN 5.ª ÓRGANOS COLEGIADOS

Artículo 78. La Comisión interministerial de coordinación de la Administración periférica del Estado.
1. La Comisión interministerial de coordinación de la Administración periférica del Estado es un órgano
colegiado, adscrito al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

2. La Comisión interministerial de coordinación de la Administración periférica del Estado se encargará de
coordinar la actuación de la Administración periférica del Estado con los distintos Departamentos
ministeriales.

3. Mediante Real Decreto se regularán sus atribuciones, composición y funcionamiento.

Artículo 79. Los órganos colegiados de asistencia al Delegado y al Subdelegado del Gobierno.
1. En cada una de las Comunidades Autónomas pluriprovinciales existirá una Comisión territorial de
asistencia al Delegado del Gobierno, con las siguientes características:

a) Estará presidida por el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma e integrada por los
Subdelegados del Gobierno en las provincias comprendidas en el territorio de ésta.

b) A sus sesiones deberán asistir los titulares de los órganos y servicios territoriales, tanto integrados como
no integrados, que el Delegado del Gobierno considere oportuno.

c) Esta Comisión desarrollará, en todo caso, las siguientes funciones:

1.º Coordinar las actuaciones que hayan de ejecutarse de forma homogénea en el ámbito de la
Comunidad Autónoma, para asegurar el cumplimiento de los objetivos generales fijados por el
Gobierno a los servicios territoriales.

2.º Homogeneizar el desarrollo de las políticas públicas en su ámbito territorial, a través del
establecimiento de criterios comunes de actuación que habrán de ser compatibles con las instrucciones
y objetivos de los respectivos departamentos ministeriales.

3.º Asesorar al Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma en la elaboración de las propuestas
de simplificación administrativa y racionalización en la utilización de los recursos.

4.º Cualesquiera otras que a juicio del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma resulten
adecuadas para que la Comisión territorial cumpla la finalidad de apoyo y asesoramiento en el ejercicio
de las competencias que esta Ley le asigna.

2. En las Comunidades Autónomas uniprovinciales existirá una Comisión de asistencia al Delegado del
Gobierno, presidida por él mismo e integrada por el Secretario General y los titulares de los órganos y
servicios territoriales, tanto integrados como no integrados, que el Delegado del Gobierno considere
oportuno, con las funciones señaladas en el apartado anterior.
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3. En cada Subdelegación del Gobierno existirá una Comisión de asistencia al Subdelegado del Gobierno
presidida por él mismo e integrada por el Secretario General y los titulares de los órganos y servicios
territoriales, tanto integrados como no integrados, que el Subdelegado del Gobierno considere oportuno, con
las funciones señaladas en el apartado primero, referidas al ámbito provincial.

CAPÍTULO IV DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO EN EL EXTERIOR

Artículo 80. El Servicio Exterior del Estado.
El Servicio Exterior del Estado se rige en todo lo concerniente a su composición, organización, funciones,
integración y personal por lo dispuesto en la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior
del Estado y en su normativa de desarrollo y, supletoriamente, por lo dispuesto en esta Ley.

TÍTULO II ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL

CAPÍTULO I DEL SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL

Artículo 81. Principios generales de actuación.
1. Las entidades que integran el sector público institucional están sometidas en su actuación a los principios
de legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera así como al principio de
transparencia en su gestión. En particular se sujetarán en materia de personal, incluido el laboral, a las
limitaciones previstas en la normativa presupuestaria y en las previsiones anuales de los presupuestos
generales.

2. Todas las Administraciones Públicas deberán establecer un sistema de supervisión continua de sus
entidades dependientes, con el objeto de comprobar la subsistencia de los motivos que justificaron su
creación y su sostenibilidad financiera, y que deberá incluir la formulación expresa de propuestas de
mantenimiento, transformación o extinción.

3. Los organismos y entidades vinculados o dependientes de la Administración autonómica y local se regirán
por las disposiciones básicas de esta ley que les resulten de aplicación, y en particular, por lo dispuesto en los
Capítulos I y VI y en los artículos 129 y 134, así como por la normativa propia de la Administración a la que se
adscriban.
Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 306, de 23 de diciembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-14020

Artículo 82. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
1. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, se configura como un registro
público administrativo que garantiza la información pública y la ordenación de todas las entidades integrantes
del sector público institucional cualquiera que sea su naturaleza jurídica. La integración y gestión de dicho
Inventario y su publicación dependerá de la Intervención General de la Administración del Estado.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 1, establecida por la disposición final 15.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. 
Ref. BOE-A-2017-12902, tendrá efectos desde el 9 de marzo de 2018, según determina su disposición final 16. Redacción anterior: "1. El 
Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, se configura como un registro público administrativo que garantiza la 
información pública y la ordenación de todas las entidades integrantes del sector público institucional cualquiera que sea su naturaleza 
jurídica. La integración y gestión de dicho Inventario y su publicación dependerá de la Intervención General de la Administración del Estado y 
la captación y el tratamiento de la información enviada por las Comunidades Autónomas y las Entidades locales para la formación y 
mantenimiento del inventario dependerá de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local.".

2. El Inventario de Entidades del Sector Público contendrá, al menos, información actualizada sobre la
naturaleza jurídica, finalidad, fuentes de financiación, estructura de dominio, en su caso, la condición de
medio propio, regímenes de contabilidad, presupuestario y de control así como la clasificación en términos de
contabilidad nacional, de cada una de las entidades integrantes del sector público institucional.

3. Al menos, la creación, transformación, fusión o extinción de cualquier entidad integrante del sector público
institucional, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, será inscrita en el Inventario de Entidades del Sector
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Público Estatal, Autonómico y Local.
Se modifica, con efectos de 9 de marzo de 2018, el apartado 1 por la disposición final 15.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Ref. BOE-
A-2017-12902

Artículo 83. Inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
1. El titular del máximo órgano de dirección de la entidad notificará, a través de la intervención general de la
Administración correspondiente, la información necesaria para la inscripción definitiva en el Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, en los términos previstos reglamentariamente, de
los actos relativos a su creación, transformación, fusión o extinción, en el plazo de treinta días hábiles a
contar desde que ocurra el acto inscribible. En la citada notificación se acompañará la documentación
justificativa que determina tal circunstancia.

2. La inscripción definitiva de la creación de cualquier entidad integrante del sector público institucional en el
Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local se realizará de conformidad con las
siguientes reglas:

a) El titular del máximo órgano de dirección de la entidad, a través de la intervención general de la
Administración correspondiente, notificará, electrónicamente a efectos de su inscripción, al Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, la norma o el acto jurídico de creación en el
plazo de 30 días hábiles desde la entrada en vigor de la norma o del acto, según corresponda. A la
notificación se acompañará la copia o enlace a la publicación electrónica del Boletín Oficial en el que se
publicó la norma, o copia del acto jurídico de creación, así como el resto de documentación justificativa
que proceda, como los Estatutos o el plan de actuación.

b) La inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local se practicará
dentro del plazo de 15 días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud de inscripción.

c) Para la asignación del Número de Identificación Fiscal definitivo y de la letra identificativa que
corresponda a la entidad, de acuerdo con su naturaleza jurídica, por parte de la Administración Tributaria
será necesaria la aportación de la certificación de la inscripción de la entidad en el Inventario de Entidades
del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.

CAPÍTULO II ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL ESTATAL

Artículo 84. Composición y clasificación del sector público institucional estatal.
1. Integran el sector público institucional estatal las siguientes entidades:

a) Los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los cuales
se clasifican en: 1. Organismos autónomos.

2. Entidades públicas empresariales.

3. Agencias estatales. b) Las autoridades administrativas independientes. c) Las sociedades mercantiles
estatales. d) Los consorcios. e) Las fundaciones del sector público. f) Los fondos sin personalidad jurídica. g)
Las universidades públicas no transferidas. 2. La Administración General del Estado o entidad integrante del
sector público institucional estatal no podrá, por sí misma ni en colaboración con otras entidades públicas o
privadas, crear, ni ejercer el control efectivo, directa ni indirectamente, sobre ningún otro tipo de entidad
distinta de las enumeradas en este artículo, con independencia de su naturaleza y régimen jurídico. Lo
dispuesto en este apartado no será de aplicación a la participación del Estado en organismos internacionales o
entidades de ámbito supranacional, ni a la participación en los organismos de normalización y acreditación
nacionales o en sociedades creadas al amparo de la Ley 27/1984, de 26 de julio, sobre reconversión y
reindustrialización. 3. Las universidades públicas no transferidas se regirán por lo dispuesto en la Ley 47/2003,
de 26 de noviembre, que les sea de aplicación y por lo dispuesto en esta ley en lo que no esté previsto en su
normativa específica.
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Se modifica por la disposición final 34.1 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339
Se modifica, con efectos de 9 de marzo de 2018, el apartado 2 por la disposición final 15.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Ref. BOE-
A-2017-12902
Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 306, de 23 de diciembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-14020.

Artículo 84 bis. Presencia equilibrada entre mujeres y hombres en las entidades del sector público 
institucional estatal.
1. El principio de representación equilibrada entre mujeres y hombres será de aplicación a las personas
titulares de las presidencias, vicepresidencias, direcciones generales, direcciones ejecutivas y asimilados de
las entidades del sector público institucional estatal que tengan la condición de máximos responsables, así
como a las personas con contratos de alta dirección en las citadas entidades, de tal manera que las personas
de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento en el ámbito de cada
entidad.

2. El principio de representación equilibrada se garantizará también en la composición de los órganos
colegiados de gobierno de las entidades.
Se añade por el art. 8.3 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936
Téngase en cuenta para su aplicación lo previsto en la disposición transitoria 1.3 de la citada Ley Orgánica.

Artículo 85. Control de eficacia y supervisión continua.
1. Las entidades integrantes del sector público institucional estatal estarán sometidas al control de eficacia y
supervisión continua, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 110. Para ello, todas las entidades
integrantes del sector público institucional estatal contarán, en el momento de su creación, con un plan de
actuación, que contendrá las líneas estratégicas en torno a las cuales se desenvolverá la actividad de la
entidad, que se revisarán cada tres años, y que se completará con planes anuales que desarrollarán el de
creación para el ejercicio siguiente.

2. El control de eficacia será ejercido por el Departamento al que estén adscritos, a través de las inspecciones
de servicios, y tendrá por objeto evaluar el cumplimiento de los objetivos propios de la actividad específica de
la entidad y la adecuada utilización de los recursos, de acuerdo con lo establecido en su plan de actuación y
sus actualizaciones anuales, sin perjuicio del control que de acuerdo con la Ley 47/2003, de 26 de noviembre,
se ejerza por la Intervención General de la Administración del Estado.

3. Todas las entidades integrantes del sector público institucional estatal están sujetas desde su creación hasta
su extinción a la supervisión continua del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a través de la
Intervención General de la Administración del Estado, que vigilará la concurrencia de los requisitos previstos
en esta Ley. En particular verificará, al menos, lo siguiente:

a) La subsistencia de las circunstancias que justificaron su creación.

b) Su sostenibilidad financiera.

c) La concurrencia de la causa de disolución prevista en esta ley referida al incumplimiento de los fines
que justificaron su creación o que su subsistencia no resulte el medio más idóneo para lograrlos. Las
actuaciones de planificación, ejecución y evaluación correspondientes a la supervisión continua se
determinarán reglamentariamente.

4. Las actuaciones de control de eficacia y supervisión continua tomarán en consideración:

a) La información económico financiera disponible.

b) El suministro de información por parte de los organismos públicos y entidades sometidas al Sistema de
control de eficacia y supervisión continúa.

c) Las propuestas de las inspecciones de los servicios de los departamentos ministeriales. Los resultados de
la evaluación efectuada tanto por el Ministerio de adscripción como por el Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas se plasmarán en un informe sujeto a procedimiento contradictorio que, según
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las conclusiones que se hayan obtenido, podrá contener recomendaciones de mejora o una propuesta de
transformación o supresión del organismo público o entidad.

Artículo 86. Medio propio y servicio técnico.
1. Las entidades integrantes del sector público institucional podrán ser consideradas medios propios y
servicios técnicos de los poderes adjudicadores y del resto de entes y sociedades que no tengan la
consideración de poder adjudicador cuando cumplan las condiciones y requisitos establecidos en la Ley
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de
2014.

2. Tendrán la consideración de medio propio y servicio técnico cuando se acredite que, además de disponer
de medios suficientes e idóneos para realizar prestaciones en el sector de actividad que se corresponda con su
objeto social, de acuerdo con su norma o acuerdo de creación, se dé alguna de las circunstancias siguientes:

a) Sea una opción más eficiente que la contratación pública y resulta sostenible y eficaz, aplicando criterios
de rentabilidad económica.

b) Resulte necesario por razones de seguridad pública o de urgencia en la necesidad de disponer de los
bienes o servicios suministrados por el medio propio o servicio técnico. Formará parte del control de
eficacia de los medios propios y servicios técnicos la comprobación de la concurrencia de los mencionados
requisitos. En la denominación de las entidades integrantes del sector público institucional que tengan la
condición de medio propio deberá figurar necesariamente la indicación ‘‘Medio Propio’’ o su abreviatura
“M.P.”.

3. En el supuesto de creación de un nuevo medio propio y servicio técnico deberá acompañarse la propuesta
de declaración de una memoria justificativa que acredite lo dispuesto en el apartado anterior y que, en este
supuesto de nueva creación, deberá ser informada por la Intervención General de la Administración del
Estado.

Se modifica por la disposición final 34.2 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339
Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 94 de 20 de abril de 2021. Ref. BOE-A-2021-6240

Artículo 87. Transformaciones de las entidades integrantes del sector público institucional estatal.
1. Cualquier organismo autónomo, entidad pública empresarial, agencias estatales, sociedad mercantil estatal
o fundación del sector público institucional estatal podrá transformarse y adoptar la naturaleza jurídica de
cualquiera de las entidades citadas.

2. La transformación tendrá lugar, conservando su personalidad jurídica, por cesión e integración global, en
unidad de acto, de todo el activo y el pasivo de la entidad transformada con sucesión universal de derechos y
obligaciones. La transformación no alterará las condiciones financieras de las obligaciones asumidas ni podrá
ser entendida como causa de resolución de las relaciones jurídicas.

3. La transformación se llevará a cabo mediante Real Decreto, aunque suponga modificación de la Ley de
creación, salvo en el caso de la transformación en agencias estatales que deberá efectuarse por ley.

4. Cuando un organismo autónomo, entidad pública empresarial o Agencias Estatales se transforme en una
entidad pública empresarial, Agencias Estatales, sociedad mercantil estatal o en una fundación del sector
público, el Real Decreto o la Ley mediante el que se lleve a cabo la transformación deberá ir acompañado de la
siguiente documentación:

a) Una memoria que incluya:

1.º Una justificación de la transformación por no poder asumir sus funciones manteniendo su
naturaleza jurídica originaria.

2.º Un análisis de eficiencia que incluirá una previsión del ahorro que generará la transformación y la
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acreditación de inexistencia de duplicidades con las funciones que ya desarrolle otro órgano, organismo
público o entidad preexistente.

3.º Un análisis de la situación en la que quedará el personal, indicando si, en su caso, parte del mismo se
integrará, bien en la Administración General del Estado o bien en la entidad pública empresarial,
sociedad mercantil estatal o fundación que resulte de la transformación.

b) Un informe preceptivo de la Intervención General de la Administración del Estado en el que se valorará
el cumplimiento de lo previsto en este artículo.

5. La aprobación del Real Decreto de transformación conllevará:

a) La adaptación de la organización de los medios personales, materiales y económicos que resulte
necesaria por el cambio de naturaleza jurídica.

b) La posibilidad de integrar el personal en la entidad transformada o en la Administración General del
Estado. En su caso, esta integración se llevará a cabo de acuerdo con los procedimientos de movilidad
establecidos en la legislación de función pública o en la legislación laboral que resulte aplicable. Los
distintos tipos de personal de la entidad transformada tendrán los mismos derechos y obligaciones que les
correspondan de acuerdo con la normativa que les sea de aplicación. La adaptación, en su caso, de
personal que conlleve la transformación no supondrá, por sí misma, la atribución de la condición de
funcionario público al personal laboral que prestase servicios en la entidad transformada. La integración
de quienes hasta ese momento vinieran ejerciendo funciones reservadas a funcionarios públicos sin serlo
podrá realizarse con la condición de “a extinguir”, debiéndose valorar previamente las características de
los puestos afectados y las necesidades de la entidad donde se integren. De la ejecución de las medidas de
transformación no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial preexistente en la entidad
transformada.

Se modifica por la disposición final 34.3 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

CAPÍTULO III DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS ESTATALES

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 88. Definición y actividades propias.
Son organismos públicos dependientes o vinculados a la Administración General del Estado, bien
directamente o bien a través de otro organismo público, los creados para la realización de actividades
administrativas, sean de fomento, prestación o de gestión de servicios públicos o de producción de bienes de
interés público susceptibles de contraprestación; actividades de contenido económico reservadas a las
Administraciones Públicas; así como la supervisión o regulación de sectores económicos, y cuyas
características justifiquen su organización en régimen de descentralización funcional o de independencia.

Artículo 89. Personalidad jurídica y potestades.
1. Los organismos públicos tiene personalidad jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios,
así como autonomía de gestión, en los términos previstos en esta Ley.

2. Dentro de su esfera de competencia, les corresponden las potestades administrativas precisas para el
cumplimiento de sus fines, en los términos que prevean sus estatutos, salvo la potestad expropiatoria. Los
estatutos podrán atribuir a los organismos públicos la potestad de ordenar aspectos secundarios del
funcionamiento para cumplir con los fines y el servicio encomendado, en el marco y con el alcance
establecido por las disposiciones que fijen el régimen jurídico básico de dicho servicio. Los actos y
resoluciones dictados por los organismos públicos en el ejercicio de potestades administrativas son
susceptibles de los recursos administrativos previstos en la Ley del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones Públicas.
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Artículo 90. Estructura organizativa en el sector público estatal.
1. Los organismos públicos se estructuran en los órganos de gobierno, y ejecutivos que se determinen en su
respectivo Estatuto. Los máximos órganos de gobierno son el Presidente y el Consejo Rector. El estatuto
puede, no obstante, prever otros órganos de gobierno con atribuciones distintas. La dirección del organismo
público debe establecer un modelo de control orientado a conseguir una seguridad razonable en el
cumplimiento de sus objetivos.

2. Corresponde al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas la clasificación de las entidades,
conforme a su naturaleza y a los criterios previstos en Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que se
regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector público empresarial y
otras entidades. A estos efectos, las entidades serán clasificadas en tres grupos. Esta clasificación determinará
el nivel en que la entidad se sitúa a efectos de:

a) Número máximo de miembros de los órganos de gobierno.

b) Estructura organizativa, con fijación del número mínimo y máximo de directivos, así como la cuantía
máxima de la retribución total, con determinación del porcentaje máximo del complemento de puesto y
variable.

Artículo 91. Creación de organismos públicos estatales.
1. La creación de los organismos públicos se efectuará por Ley.

2. La Ley de creación establecerá:

a) El tipo de organismo público que crea, con indicación de sus fines generales, así como el Departamento
de dependencia o vinculación.

b) En su caso, los recursos económicos, así como las peculiaridades de su régimen de personal, de
contratación, patrimonial, fiscal y cualesquiera otras que, por su naturaleza, exijan norma con rango de
Ley.

3. El anteproyecto de ley de creación del organismo público que se eleve al Consejo de Ministros deberá ser
acompañado de una propuesta de estatutos y de un plan inicial de actuación, junto con el informe preceptivo
favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas que valorará el cumplimiento de lo previsto
en este artículo.

Artículo 92. Contenido y efectos del plan de actuación.
1. El plan inicial de actuación contendrá, al menos:

a) Las razones que justifican la creación de un nuevo organismo público, por no poder asumir esas
funciones otro ya existente, así como la constatación de que la creación no supone duplicidad con la
actividad que desarrolle cualquier otro órgano o entidad preexistente.

b) La forma jurídica propuesta y un análisis que justifique que la elegida resulta más eficiente frente a otras
alternativas de organización que se hayan descartado.

c) La fundamentación de la estructura organizativa elegida, determinando los órganos directivos y la
previsión sobre los recursos humanos necesarios para su funcionamiento.

d) El anteproyecto del presupuesto correspondiente al primer ejercicio junto con un estudio económico-
financiero que acredite la suficiencia de la dotación económica prevista inicialmente para el comienzo de
su actividad y la sostenibilidad futura del organismo, atendiendo a las fuentes futuras de financiación de
los gastos y las inversiones, así como a la incidencia que tendrá sobre los presupuestos generales del
Estado.

e) Los objetivos del organismo, justificando su suficiencia o idoneidad, los indicadores para medirlos, y la
programación plurianual de carácter estratégico para alcanzarlos, especificando los medios económicos y
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personales que dedicará, concretando en este último caso la forma de provisión de los puestos de trabajo,
su procedencia, coste, retribuciones e indemnizaciones, así como el ámbito temporal en que se prevé
desarrollar la actividad del organismo. Asimismo, se incluirán las consecuencias asociadas al grado de
cumplimiento de los objetivos establecidos y, en particular, su vinculación con la evaluación de la gestión
del personal directivo en el caso de incumplimiento. A tal efecto, el reparto del complemento de
productividad o concepto equivalente se realizará teniendo en cuenta el grado de cumplimiento de los
objetivos establecidos en el plan de creación y en los anuales.

2. Los organismos públicos deberán acomodar su actuación a lo previsto en su plan inicial de actuación. Éste
se actualizará anualmente mediante la elaboración del correspondiente plan que permita desarrollar para el
ejercicio siguiente las previsiones del plan de creación. El plan anual de actuación deberá ser aprobado en el
último trimestre del año natural por el departamento del que dependa o al que esté vinculado el organismo y
deberá guardar coherencia con el Programa de actuación plurianual previsto en la normativa presupuestaria.
El Plan de actuación incorporará, cada tres años, una revisión de la programación estratégica del organismo.
La falta de aprobación del plan anual de actuación dentro del plazo fijado por causa imputable al organismo, y
hasta tanto se subsane la omisión, llevará aparejada la paralización de las transferencias que deban realizarse
a favor del organismo con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, salvo que el Consejo de Ministros
adopte otra decisión.

3. El plan de actuación y los anuales, así como sus modificaciones, se hará público en la página web del
organismo público al que corresponda.

Artículo 93. Contenido de los estatutos.
1. Los estatutos regularán, al menos, los siguientes extremos:

a) Las funciones y competencias del organismo, con indicación de las potestades administrativas que
pueda ostentar.

b) La determinación de su estructura organizativa, con expresión de la composición, funciones,
competencias y rango administrativo que corresponda a cada órgano. Asimismo se especificarán aquellos
de sus actos y resoluciones que agoten la vía administrativa.

c) El patrimonio que se les asigne y los recursos económicos que hayan de financiarlos.

d) El régimen relativo a recursos humanos, patrimonio, presupuesto y contratación.

e) La facultad de participación en sociedades mercantiles cuando ello sea imprescindible para la
consecución de los fines asignados.

2. Los estatutos de los organismos públicos se aprobarán por Real Decreto del Consejo de Ministros a
propuesta conjunta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y del Ministerio al que el
organismo esté vinculado o sea dependiente.

3. Los estatutos deberán ser aprobados y publicados con carácter previo a la entrada en funcionamiento
efectivo del organismo público.

Artículo 94. Fusión de organismos públicos estatales.
1. Los organismos públicos estatales de la misma naturaleza jurídica podrán fusionarse bien mediante su
extinción e integración en un nuevo organismo público, bien mediante su extinción por ser absorbido por
otro organismo público ya existente.

2. La fusión se llevará a cabo mediante norma reglamentaria, aunque suponga modificación de la Ley de
creación. Cuando la norma reglamentaria cree un nuevo organismo público resultante de la fusión deberá
cumplir con lo previsto en el artículo 91.2 sobre requisitos de creación de organismos públicos.

3. A la norma reglamentaria de fusión se acompañará un plan de redimensionamiento para la adecuación de
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las estructuras organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos resultantes de la nueva situación y en el
que debe quedar acreditado el ahorro que generará la fusión. Si alguno de los organismos públicos estuviese
en situación de desequilibrio financiero se podrá prever, como parte del plan de redimensionamiento, que las
obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se consideren liquidables y derivados de la actividad que
ocasionó el desequilibrio, se integren en un fondo, sin personalidad jurídica y con contabilidad separada,
adscrito al nuevo organismo público o al absorbente, según corresponda. La actividad o actividades que
ocasionaron el desequilibrio dejarán de prestarse tras la fusión, salvo que se prevea su realización futura de
forma sostenible tras la fusión. El plan de redimensionamiento, previo informe preceptivo de la Intervención
General de la Administración del Estado deberá ser aprobado por cada uno de los organismos públicos
fusionados si se integran en uno nuevo o por el organismo público absorbente, según corresponda al tipo de
fusión.

4. La aprobación de la norma de fusión conllevará:

a) La integración de las organizaciones de los organismos públicos fusionados, incluyendo los medios
personales, materiales y económicos, en los términos previstos en el plan de redimensionamiento.

b) El personal de los organismos públicos extinguidos se podrá integrar bien en la Administración General
del Estado o bien en el nuevo organismo público que resulte de la fusión o en el organismo público
absorbente, según proceda, de acuerdo con lo previsto en la norma reglamentaria de fusión y de
conformidad con los procedimientos de movilidad establecidos en la legislación de función pública o en la
legislación laboral que resulte aplicable. Los distintos tipos de personal de los organismos públicos
fusionados tendrán los derechos y obligaciones que les correspondan de acuerdo con la normativa que les
sea de aplicación. La integración de quienes hasta ese momento vinieran ejerciendo funciones reservadas
a funcionarios públicos sin serlo podrá realizarse con la condición de «a extinguir», debiéndose valorar
previamente las características de los puestos afectados y las necesidades del organismos donde se
integren. Esta integración de personal no supondrá, en ningún caso, la atribución de la condición de
funcionario público al personal laboral que prestase servicios en los organismos públicos fusionados. De la
ejecución de las medidas de fusión no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial en los
organismos públicos afectados.

c) La cesión e integración global, en unidad de acto, de todo el activo y el pasivo de los organismos públicos
extinguidos en el nuevo organismo público resultante de la fusión o en el organismo público absorbente,
según proceda, que le sucederá universalmente en todos sus derechos y obligaciones. La fusión no alterará
las condiciones financieras de las obligaciones asumidas ni podrá ser entendida como causa de resolución
de las relaciones jurídicas.

d) Si se hubiera previsto en el plan de redimensionamiento, las obligaciones, bienes y derechos
patrimoniales que se consideren liquidables se integrarán en un fondo, sin personalidad jurídica y con
contabilidad separada, adscrito al nuevo organismo público resultante de la fusión o al organismo público
absorbente, según proceda, que designará un liquidador al que le corresponderá la liquidación de este
fondo. Esta liquidación se efectuará de conformidad con lo previsto en el artículo 97. La liquidación deberá
llevarse a cabo durante los dos años siguientes a la aprobación de la norma reglamentaria de fusión, salvo
que el Consejo de Ministros acuerde su prórroga, sin perjuicio de los posibles derechos que puedan
corresponder a los acreedores. La aprobación de las normas a las que tendrá que ajustarse la contabilidad
del fondo corresponderá al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas a propuesta de la
Intervención General de la Administración del Estado.

Artículo 95. Gestión compartida de servicios comunes.
1. La norma de creación de los organismos públicos del sector público estatal incluirá la gestión compartida
de algunos o todos los servicios comunes, salvo que la decisión de no compartirlos se justifique, en la
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memoria que acompañe a la norma de creación, en términos de eficiencia, conforme al artículo 7 de la Ley
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, en razones de
seguridad nacional o cuando la organización y gestión compartida afecte a servicios que deban prestarse de
forma autónoma en atención a la independencia del organismo. La organización y gestión de algunos o todos
los servicios comunes se coordinará por el Ministerio de adscripción, por el Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas o por un organismo público vinculado o dependiente del mismo.

2. Se consideran servicios comunes de los organismos públicos, al menos, los siguientes:

a) Gestión de bienes inmuebles.

b) Sistemas de información y comunicación.

c) Asistencia jurídica.

d) Contabilidad y gestión financiera.

e) Publicaciones.

f) Contratación pública.

Artículo 96. Disolución de organismos públicos estatales.
1. Los Organismos públicos estatales deberán disolverse:

a) Por el transcurso del tiempo de existencia señalado en la ley de creación.

b) Porque la totalidad de sus fines y objetivos sean asumidos por los servicios de la Administración General
del Estado.

c) Porque sus fines hayan sido totalmente cumplidos, de forma que no se justifique la pervivencia del
organismo público, y así se haya puesto de manifiesto en el control de eficacia.

d) Cuando del seguimiento del plan de actuación resulte el incumplimiento de los fines que justificaron la
creación del organismo o que su subsistencia no es el medio más idóneo para lograrlos y así se concluya en
el control de eficacia o de supervisión continua.

e) Por cualquier otra causa establecida en los estatutos.

f) Cuando así lo acuerde el Consejo de Ministros siguiendo el procedimiento determinado al efecto en el
acto jurídico que acuerde la disolución.

2. Cuando un organismo público incurra en alguna de las causas de disolución previstas en las letras a), b), c),
d) o e) del apartado anterior, el titular del máximo órgano de dirección del organismo lo comunicará al titular
del departamento de adscripción en el plazo de dos meses desde que concurra la causa de disolución.
Transcurrido dicho plazo sin que se haya producido la comunicación y concurriendo la causa de disolución, el
organismo público quedará automáticamente disuelto y no podrá realizar ningún acto jurídico, salvo los
estrictamente necesarios para garantizar la eficacia de su liquidación y extinción. En el plazo de dos meses
desde la recepción de la comunicación a la que se refiere el párrafo anterior, el Consejo de Ministros adoptará
el correspondiente acuerdo de disolución, en el que designará al órgano administrativo o entidad del sector
público institucional estatal que asumirá las funciones de liquidador, y se comunicará al Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local para su publicación. Transcurrido dicho plazo sin
que el acuerdo de disolución haya sido publicado, el organismo público quedará automáticamente disuelto y
no podrá realizar ningún acto jurídico, salvo los estrictamente necesarios para garantizar la eficacia de su
liquidación y extinción.
Se modifica por la disposición final 34.4 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339 Se suspende la aplicación de lo previsto 
en los apartados 1.e) y 3 para las cuentas anuales aprobadas durante los ejercicios 2020, 2021 y 2022, según establece la disposición adicional 
2 de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre. Ref. BOE-A-2020-10923 Se suspende la aplicación de lo previsto en los apartados 1.e) y 3 para las 
cuentas anuales aprobadas durante los ejercicios 2020, 2021 y 2022, según establece la disposición adicional 2 del Real Decreto-ley 16/2020, 
de 28 de abril. Ref. BOE-A-2020-4705
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Artículo 97. Liquidación y extinción de organismos públicos estatales.
1. Publicado el acuerdo de disolución al que se refiere el artículo anterior, o transcurridos los plazos en él
establecidos sin que éste haya sido publicado, se entenderá automáticamente iniciada la liquidación.

2. La liquidación tendrá lugar por la cesión e integración global, en unidad de acto, de todo el activo y el pasivo
del organismo público en la Administración General del Estado que le sucederá universalmente en todos sus
derechos y obligaciones. El órgano o entidad designada como liquidador determinará, en cada caso, el órgano
o entidad concreta, de la Administración General del Estado, donde se integrarán los elementos que forman
parte del activo y del pasivo del organismo público liquidado. La responsabilidad que le corresponda al
empleado público como miembro de la entidad u órgano liquidador será directamente asumida por la entidad
o la Administración General del Estado que lo designó. La Administración General del Estado podrá exigir de
oficio al empleado público que designó a esos efectos la responsabilidad en que hubiera incurrido por los
daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, culpa o negligencia
graves, conforme a lo previsto en las Leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

3. La Administración General del Estado quedará subrogada automáticamente en todas las relaciones jurídicas
que tuviera el organismo público con sus acreedores, tanto de carácter principal como accesorias, a la fecha
de adopción del acuerdo de disolución o, en su defecto, a la fecha en que concurriera la causa de disolución,
incluyendo los activos y pasivos sobrevenidos. Esta subrogación no alterará las condiciones financieras de las
obligaciones asumidas ni podrá ser entendida como causa de resolución de las relaciones jurídicas.

4. Formalizada la liquidación del organismo público se producirá su extinción automática.

SECCIÓN 2.ª ORGANISMOS AUTÓNOMOS ESTATALES

Artículo 98. Definición.
1. Los organismos autónomos son entidades de derecho público, con personalidad jurídica propia, tesorería y
patrimonio propios y autonomía en su gestión, que desarrollan actividades propias de la Administración
Pública, tanto actividades de fomento, prestacionales, de gestión de servicios públicos o de producción de
bienes de interés público, susceptibles de contraprestación, en calidad de organizaciones instrumentales
diferenciadas y dependientes de ésta.

2. Los organismos autónomos dependen de la Administración General del Estado a la que corresponde su
dirección estratégica, la evaluación de los resultados de su actividad y el control de eficacia.

3. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando un organismo público tenga la naturaleza jurídica
de organismo autónomo deberá figurar en su denominación la indicación «organismo autónomo» o su
abreviatura «O.A.».

Artículo 99. Régimen jurídico.
Los organismos autónomos se regirán por lo dispuesto en esta Ley, en su ley de creación, sus estatutos, la Ley
de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el Real Decreto Legislativo 3/2011,
de 14 de noviembre, la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, y el resto de las normas de derecho administrativo
general y especial que le sea de aplicación. En defecto de norma administrativa, se aplicará el derecho común.

Artículo 100. Régimen jurídico del personal y de contratación.
1. El personal al servicio de los organismos autónomos será funcionario o laboral, y se regirá por lo previsto
en la Ley 7/2007, de 12 de abril, y demás normativa reguladora de los funcionarios públicos y por la normativa
laboral. El nombramiento de los titulares de los órganos de los organismos autónomos se regirá por las
normas aplicables a la Administración General del Estado. El titular del máximo órgano de dirección del
organismo tendrá atribuidas, en materia de gestión de recursos humanos, las facultades que le asigne la
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legislación específica. El organismo autónomo estará obligado a aplicar las instrucciones sobre recursos
humanos dictadas por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y a comunicarle a este
departamento cuantos acuerdos o resoluciones adopte en aplicación del régimen específico de personal
establecido en su Ley de creación o en sus estatutos.

2. La contratación de los organismos autónomos se ajustará a lo dispuesto en la legislación sobre contratación
del sector público. El titular del máximo órgano de dirección del organismo autónomo será el órgano de
contratación.

Artículo 101. Régimen económico-financiero y patrimonial.
1. Los organismos autónomos tendrán, para el cumplimiento de sus fines, un patrimonio propio, distinto del
de la Administración Pública, integrado por el conjunto de bienes y derechos de los que sean titulares. La
gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como de aquellos del Patrimonio de la
Administración que se les adscriban para el cumplimiento de sus fines, será ejercida de acuerdo a lo
establecido para los organismos autónomos en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre.

2. Los recursos económicos de los organismos autónomos podrán provenir de las siguientes fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.

b) Los productos y rentas de dicho patrimonio.

c) Las consignaciones específicas que tuvieren asignadas en los presupuestos generales del Estado.

d) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de la Administración o entidades públicas.

e) Las donaciones, legados, patrocinios y otras aportaciones de entidades privadas y de particulares.

f) Cualquier otro recurso que estén autorizados a percibir, según las disposiciones por las que se rijan o
que pudieran serles atribuidos.

Artículo 102. Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico-financiero.
Los organismo autónomos aplicarán el régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, y de
control establecido por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

SECCIÓN 3.ª LAS ENTIDADES PÚBLICAS EMPRESARIALES DE ÁMBITO ESTATAL

Artículo 103. Definición.
1. Las entidades públicas empresariales son entidades de Derecho público, con personalidad jurídica propia,
patrimonio propio y autonomía en su gestión, que se financian con ingresos de mercado, a excepción de
aquellas que tengan la condición o reúnan los requisitos para ser declaradas medio propio personificado de
conformidad con la Ley de Contratos del Sector Público, y que junto con el ejercicio de potestades
administrativas desarrollan actividades prestacionales, de gestión de servicios o de producción de bienes de
interés público, susceptibles de contraprestación.

2. Las entidades públicas empresariales dependen de la Administración General del Estado o de un
Organismo autónomo vinculado o dependiente de ésta, al que le corresponde la dirección estratégica, la
evaluación de los resultados de su actividad y el control de eficacia.

3. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando un organismo público tenga naturaleza jurídica
de entidad pública empresarial deberá figurar en su denominación la indicación de «entidad pública
empresarial» o su abreviatura «E.P.E».
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 34.5 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 104. Régimen jurídico.
Las entidades públicas empresariales se rigen por el Derecho privado, excepto en la formación de la voluntad
de sus órganos, en el ejercicio de las potestades administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos
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específicamente regulados para las mismas en esta Ley, en su Ley de creación, sus estatutos, la Ley de
Procedimiento Administrativo Común, el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, la Ley 33/2003,
de 3 de noviembre, y el resto de normas de derecho administrativo general y especial que le sean de
aplicación.

Artículo 105. Ejercicio de potestades administrativas.
1. Las potestades administrativas atribuidas a las entidades públicas empresariales sólo pueden ser ejercidas
por aquellos órganos de éstas a los que los estatutos se les asigne expresamente esta facultad.

2. No obstante, a los efectos de esta Ley, los órganos de las entidades públicas empresariales no son
asimilables en cuanto a su rango administrativo al de los órganos de la Administración General del Estado,
salvo las excepciones que, a determinados efectos se fijen, en cada caso, en sus estatutos.

Artículo 106. Régimen jurídico del personal y de contratación.
1. El personal de las entidades públicas empresariales se rige por el Derecho laboral, con las especificaciones
dispuestas en este artículo y las excepciones relativas a los funcionarios públicos de la Administración General
del Estado, quienes se regirán por lo previsto en la Ley 7/2007, de 12 de abril y demás normativa reguladora de
los funcionarios públicos o por la normativa laboral.

2. La selección del personal laboral de estas entidades se realizará conforme a las siguientes reglas:

a) El personal directivo, que se determinará en los estatutos de la entidad, será nombrado con arreglo a los
criterios establecidos en el apartado 11 del artículo 55, atendiendo a la experiencia en el desempeño de
puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada.

b) El resto del personal será seleccionado mediante convocatoria pública basada en los principios de
igualdad, mérito y capacidad.

3. (Suprimido)

4. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas efectuará, con la periodicidad adecuada, controles
específicos sobre la evolución de los gastos de personal y de la gestión de sus recursos humanos, conforme a
los criterios previamente establecidos por los mismos.

5. La Ley de creación de cada entidad pública empresarial deberá determinar las condiciones conforme a las
cuales, los funcionarios de la Administración General del Estado, podrán cubrir destinos en la referida
entidad, y establecerá, asimismo, las competencias que a la misma correspondan sobre este personal que, en
todo caso, serán las que tengan legalmente atribuidas los Organismos autónomos.

6. La contratación de las entidades públicas empresariales se rige por las previsiones contenidas al respecto
en la legislación de contratos del sector público.
Se suprime el apartado 3 por la disposición final 34.6 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 107. Régimen económico-financiero y patrimonial.
1. Las entidades públicas empresariales tendrán, para el cumplimiento de sus fines, un patrimonio propio,
distinto del de la Administración Pública, integrado por el conjunto de bienes y derechos de los que sean
titulares. La gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como de aquellos del Patrimonio
de la Administración que se les adscriban para el cumplimiento de sus fines, será ejercida de acuerdo con lo
previsto en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre.

2. Las entidades públicas empresariales podrán financiarse con los ingresos que se deriven de sus
operaciones, obtenidos como contraprestación de sus actividades comerciales, y con los recursos económicos
que provengan de las siguientes fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.

b) Los productos y rentas de dicho patrimonio y cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.
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Excepcionalmente, cuando así lo prevea la Ley de creación, podrá financiarse con los recursos económicos
que provengan de las siguientes fuentes: a) Las consignaciones específicas que tuvieran asignadas en los
Presupuestos Generales del Estado. b) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de las
Administraciones o entidades públicas.

c) Las donaciones, legados, patrocinios y otras aportaciones de entidades privadas y de particulares.

3. Las entidades público empresariales se financiarán mayoritariamente con ingresos de mercado, a
excepción de aquellas que tengan la condición o reúnan los requisitos para ser declaradas medio propio
personificado de conformidad con la Ley de Contratos del Sector Público. Se entiende que se financian
mayoritariamente con ingresos de mercado cuando tengan la consideración de productor de mercado de
conformidad con el Sistema Europeo de Cuentas. A tales efectos se tomará en consideración la clasificación de
las diferentes entidades públicas a los efectos de la contabilidad nacional que efectúe el Comité Técnico de
Cuentas Nacionales y que se recogerá en el Inventario de Entidades del sector Público estatal, Autonómico y
Local.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 34.7 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

SECCIÓN 4.ª AGENCIAS ESTATALES

Artículo 108. Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico-financiero.
Las entidades públicas empresariales aplicarán el régimen presupuestario, económico-financiero, de
contabilidad y de control establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

Artículo 108 bis. Definición.
1. Las Agencias Estatales son entidades de derecho público, dotadas de personalidad jurídica pública,
patrimonio propio y autonomía en su gestión, facultadas para ejercer potestades administrativas, que son
creadas por el Gobierno para el cumplimiento de los programas correspondientes a las políticas públicas que
desarrolle la Administración General del Estado en el ámbito de sus competencias. Las agencias estatales
están dotadas de los mecanismos de autonomía funcional, responsabilidad por la gestión y control de
resultados establecidos en esta ley.

2. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando un organismo público tenga naturaleza de
Agencia Estatales deberá figurar en su denominación la indicación de “Agencia Estatal”.
Se añade por la disposición final 34.9 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 108 ter. Régimen jurídico.
1. Las agencias estatales se rigen por esta ley y, en su marco, por el estatuto propio de cada una de ellas; y el
resto de las normas de derecho administrativo general y especial que le sea de aplicación.

2. La actuación de las agencias estatales se produce, con arreglo al plan de acción anual, bajo la vigencia y con
arreglo al pertinente contrato plurianual de gestión que ha de establecer, como mínimo y para el periodo de
su vigencia, los siguientes extremos:

a) Los objetivos a perseguir, los resultados a obtener y, en general, la gestión a desarrollar.

b) Los planes necesarios para alcanzar los objetivos, con especificación de los marcos temporales
correspondientes y de los proyectos asociados a cada una de las estrategias y sus plazos temporales, así
como los indicadores para evaluar los resultados obtenidos.

c) Las previsiones máximas de plantilla de personal y el marco de actuación en materia de gestión de
recursos humanos.

d) Los recursos personales, materiales y presupuestarios a aportar para la consecución de los objetivos, si
bien serán automáticamente revisados de conformidad con el contenido de la Ley de Presupuestos
Generales del Estado del ejercicio correspondiente.
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e) Los efectos asociados al grado de cumplimiento de los objetivos establecidos por lo que hace a exigencia
de responsabilidad por la gestión de los órganos ejecutivos y el personal directivo, así como el montante de
masa salarial destinada al complemento de productividad o concepto equivalente del personal laboral.

f) El procedimiento a seguir para la cobertura de los déficits anuales que, en su caso, se pudieran producir
por insuficiencia de los ingresos reales respecto de los estimados y las consecuencias de responsabilidad
en la gestión que, en su caso, deban seguirse de tales déficits. Dicho procedimiento deberá ajustarse, en
todo caso, a lo que establezca el contenido de la Ley de Presupuestos Generales del Estado del ejercicio
correspondiente.

g) El procedimiento para la introducción de las modificaciones o adaptaciones anuales que, en su caso,
procedan.

3. En el contrato de gestión se determinarán los mecanismos que permitan la exigencia de responsabilidades
a que se refiere la letra e) del apartado anterior por incumplimiento de objetivos.

4. El Consejo Rector de cada agencia estatal aprueba la propuesta de contrato inicial de gestión, en el plazo de
tres meses desde su constitución. Los posteriores contratos de gestión se presentarán en el último trimestre
de la vigencia del anterior. La aprobación del contrato de gestión tiene lugar por Orden conjunta de los
Ministerios de adscripción, de Política Territorial y Función Pública y de Hacienda, en un plazo máximo de
tres meses a contar desde su presentación. En el caso de no ser aprobado en este plazo mantendrá su vigencia
el contrato de gestión anterior.

5. En el seno del Consejo Rector se constituirá una Comisión de Control, con la composición que se determine
en los estatutos. Corresponde a la Comisión de Control informar al Consejo Rector sobre la ejecución del
contrato de gestión y, en general, sobre todos aquellos aspectos relativos a la gestión económico-financiera
que deba conocer el propio Consejo y que se determinen en los Estatutos.
Se añade por la disposición final 34.10 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 108 quater. Régimen jurídico de personal.
1. El personal al servicio de las Agencias Estatales está constituido por:

a) El personal que esté ocupando puestos de trabajo en servicios que se integren en la Agencia Estatal en el
momento de su constitución.

b) El personal que se incorpore a la Agencia Estatal desde cualquier administración pública por los
correspondientes procedimientos de provisión de puestos de trabajo previstos en esta ley.

c) El personal seleccionado por la Agencia Estatal, mediante pruebas selectivas convocadas al efecto en los
términos establecidos en esta Ley.

d) El personal directivo.

2. El personal a que se refieren las letras a) y b) del apartado anterior mantiene la condición de personal
funcionario, estatutario o laboral de origen, de acuerdo con la legislación aplicable.

3. El personal funcionario y estatutario se rige por la normativa reguladora de la función pública
correspondiente, con las especialidades previstas en esta Ley y las que, conforme a ella, se establezcan en el
estatuto de cada agencia estatal. El personal laboral se rige por el Texto refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, y el resto de la normativa
laboral.

4. La selección del personal al que se refiere la letra c) se realiza mediante convocatoria pública y de acuerdo
con los principios de igualdad, mérito y capacidad, así como de acceso al empleo público de las personas con
discapacidad. A tal efecto, y en el período previsto en el contrato de gestión, las agencias estatales determinan
sus necesidades de personal a cubrir mediante pruebas selectivas. La determinación de las necesidades de
personal a cubrir se realizará con sujeción a la tasa de reposición que, en su caso, se establezca en la Ley de
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Presupuestos Generales del Estado para el ejercicio correspondiente. La previsión de necesidades de personal
se incorpora a la oferta anual de empleo de la correspondiente agencia estatal, que se integra en la oferta de
empleo público estatal, de conformidad con lo que establezca la Ley anual de Presupuestos Generales del
Estado. Las agencias estatales seleccionan a través de sus propios órganos de selección, a su personal laboral
de acuerdo con los requisitos y principios establecidos en el párrafo anterior. Las convocatorias de selección
de personal funcionario se efectuarán por el Ministerio al que se encuentren adscritos los cuerpos o escalas
correspondientes, y, excepcionalmente por la propia agencia estatal mediante convenio suscrito al efecto. Los
órganos de representación del personal de la agencia estatal serán tenidos en cuenta en los procesos de
selección que se lleven a cabo.

5. Las agencias estatales elaboran, convocan y, a propuesta de órganos especializados en selección de
personal, resuelven las correspondientes convocatorias de provisión de puestos de trabajo de personal
funcionario, de conformidad con los principios generales y procedimientos de provisión establecidos en la
normativa de función pública.

6. La movilidad de los funcionarios destinados en las agencias estatales podrá estar sometida a la condición de
autorización previa en las condiciones y con los plazos que se determinen en sus estatutos y de acuerdo con la
normativa de función pública.

7. Las agencias estatales disponen de su relación de puestos de trabajo, elaborada y aprobada por la propia
agencia estatal dentro del marco de actuación que, en materia de recursos humanos, se establezca en el
contrato de gestión.

8. El personal que preste sus servicios en las agencias estatales verá reconocido su derecho a la promoción
dentro de una carrera profesional evaluable, en el marco del Estatuto del Empleado Público. Dicha carrera
tendrá elementos que permitan criterios de homogeneidad dentro de agencias estatales del mismo ámbito,
facilitando similares retribuciones para niveles profesionales semejantes y posibilitando las medidas de
movilidad entre el personal de aquellas, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 6.

9. Los conceptos retributivos del personal funcionario y estatutario de las agencias estatales, son los
establecidos en la normativa de función pública de la Administración General del Estado y sus cuantías se
determinarán de conformidad con lo establecido en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. Las
condiciones retributivas del personal laboral son las determinadas en el convenio colectivo de aplicación y en
el respectivo contrato de trabajo y sus cuantías se fijarán de acuerdo con lo indicado en el apartado 1 anterior.
La masa salarial de las agencias estatales se autorizará en las condiciones que establezca la normativa
aplicable. La cuantía de la masa salarial destinada al complemento de productividad, o concepto equivalente
del personal laboral, está en todo caso vinculada al grado de cumplimiento de los objetivos fijados en el
contrato de gestión.

10. El personal directivo de las agencias estatales es el que ocupa los puestos de trabajo determinados como
tales en el estatuto de las mismas en atención a la especial responsabilidad, competencia técnica y relevancia
de las tareas a ellos asignadas. El personal directivo de las agencias estatales es nombrado y cesado por su
Consejo Rector a propuesta de sus órganos ejecutivos, atendiendo a criterios de competencia profesional y
experiencia entre titulados superiores preferentemente funcionarios, y mediante procedimiento que
garantice el mérito, la capacidad y la publicidad. El proceso de provisión podrá ser realizado por los órganos
de selección especializados a los que se refiere el apartado 5 de este artículo, que formularán propuesta
motivada al director de la agencia estatal, incluyendo tres candidatos para cada puesto a cubrir. Cuando el
personal directivo de las agencias estatales tenga la condición de funcionario permanecerá en la situación de
servicio activo en su respectivo cuerpo o escala o en la que corresponda con arreglo a la legislación laboral si
se trata de personal de este carácter. El estatuto de las agencias estatales puede prever puestos directivos de
máxima responsabilidad a cubrir, en régimen laboral, mediante contratos de alta dirección. Al personal
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directivo de las agencias estatales, en todo caso, le será de aplicación el Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo,
por el que se regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector público
empresarial y otras entidades. El personal directivo está sujeto, en el desarrollo de sus cometidos, a evaluación
con arreglo a los criterios de eficacia, eficiencia y cumplimiento de la legalidad, responsabilidad por su
gestión y control de resultados en relación con los objetivos que le hayan sido fijados. El personal directivo
percibe una parte de su retribución como incentivo de rendimiento, mediante el complemento
correspondiente que valore la productividad, de acuerdo con los criterios y porcentajes que se establezcan por
el Consejo Rector, a propuesta de los órganos directivos de la Agencia Estatal.

11. El órgano ejecutivo de la agencia estatal es el director. Es nombrado y separado por el Consejo Rector a
propuesta del Presidente entre personas que reúnan las cualificaciones necesarias para el cargo, según se
determine en el Estatuto.
Se añade por la disposición final 34.11 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 108 quinquies. Régimen económico financiero y contratación.
1. Las Agencias Estatales se financian con los siguientes recursos:

a) Las transferencias consignadas en los Presupuestos Generales del Estado.

b) Los ingresos propios que perciba como contraprestación por las actividades que pueda realizar, en
virtud de contratos, convenios o disposición legal, para otras entidades públicas, privadas o personas
físicas.

c) La enajenación de los bienes y valores que constituyan su patrimonio.

d) El rendimiento procedente de sus bienes y valores.

e) Las aportaciones voluntarias, donaciones, herencias y legados y otras aportaciones a título gratuito de
entidades privadas y de particulares.

f) Los ingresos recibidos de personas físicas o jurídicas como consecuencia del patrocinio de actividades o
instalaciones.

g) Los demás ingresos de derecho público o privado que estén autorizadas a percibir.

h) Cualquier otro recurso que pudiera serles atribuido.

2. En aquellos supuestos expresamente previstos en los estatutos, y solo en la medida que tengan capacidad
para generar recursos propios suficientes, las Agencias Estatales podrán financiarse con cargo a los créditos
previstos en el capítulo VIII de los Presupuestos Generales del Estado adjudicados de acuerdo con
procedimientos de pública concurrencia y destinados a financiar proyectos de investigación y desarrollo. La
Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio establecerá los límites de esta financiación.

3. Los recursos que se deriven de los apartados b), e), f) y g) del número 1 anterior, y no se contemplen
inicialmente en el presupuesto de las Agencias Estatales se podrán destinar a financiar mayores gastos por
acuerdo de su Director.

4. El recurso al endeudamiento está prohibido a las agencias estatales, salvo que por Ley se disponga lo
contrario. No obstante, y con objeto de atender desfases temporales de tesorería, las agencias estatales
pueden recurrir a la contratación de pólizas de crédito o préstamo, siempre que el saldo vivo no supere el 5 %
de su presupuesto.

5. La contratación de las agencias estatales se rige por la normativa aplicable al sector público. Las sociedades
mercantiles y fundaciones creadas o participadas mayoritariamente por las agencias estatales, deberán
ajustar su actividad contractual, en todo caso, a los principios de publicidad y concurrencia.
Se añade por la disposición final 34.12 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339
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Artículo 108 sexies. Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico financiero.
1. El Consejo Rector elaborará y aprobará el anteproyecto de presupuesto de la agencia estatal, conforme a lo
dispuesto en el contrato de gestión. El anteproyecto de presupuesto de la agencia estatal será remitido al
Ministerio de adscripción para su examen, que dará posterior traslado del mismo al Ministerio de Hacienda.
Una vez analizado por este último departamento ministerial, el anteproyecto se incorpora al de Presupuestos
Generales del Estado para su aprobación por el Consejo de Ministros y remisión a las Cortes Generales,
consolidándose con el de las restantes entidades que integran el sector público estatal.

2. La persona titular del Ministerio de Hacienda establece la estructura del presupuesto de las agencias
estatales, así como la documentación que se debe acompañar al mismo. El presupuesto de gastos de las
agencias estatales, tiene carácter limitativo por su importe global y carácter estimativo para la distribución de
los créditos en categorías económicas, con excepción de los correspondientes a gastos de personal que en
todo caso tienen carácter limitativo y vinculante por su cuantía total, y de las subvenciones nominativas y las
atenciones protocolarias y representativas que tendrán carácter limitativo y vinculante cualquiera que sea el
nivel de la clasificación económica al que se establezcan.

3. La autorización de las variaciones presupuestarias corresponde:

a) A la persona titular del Ministerio de Hacienda, las variaciones de la cuantía global del presupuesto y las
que afecten a gastos de personal, a iniciativa del director y propuesta del Consejo Rector, salvo las previstas
en la letra siguiente. Así mismo, corresponde a la persona titular del Ministerio de Hacienda acordar o
denegar las modificaciones presupuestarias, en los supuestos de competencia de los directores de las
agencias estatales, cuando exista informe negativo de la Intervención Delegada y el titular de la
competencia lo remita en discrepancia al Ministro Hacienda.

b) A la persona titular de la Dirección de la propia agencia estatal, todas las restantes variaciones, incluso
en la cuantía global cuando sean financiadas con recursos derivados de los apartados b), e), f), y g) del
artículo 108 quinquies por encima de los inicialmente presupuestados, no afecten a gastos de personal y
existan garantías suficientes de su efectividad, dando cuenta inmediata a la Comisión de Control.

4. Los remanentes de tesorería que resulten de la liquidación del ejercicio presupuestario no afectados a la
financiación del presupuesto del ejercicio siguiente, podrán aplicarse al presupuesto de ingresos y destinarse
a financiar incremento de gastos por acuerdo de la persona titular de la Dirección, dando cuenta a la Comisión
de Control. Los déficits derivados del incumplimiento de la estimación de ingresos anuales se compensarán
en la forma que se prevea en el contrato de gestión.

5. Las agencias estatales podrán adquirir compromisos de gasto que hayan de extenderse a ejercicios
posteriores a aquel en que se autoricen, siempre que no se superen alguno de los siguientes límites:

a) El número de ejercicios a que pueden aplicarse los gastos no será superior a cuatro.

b) El gasto que se impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de la cantidad que
resulte de aplicar al importe total de cada programa, excluido el capítulo de gastos de personal y los
restantes créditos que tengan carácter vinculante, los siguientes porcentajes: El 70 por 100 en el ejercicio
inmediato siguiente, el 60 por ciento en el segundo ejercicio y el 50 por ciento en los ejercicios tercero y
cuarto. En el caso de gastos de personal o de otros que tengan carácter vinculante, podrán adquirirse
compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros dentro de los límites señalados anteriormente,
tomando como referencia de cálculo su dotación inicial. El Gobierno podrá acordar la modificación de los
límites anteriores en los casos especialmente justificados. A estos efectos, la persona titular del Ministerio
de Hacienda, a iniciativa de la agencia estatal correspondiente, elevará al Consejo de Ministros la oportuna
propuesta, previo informe de la Dirección General de Presupuestos.

6. La ejecución del presupuesto de las agencias estatales corresponde a sus órganos ejecutivos, que elaboran y
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remiten a la Comisión de Control, mensualmente, un estado de ejecución presupuestaria.

7. Las agencias estatales deberán aplicar los principios contables que les corresponda de acuerdo con lo
establecido en el artículo 121 de la Ley General Presupuestaria, con la finalidad de asegurar el adecuado
reflejo de las operaciones, los costes y los resultados de su actividad, así como de facilitar datos e información
con trascendencia económica. Corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado
establecer los criterios que precise la aplicación de la normativa contable a las agencias estatales, en los
términos establecidos por la legislación presupuestaria para las entidades del sector público estatal.

8. Las agencias estatales dispondrán de:

a) Un sistema de información económica que: i) Muestre, a través de estados e informes, la imagen fiel del
patrimonio, de la situación financiera, de los resultados y de la ejecución del presupuesto. ii) Proporcione
información de costes sobre su actividad que sea suficiente para una correcta y eficiente adopción de
decisiones.

b) Un sistema de contabilidad de gestión que permita efectuar el seguimiento del cumplimiento de los
compromisos asumidos en el contrato de gestión. La Intervención General de la Administración del Estado
establece los requerimientos funcionales y, en su caso, los procedimientos informáticos, que deberán
observar las agencias estatales para cumplir lo dispuesto en este artículo, de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 125 de la Ley General Presupuestaria.

9. Las cuentas anuales de las agencias estatales se formulan por la persona titular de la Dirección en el plazo
de tres meses desde el cierre del ejercicio económico. Una vez auditadas dichas cuentas por la Intervención
General de la Administración del Estado son sometidas al Consejo Rector, para su aprobación antes del 30 de
junio del año siguiente al que se refieran. Una vez aprobadas por el Consejo Rector, las cuentas se remitirán a
través de la Intervención General de la Administración del Estado al Tribunal de Cuentas para su fiscalización.
Dicha remisión a la Intervención General se realizará dentro de los siete meses siguientes a la terminación del
ejercicio económico.

10. El control externo de la gestión económico-financiera de las agencias estatales corresponde al Tribunal de
Cuentas de acuerdo con su normativa específica. El control interno de la gestión económico-financiera de las
agencias estatales corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado, y se realizará bajo
las modalidades de control financiero permanente y de auditoría pública, en las condiciones y en los términos
establecidos en la Ley General Presupuestaria. El control financiero permanente se realizará por las
Intervenciones Delegadas en las Agencias Estatales, bajo la dependencia funcional de la Intervención General
de la Administración del Estado. Sin perjuicio del control establecido en el párrafo anterior, las agencias
estatales estarán sometidas a un control de eficacia y de supervisión continua que será ejercido, a través del
seguimiento del contrato de gestión y hasta su aprobación a través del plan de actuación en los términos
establecidos en el artículo 85.
Se añade por la disposición final 34.13 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

CAPÍTULO IV LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS INDEPENDIENTES DE ÁMBITO ESTATAL

Artículo 109. Definición.
1. Son autoridades administrativas independientes de ámbito estatal las entidades de derecho público que,
vinculadas a la Administración General del Estado y con personalidad jurídica propia, tienen atribuidas
funciones de regulación o supervisión de carácter externo sobre sectores económicos o actividades
determinadas, por requerir su desempeño de independencia funcional o una especial autonomía respecto de
la Administración General del Estado, lo que deberá determinarse en una norma con rango de Ley.

2. Las autoridades administrativas independientes actuarán, en el desarrollo de su actividad y para el
cumplimiento de sus fines, con independencia de cualquier interés empresarial o comercial.
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3. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando una entidad tenga la naturaleza jurídica de
autoridad administrativa independiente deberá figurar en su denominación la indicación «autoridad
administrativa independiente» o su abreviatura «A.A.I.».

Artículo 110. Régimen jurídico.
1. Las autoridades administrativas independientes se regirán por su Ley de creación, sus estatutos y la
legislación especial de los sectores económicos sometidos a su supervisión y, supletoriamente y en cuanto sea
compatible con su naturaleza y autonomía, por lo dispuesto en esta Ley, en particular lo dispuesto para
organismos autónomos, la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, la Ley 33/2003, de 3
de noviembre, así como el resto de las normas de derecho administrativo general y especial que le sea de
aplicación. En defecto de norma administrativa, se aplicará el derecho común.

2. Las autoridades administrativas independientes estarán sujetas al principio de sostenibilidad financiera de
acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

CAPÍTULO V DE LAS SOCIEDADES MERCANTILES ESTATALES

Artículo 111. Definición.
1. Se entiende por sociedad mercantil estatal aquella sociedad mercantil sobre la que se ejerce control estatal:

a) Bien porque la participación directa, en su capital social de la Administración General del Estado o
alguna de las entidades que, conforme a lo dispuesto en el artículo 84, integran el sector público
institucional estatal, incluidas las sociedades mercantiles estatales, sea superior al 50 por 100. Para la
determinación de este porcentaje, se sumarán las participaciones correspondientes a la Administración
General del Estado y a todas las entidades integradas en el sector público institucional estatal, en el caso de
que en el capital social participen varias de ellas.

b) Bien porque la sociedad mercantil se encuentre en el supuesto previsto en el artículo 4 de la Ley 24/1988,
de 28 de julio, del Mercado de Valores respecto de la Administración General del Estado o de sus
organismos públicos vinculados o dependientes.

2. En la denominación de las sociedades mercantiles que tengan la condición de estatales deberá figurar
necesariamente la indicación «sociedad mercantil estatal» o su abreviatura «S.M.E.».

Artículo 112. Principios rectores.
La Administración General del Estado y las entidades integrantes del sector público institucional, en cuanto
titulares del capital social de las sociedades mercantiles estatales, perseguirán la eficiencia, transparencia y
buen gobierno en la gestión de dichas sociedades mercantiles, para lo cual promoverán las buenas prácticas y
códigos de conducta adecuados a la naturaleza de cada entidad. Todo ello sin perjuicio de la supervisión
general que ejercerá el accionista sobre el funcionamiento de la sociedad mercantil estatal, conforme prevé la
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

Artículo 113. Régimen jurídico.
Las sociedades mercantiles estatales se regirán por lo previsto en esta Ley, por lo previsto en la Ley 33/2003,
de 3 de noviembre, y por el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en que le sea de aplicación la
normativa presupuestaria, contable, de personal, de control económico-financiero y de contratación. En
ningún caso podrán disponer de facultades que impliquen el ejercicio de autoridad pública, sin perjuicio de
que excepcionalmente la ley pueda atribuirle el ejercicio de potestades administrativas.
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Artículo 114. Creación y extinción.
1. La creación de una sociedad mercantil estatal o la adquisición de este carácter de forma sobrevenida será
autorizada mediante acuerdo del Consejo de Ministros que deberá ser acompañado de una propuesta de
estatutos y de un plan de actuación que contendrá, al menos:

a) Las razones que justifican la creación de la sociedad por no poder asumir esas funciones otra entidad ya
existente, así como la inexistencia de duplicidades. A estos efectos, deberá dejarse constancia del análisis
realizado sobre la existencia de órganos o entidades que desarrollan actividades análogas sobre el mismo
territorio y población y las razones por las que la creación de la nueva sociedad no entraña duplicidad con
entidades existentes.

b) Un análisis que justifique que la forma jurídica propuesta resulta más eficiente frente a la creación de un
organismo público u otras alternativas de organización que se hayan descartado.

c) Los objetivos anuales y los indicadores para medirlos. Al acuerdo de creación de la sociedad mercantil
estatal se acompañará un informe preceptivo favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones
Públicas o la Intervención General de la Administración del Estado, según se determine
reglamentariamente, que valorará el cumplimiento de lo previsto en este artículo. El Programa de
Actuación Plurianual que conforme a la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, deben elaborar las sociedades
cada año incluirá un plan de actuación anual que servirá de base para el control de eficacia de la sociedad.
La falta de aprobación del plan de actuación dentro del plazo anual fijado, por causa imputable a la
sociedad y hasta tanto se subsane la omisión, llevará aparejada la paralización de las aportaciones que
deban realizarse a favor de la sociedad con cargo a los presupuestos generales del Estado.

2. La liquidación de una sociedad mercantil estatal recaerá en un órgano de la Administración General del
Estado o en una entidad integrante del sector público institucional estatal. La responsabilidad que le
corresponda al empleado público como miembro de la entidad u órgano liquidador será directamente
asumida por la entidad o la Administración General del Estado que lo designó, quien podrá exigir de oficio al
empleado público la responsabilidad que, en su caso, corresponda cuando concurra dolo, culpa o negligencia
grave conforme a lo previsto en las leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

Artículo 115. Régimen de responsabilidad aplicable a los miembros de los consejos de administración 
de las sociedades mercantiles estatales designados por la Administración General del Estado.
1. La responsabilidad que le corresponda al empleado público como miembro del consejo de administración
será directamente asumida por la Administración General del Estado que lo designó.

2. La Administración General del Estado podrá exigir de oficio al empleado público que designó como
miembro del consejo de administración la responsabilidad en que hubiera incurrido por los daños y
perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o negligencia graves,
conforme a lo previsto en las leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

Artículo 116. Tutela.
1. Al autorizar la constitución de una sociedad mercantil estatal con forma de sociedad anónima, de acuerdo
con lo previsto en el artículo 166.2 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, el Consejo de Ministros podrá
atribuir a un Ministerio, cuyas competencias guarden una relación específica con el objeto social de la
sociedad, la tutela funcional de la misma.

2. En ausencia de esta atribución expresa corresponderá íntegramente al Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas el ejercicio de las facultades que esta Ley y la Ley 33/2003, de 3 de noviembre,
otorgan para la supervisión de la actividad de la sociedad.

3. El Ministerio de tutela ejercerá el control de eficacia e instruirá a la sociedad respecto a las líneas de
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actuación estratégica y establecerá las prioridades en la ejecución de las mismas, y propondrá su
incorporación a los Presupuestos de Explotación y Capital y Programas de Actuación Plurianual, previa
conformidad, en cuanto a sus aspectos financieros, de la Dirección General del Patrimonio del Estado si se
trata de sociedades cuyo capital corresponda íntegramente a la Administración General del Estado, o del
organismo público que sea titular de su capital.

4. En casos excepcionales, debidamente justificados, el titular del departamento al que corresponda su tutela
podrá dar instrucciones a las sociedades, para que realicen determinadas actividades, cuando resulte de
interés público su ejecución.

5. Cuando las instrucciones que imparta el Ministerio de tutela impliquen una variación de los Presupuestos
de Explotación y Capital de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, el órgano de
administración no podrá iniciar la cumplimentación de la instrucción sin contar con la autorización del
órgano competente para efectuar la modificación correspondiente.

6. En este caso, los administradores de las sociedades a las que se hayan impartido estas instrucciones
actuarán diligentemente para su ejecución, y quedarán exonerados de la responsabilidad prevista en el
artículo 236 del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
de Sociedades de Capital, si del cumplimiento de dichas instrucciones se derivaren consecuencias lesivas.

Artículo 117. Régimen presupuestario, de contabilidad, control económico-financiero y de personal.
1. Las sociedades mercantiles estatales elaborarán anualmente un presupuesto de explotación y capital y un
plan de actuación que forma parte del Programa Plurianual, que se integrarán con el Presupuesto General del
Estado. El Programa contendrá la revisión trienal del plan de creación a que se refiere el artículo 85.

2. Las sociedades mercantiles estatales formularán y rendirán sus cuentas de acuerdo con los principios y
normas de contabilidad recogidos en el Código de Comercio y el Plan General de Contabilidad y disposiciones
que lo desarrollan.

3. Sin perjuicio de las competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas, la gestión económico financiera de las
sociedades mercantiles estatales estará sometida al control de la Intervención General de la Administración
del Estado.

4. El personal de las sociedades mercantiles estatales, incluido el que tenga condición de directivo, se regirá
por el Derecho laboral, así como por las normas que le sean de aplicación en función de su adscripción al
sector público estatal, incluyendo siempre entre las mismas la normativa presupuestaria, especialmente lo
que se establezca en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

CAPÍTULO VI DE LOS CONSORCIOS

Artículo 118. Definición y actividades propias.
1. Los consorcios son entidades de derecho público, con personalidad jurídica propia y diferenciada, creadas
por varias Administraciones Públicas o entidades integrantes del sector público institucional, entre sí o con
participación de entidades privadas, para el desarrollo de actividades de interés común a todas ellas dentro del
ámbito de sus competencias.

2. Los consorcios podrán realizar actividades de fomento, prestacionales o de gestión común de servicios
públicos y cuantas otras estén previstas en las leyes.

3. Los consorcios podrán utilizarse para la gestión de los servicios públicos, en el marco de los convenios de
cooperación transfronteriza en que participen las Administraciones españolas, y de acuerdo con las
previsiones de los convenios internacionales ratificados por España en la materia.

4. En la denominación de los consorcios deberá figurar necesariamente la indicación «consorcio» o su
abreviatura «C».
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Artículo 119. Régimen jurídico.
1. Los consorcios se regirán por lo establecido en esta Ley, en la normativa autonómica de desarrollo y sus
estatutos.

2. En lo no previsto en esta Ley, en la normativa autonómica aplicable, ni en sus Estatutos sobre el régimen
del derecho de separación, disolución, liquidación y extinción, se estará a lo previsto en el Código Civil sobre
la sociedad civil, salvo el régimen de liquidación, que se someterá a lo dispuesto en el artículo 97, y en su
defecto, el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

3. Las normas establecidas en la Ley 7/1985, de 2 de abril, y en la Ley 27/2013, de 21 de diciembre, de
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local sobre los Consorcios locales tendrán carácter
supletorio respecto a lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 120. Régimen de adscripción.
1. Los estatutos de cada consorcio determinarán la Administración Pública a la que estará adscrito de
conformidad con lo previsto en este artículo.

2. De acuerdo con los siguientes criterios, ordenados por prioridad en su aplicación y referidos a la situación
en el primer día del ejercicio presupuestario, el consorcio quedará adscrito, en cada ejercicio presupuestario y
por todo este periodo, a la Administración Pública que:

a) Disponga de la mayoría de votos en los órganos de gobierno.

b) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de los órganos ejecutivos.

c) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del personal directivo.

d) Disponga de un mayor control sobre la actividad del consorcio debido a una normativa especial.

e) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de gobierno.

f) Financie en más de un cincuenta por ciento, en su defecto, en mayor medida la actividad desarrollada
por el consorcio, teniendo en cuenta tanto la aportación del fondo patrimonial como la financiación
concedida cada año.

g) Ostente el mayor porcentaje de participación en el fondo patrimonial.

h) Tenga mayor número de habitantes o extensión territorial dependiendo de si los fines definidos en el
estatuto están orientados a la prestación de servicios a las personas, o al desarrollo de actuaciones sobre el
territorio.

3. En el supuesto de que participen en el consorcio entidades privadas, el consorcio no tendrá ánimo de lucro
y estará adscrito a la Administración Pública que resulte de acuerdo con los criterios establecidos en el
apartado anterior.

4. Cualquier cambio de adscripción a una Administración Pública, cualquiera que fuere su causa, conllevará
la modificación de los estatutos del consorcio en un plazo no superior a seis meses, contados desde el inicio
del ejercicio presupuestario siguiente a aquel en se produjo el cambio de adscripción.

Artículo 121. Régimen de personal.
El personal al servicio de los consorcios podrá ser funcionario o laboral y habrá de proceder de las
Administraciones participantes, en cuyo caso su régimen jurídico será el de la Administración Pública de
adscripción y sus retribuciones en ningún caso podrán superar las establecidas para puestos de trabajo
equivalentes en aquella. Excepcionalmente, cuando no resulte posible contar con personal procedente de las
Administraciones participantes en el consorcio en atención a la singularidad de las funciones a desempeñar o
cuando, tras un anuncio público de convocatoria para la cobertura de un puesto de trabajo restringida a las
administraciones consorciadas, no fuera posible cubrir dicho puesto, el Ministerio de Hacienda y Función
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Pública, u órgano competente de la Administración a la que se adscriba el consorcio, podrá autorizar la
contratación de personal por parte del consorcio para el ejercicio de dichas funciones, en los términos
previstos en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado.
Se modifica por la disposición final 23.1 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128

Artículo 122. Régimen presupuestario, de contabilidad, control económico-financiero y patrimonial.
1. Los consorcios estarán sujetos al régimen de presupuestación, contabilidad y control de la Administración
Pública a la que estén adscritos, sin perjuicio de su sujeción a lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de
abril.

2. A efectos de determinar la financiación por parte de las Administraciones consorciadas, se tendrán en
cuenta tanto los compromisos estatutarios o convencionales existentes como la financiación real, mediante el
análisis de los desembolsos efectivos de todas las aportaciones realizadas.

3. El órgano de control interno de la Administración a la que se haya adscrito el consorcio, deberá realizar la
auditoría de cuentas anuales de aquellos consorcios en los que, a fecha de cierre del ejercicio, concurran, al
menos, dos de las tres circunstancias siguientes:

a) Que el total de las partidas del activo supere 2.400.000 euros.

b) Que el importe total de sus ingresos por gestión ordinaria en el caso de los consorcios del sector público
administrativo, o la suma del importe de la cifra de negocios más otros ingresos de gestión, en el caso de
los pertenecientes al sector público empresarial, sea superior a 2.400.000 euros.

c) Que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio sea superior a 50. Mediante Ley,
podrán modificarse los límites anteriores cuando la estructura y composición de los consorcios adscritos a
una administración así lo requiera. Las circunstancias señaladas anteriormente se aplicarán teniendo en
cuenta lo siguiente: a) Cuando un consorcio, en la fecha de cierre del ejercicio, pase a cumplir dos de las
citadas circunstancias, o bien cese de cumplirlas, tal situación únicamente producirá efectos en cuanto a lo
señalado si se repite durante dos ejercicios consecutivos. b) En el primer ejercicio económico desde su
constitución o su adscripción al sector público correspondiente, los consorcios cumplirán lo dispuesto en
los apartados anteriormente mencionados si reúnen, al cierre de dicho ejercicio, al menos dos de las tres
circunstancias que se señalan. c) Aun cuando, según las circunstancias señaladas, no exista obligación de
someter las cuentas anuales de un consorcio a auditoría de cuentas, los órganos de control interno podrán,
en todo caso, incluir su realización en sus planes anuales de control y auditoría.

4. Los consorcios deberán formar parte de los presupuestos e incluirse en la cuenta general de la
Administración Pública de adscripción.

5. Los consorcios se regirán por las normas patrimoniales de la Administración Pública a la que estén
adscritos.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 23.2 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 27.2 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653

Artículo 123. Creación.
1. Los consorcios se crearán mediante convenio suscrito por las Administraciones, organismos públicos o
entidades participantes.

2. En los consorcios en los que participe la Administración General del Estado o sus organismos públicos y
entidades vinculados o dependientes se requerirá:

a) Que su creación se autorice por ley.

b) El convenio de creación precisará de autorización previa del Consejo de Ministros. La competencia para
la suscripción del convenio no podrá ser objeto de delegación, y corresponderá al titular del departamento
ministerial participante, y en el ámbito de los organismos autónomos, al titular del máximo órgano de
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dirección del organismo, previo informe del Ministerio del que dependa o al que esté vinculado.

c) Del convenio formarán parte los estatutos, un plan de actuación, de conformidad con lo previsto en el
artículo 92, y una proyección presupuestaria trienal, además del informe preceptivo favorable del
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. El convenio suscrito junto con los estatutos, así como
sus modificaciones, serán objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 124. Contenido de los estatutos.
Los estatutos de cada consorcio determinarán la Administración Pública a la que estará adscrito, así como su
régimen orgánico, funcional y financiero de acuerdo con lo previsto en esta Ley, y, al menos, los siguientes
aspectos:

a) Sede, objeto, fines y funciones.

b) Identificación de participantes en el consorcio así como las aportaciones de sus miembros. A estos efectos,
en aplicación del principio de responsabilidad previsto en el artículo 8 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de
abril, los estatutos incluirán cláusulas que limiten las actividades del consorcio si las entidades consorciadas
incumplieran los compromisos de financiación o de cualquier otro tipo, así como fórmulas tendentes al
aseguramiento de las cantidades comprometidas por las entidades consorciadas con carácter previo a la
realización de las actividades presupuestadas.

c) Órganos de gobiernos y administración, así como su composición y funcionamiento, con indicación
expresa del régimen de adopción de acuerdos. Podrán incluirse cláusulas que contemplen la suspensión
temporal del derecho de voto o a la participación en la formación de los acuerdos cuando las
Administraciones o entidades consorciadas incumplan manifiestamente sus obligaciones para con el
consorcio, especialmente en lo que se refiere a los compromisos de financiación de las actividades del mismo.

d) Causas de disolución.

Artículo 125. Causas y procedimiento para el ejercicio del derecho de separación de un consorcio.
1. Los miembros de un consorcio, al que le resulte de aplicación lo previsto en esta Ley o en la Ley 7/1985, de 2
de abril, podrán separarse del mismo en cualquier momento siempre que no se haya señalado término para la
duración del consorcio. Cuando el consorcio tenga una duración determinada, cualquiera de sus miembros
podrá separase antes de la finalización del plazo si alguno de los miembros del consorcio hubiera incumplido
alguna de sus obligaciones estatutarias y, en particular, aquellas que impidan cumplir con el fin para el que
fue creado el consorcio, como es la obligación de realizar aportaciones al fondo patrimonial. Cuando un
municipio deje de prestar un servicio, de acuerdo con lo previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, y ese servicio
sea uno de los prestados por el Consorcio al que pertenece, el municipio podrá separarse del mismo.

2. El derecho de separación habrá de ejercitarse mediante escrito notificado al máximo órgano de gobierno
del consorcio. En el escrito deberá hacerse constar, en su caso, el incumplimiento que motiva la separación si
el consorcio tuviera duración determinada, la formulación de requerimiento previo de su cumplimiento y el
transcurso del plazo otorgado para cumplir tras el requerimiento.

Artículo 126. Efectos del ejercicio del derecho de separación de un consorcio.
1. El ejercicio del derecho de separación produce la disolución del consorcio salvo que el resto de sus
miembros, de conformidad con lo previsto en sus estatutos, acuerden su continuidad y sigan permaneciendo
en el consorcio, al menos, dos Administraciones, o entidades u organismos públicos vinculados o
dependientes de más de una Administración.

2. Cuando el ejercicio del derecho de separación no conlleve la disolución del consorcio se aplicarán las
siguientes reglas:

a) Se calculará la cuota de separación que corresponda a quien ejercite su derecho de separación, de
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acuerdo con la participación que le hubiera correspondido en el saldo resultante del patrimonio neto, de
haber tenido lugar la liquidación, teniendo en cuenta el criterio de reparto dispuesto en los estatutos. A
falta de previsión estatutaria, se considerará cuota de separación la que le hubiera correspondido en la
liquidación. En defecto de determinación de la cuota de liquidación se tendrán en cuenta, tanto el
porcentaje de las aportaciones al fondo patrimonial del consorcio que haya efectuado quien ejerce el
derecho de separación, como la financiación concedida cada año. Si el miembro del consorcio que se
separa no hubiere realizado aportaciones por no estar obligado a ello, el criterio de reparto será la
participación en los ingresos que, en su caso, hubiera recibido durante el tiempo que ha pertenecido al
consorcio. Se acordará por el consorcio la forma y condiciones en que tendrá lugar el pago de la cuota de
separación, en el supuesto en que esta resulte positiva, así como la forma y condiciones del pago de la
deuda que corresponda a quien ejerce el derecho de separación si la cuota es negativa. La efectiva
separación del consorcio se producirá una vez determinada la cuota de separación, en el supuesto en que
ésta resulte positiva, o una vez se haya pagado la deuda, si la cuota es negativa.

b) Si el consorcio estuviera adscrito, de acuerdo con lo previsto en la Ley, a la Administración que ha
ejercido el derecho de separación, tendrá que acordarse por el consorcio a quien se adscribe, de las
restantes Administraciones o entidades u organismos públicos vinculados o dependientes de una
Administración que permanecen en el consorcio, en aplicación de los criterios establecidos en la Ley.

Artículo 127. Disolución del consorcio.
1. La disolución del consorcio produce su liquidación y extinción. En todo caso será causa de disolución que
los fines para los que fue creado el consorcio hayan sido cumplidos.

2. El máximo órgano de gobierno del consorcio al adoptar el acuerdo de disolución nombrará un liquidador
que será un órgano o entidad, vinculada o dependiente, de la Administración Pública a la que el consorcio esté
adscrito. La responsabilidad que le corresponda al empleado público como miembro de la entidad u órgano
liquidador será directamente asumida por la entidad o la Administración Pública que lo designó, quien podrá
exigir de oficio al empleado público la responsabilidad que, en su caso, corresponda cuando haya concurrido
dolo, culpa o negligencia graves conforme a lo previsto en las leyes administrativas en materia de
responsabilidad patrimonial.

3. El liquidador calculará la cuota de liquidación que corresponda a cada miembro del consorcio de
conformidad con lo previsto en los estatutos. Si no estuviera previsto en los estatutos, se calculará la
mencionada cuota de acuerdo con la participación que le corresponda en el saldo resultante del patrimonio
neto tras la liquidación, teniendo en cuenta que el criterio de reparto será el dispuesto en los estatutos. A falta
de previsión estatutaria, se tendrán en cuenta tanto el porcentaje de las aportaciones que haya efectuado cada
miembro del consorcio al fondo patrimonial del mismo como la financiación concedida cada año. Si alguno
de los miembros del consorcio no hubiere realizado aportaciones por no estar obligado a ello, el criterio de
reparto será la participación en los ingresos que, en su caso, hubiera recibido durante el tiempo que ha
pertenecido en el consorcio.

4. Se acordará por el consorcio la forma y condiciones en que tendrá lugar el pago de la cuota de liquidación
en el supuesto en que ésta resulte positiva.

5. Las entidades consorciadas podrán acordar, con la mayoría que se establezca en los estatutos, o a falta de
previsión estatutaria por unanimidad, la cesión global de activos y pasivos a otra entidad del sector público
jurídicamente adecuada con la finalidad de mantener la continuidad de la actividad y alcanzar los objetivos
del consorcio que se extingue. La cesión global de activos y pasivos implicará la extinción sin liquidación del
consorcio cedente.
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CAPÍTULO VII DE LAS FUNDACIONES DEL SECTOR PÚBLICO ESTATAL

Artículo 128. Definición y actividades propias.
1. Son fundaciones del sector público estatal aquellas que reúnan alguno de los requisitos siguientes:

a) Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de la
Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos integrantes del sector público institucional
estatal, o bien reciban dicha aportación con posterioridad a su constitución.

b) Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por bienes o derechos
aportados o cedidos por la Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos integrantes del
sector público institucional estatal con carácter permanente.

c) La mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes de la Administración
General del Estado o del sector público institucional estatal.

2. Son actividades propias de las fundaciones del sector público estatal las realizadas, sin ánimo de lucro, para
el cumplimiento de fines de interés general, con independencia de que el servicio se preste de forma gratuita
o mediante contraprestación. Únicamente podrán realizar actividades relacionadas con el ámbito
competencial de las entidades del sector público fundadoras, debiendo coadyuvar a la consecución de los
fines de las mismas, sin que ello suponga la asunción de sus competencias propias, salvo previsión legal
expresa. Las fundaciones no podrán ejercer potestades públicas. En la denominación de las fundaciones del
sector público estatal deberá figurar necesariamente la indicación «fundación del sector público» o su
abreviatura «F.S.P.».

3. Para la financiación de las actividades y el mantenimiento de la fundación, debe haberse previsto la
posibilidad de que en el patrimonio de las fundaciones del sector público pueda existir aportación del sector
privado de forma no mayoritaria.
Se modifica por la disposción final 27.3 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653

Artículo 129. Régimen de adscripción de las fundaciones.
1. Los estatutos de cada fundación determinarán la Administración Pública a la que estará adscrita de
conformidad con lo previsto en este artículo.

2. De acuerdo con los siguientes criterios, ordenados por prioridad en su aplicación, referidos a la situación
en el primer día del ejercicio presupuestario, la fundación del sector público quedará adscrita, en cada
ejercicio presupuestario y por todo este periodo, a la Administración Pública que:

a) Disponga de mayoría de patronos.

b) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de los órganos ejecutivos.

c) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del personal directivo.

d) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del patronato.

e) Financie en más de un cincuenta por ciento, en su defecto, en mayor medida la actividad desarrollada
por la fundación, teniendo en cuenta tanto la aportación del fondo patrimonial como la financiación
concedida cada año.

f) Ostente el mayor porcentaje de participación en el fondo patrimonial.

g) Si la aplicación de los anteriores no resultara determinante, se adscribirá a la Administración General
del Estado, y, en el caso de que ésta no participe, se adscribirá a la administración que decida su patronato.

3. En el supuesto de que participen en la fundación entidades privadas sin ánimo de lucro, la fundación del
sector público estará adscrita a la Administración que resulte de acuerdo con los criterios establecidos en el
apartado anterior.

4. El cambio de adscripción a una Administración Pública, cualquiera que fuere su causa, conllevará la
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modificación de los estatutos que deberá realizarse en un plazo no superior a tres meses, contados desde el
inicio del ejercicio presupuestario siguiente a aquél en se produjo el cambio de adscripción.

5. Las fundaciones estarán sujetas al régimen presupuestario, económico financiero y de control de la
Administración Pública a la que estén adscritas.
Se añaden la letra g) al apartado 2 y el apartado 5 por la disposición final 27.4 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653

Artículo 130. Régimen jurídico.
Las fundaciones del sector público estatal se rigen por lo previsto en esta Ley, por la Ley 50/2002, de 26 de
diciembre, de Fundaciones, la legislación autonómica que resulte aplicable en materia de fundaciones, y por
el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en que le sea de aplicación la normativa
presupuestaria, contable, de control económico-financiero y de contratación del sector público.

Artículo 131. Régimen de contratación.
La contratación de las fundaciones del sector público estatal se ajustará a lo dispuesto en la legislación sobre
contratación del sector público.

Artículo 132. Régimen presupuestario, de contabilidad, de control económico-financiero y de personal.
1. Las fundaciones del sector público estatal elaborarán anualmente un presupuesto de explotación y capital,
que se integrarán con el Presupuesto General del Estado y formularán y presentarán sus cuentas de acuerdo
con los principios y normas de contabilidad recogidos en la adaptación del Plan General de Contabilidad a las
entidades sin fines lucrativos y disposiciones que lo desarrollan, así como la normativa vigente sobre
fundaciones.

2. Las fundaciones del sector público estatal aplicarán el régimen presupuestario, económico financiero, de
contabilidad, y de control establecido por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, y sin perjuicio de las
competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas, estarán sometidas al control de la Intervención General de la
Administración del Estado.

3. El personal de las fundaciones del sector público estatal, incluido el que tenga condición de directivo, se
regirá por el Derecho laboral, así como por las normas que le sean de aplicación en función de su adscripción
al sector público estatal, incluyendo entre las mismas la normativa presupuestaria así como lo que se
establezca en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 133. Creación de fundaciones del sector público estatal.
1. La creación de las fundaciones del sector público estatal o la adquisición de este carácter de forma
sobrevenida se realizará por ley que establecerá los fines de la fundación y, en su caso, los recursos
económicos con los que se le dota.

2. El anteproyecto de ley de creación de una fundación del sector público estatal que se eleve al Consejo de
Ministros deberá ser acompañado de una propuesta de estatutos y del plan de actuación, de conformidad con
lo previsto en el artículo 92, junto con el informe preceptivo favorable del Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas o la Intervención General de la Administración del Estado, según se determine
reglamentariamente.

3. Los estatutos de las fundaciones del sector público estatal se aprobarán por Real Decreto de Consejo de
Ministros, a propuesta conjunta del titular del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y del
Ministerio que ejerza el protectorado, que estará determinado en sus Estatutos. No obstante, por Acuerdo del
Consejo de Ministros podrá modificarse el Ministerio al que se adscriba inicialmente la fundación.
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Artículo 134. Protectorado.
El Protectorado de las fundaciones del sector público será ejercido por el órgano de la Administración de
adscripción que tenga atribuida tal competencia, que velará por el cumplimiento de las obligaciones
establecidas en la normativa sobre fundaciones, sin perjuicio del control de eficacia y la supervisión continua
al que están sometidas de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

Artículo 135. Estructura organizativa.
En las fundaciones del sector público estatal la mayoría de miembros del patronato serán designados por los
sujetos del sector público estatal. La responsabilidad que le corresponda al empleado público como miembro
del patronato será directamente asumida por la entidad o la Administración General del Estado que lo
designó. La Administración General del Estado podrá exigir de oficio al empleado público que designó a esos
efectos la responsabilidad en que hubiera incurrido por los daños y perjuicios causados en sus bienes o
derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o negligencia graves, conforme a lo previsto en las leyes
administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

Artículo 136. Fusión, disolución, liquidación y extinción.
A las fundaciones del sector público estatal le resultará de aplicación el régimen de fusión, disolución,
liquidación y extinción previsto en los artículos 94, 96 y 97.

CAPÍTULO VIII DE LOS FONDOS CARENTES DE PERSONALIDAD JURÍDICA DEL SECTOR PÚBLICO ESTATAL

Artículo 137. Creación y extinción.
1. La creación de fondos carentes de personalidad jurídica en el sector público estatal se efectuará por Ley. La
norma de creación determinará expresamente su adscripción a la Administración General del Estado.

2. Con independencia de su creación por Ley se extinguirán por norma de rango reglamentario.

3. En la denominación de los fondos carentes de personalidad jurídica deberá figurar necesariamente la
indicación «fondo carente de personalidad jurídica» o su abreviatura «F.C.P.J».

Artículo 138. Régimen jurídico.
Los fondos carentes de personalidad jurídica se regirán por lo dispuesto en esta Ley, en su norma de creación,
y el resto de las normas de derecho administrativo general y especial que le sea de aplicación.

Artículo 139. Régimen presupuestario, de contabilidad y de control económico-financiero.
Los fondos carentes de personalidad jurídica estarán sujetos al régimen de presupuestación, contabilidad y
control previsto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

TÍTULO III RELACIONES INTERADMINISTRATIVAS

CAPÍTULO I PRINCIPIOS GENERALES DE LAS RELACIONES INTERADMINISTRATIVAS

Artículo 140. Principios de las relaciones interadministrativas.
1. Las diferentes Administraciones Públicas actúan y se relacionan con otras Administraciones y entidades u
organismos vinculados o dependientes de éstas de acuerdo con los siguientes principios:

a) Lealtad institucional.

b) Adecuación al orden de distribución de competencias establecido en la Constitución y en los Estatutos
de Autonomía y en la normativa del régimen local.

c) Colaboración, entendido como el deber de actuar con el resto de Administraciones Públicas para el logro
de fines comunes.

d) Cooperación, cuando dos o más Administraciones Públicas, de manera voluntaria y en ejercicio de sus
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competencias, asumen compromisos específicos en aras de una acción común.

e) Coordinación, en virtud del cual una Administración Pública y, singularmente, la Administración
General del Estado, tiene la obligación de garantizar la coherencia de las actuaciones de las diferentes
Administraciones Públicas afectadas por una misma materia para la consecución de un resultado común,
cuando así lo prevé la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico.

f) Eficiencia en la gestión de los recursos públicos, compartiendo el uso de recursos comunes, salvo que no
resulte posible o se justifique en términos de su mejor aprovechamiento.

g) Responsabilidad de cada Administración Pública en el cumplimiento de sus obligaciones y compromisos.

h) Garantía e igualdad en el ejercicio de los derechos de todos los ciudadanos en sus relaciones con las
diferentes Administraciones.

i) Solidaridad interterritorial de acuerdo con la Constitución.

2. En lo no previsto en el presente Título, las relaciones entre la Administración General del Estado o las
Administraciones de las Comunidades Autónomas con las Entidades que integran la Administración Local se
regirán por la legislación básica en materia de régimen local.

CAPÍTULO II DEBER DE COLABORACIÓN

Artículo 141. Deber de colaboración entre las Administraciones Públicas.
1. Las Administraciones Públicas deberán:

a) Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus competencias.

b) Ponderar, en el ejercicio de las competencias propias, la totalidad de los intereses públicos implicados y,
en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a las otras Administraciones.

c) Facilitar a las otras Administraciones la información que precisen sobre la actividad que desarrollen en
el ejercicio de sus propias competencias o que sea necesaria para que los ciudadanos puedan acceder de
forma integral a la información relativa a una materia.

d) Prestar, en el ámbito propio, la asistencia que las otras Administraciones pudieran solicitar para el eficaz
ejercicio de sus competencias.

e) Cumplir con las obligaciones concretas derivadas del deber de colaboración y las restantes que se
establezcan normativamente.

2. La asistencia y colaboración requerida sólo podrá negarse cuando el organismo público o la entidad del que
se solicita no esté facultado para prestarla de acuerdo con lo previsto en su normativa específica, no disponga
de medios suficientes para ello o cuando, de hacerlo, causara un perjuicio grave a los intereses cuya tutela
tiene encomendada o al cumplimiento de sus propias funciones o cuando la información solicitada tenga
carácter confidencial o reservado. La negativa a prestar la asistencia se comunicará motivadamente a la
Administración solicitante.

3. La Administración General del Estado, las de las Comunidades Autónomas y las de las Entidades Locales
deberán colaborar y auxiliarse para la ejecución de sus actos que hayan de realizarse o tengan efectos fuera de
sus respectivos ámbitos territoriales. Los posibles costes que pueda generar el deber de colaboración podrán
ser repercutidos cuando así se acuerde.

Artículo 142. Técnicas de colaboración.
Las obligaciones que se derivan del deber de colaboración se harán efectivas a través de las siguientes técnicas:

a) El suministro de información, datos, documentos o medios probatorios que se hallen a disposición del
organismo público o la entidad al que se dirige la solicitud y que la Administración solicitante precise
disponer para el ejercicio de sus competencias.

b) La colaboración a fin de proporcionar la inclusión en un sistema integrado de información de las
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respectivas áreas personalizadas o carpetas ciudadanas, o determinadas funcionalidades de las mismas, de
forma que el interesado pueda acceder a sus contenidos, notificaciones o funcionalidades mediante
procedimientos seguros que garanticen la integridad y confidencialidad de los datos de carácter personal,
independientemente de cuál haya sido el punto de acceso.

c) El desarrollo de la Plataforma Digital de Colaboración entre las Administraciones Públicas como
instrumento destinado a facilitar las relaciones y el soporte electrónico de los órganos integrantes del sistema
de Conferencias Sectoriales y en general de los órganos de cooperación, así como de otras de plataformas
comunes para el intercambio de datos en el ámbito de todas las administraciones públicas.

d) La creación y mantenimiento de sistemas integrados de información administrativa con el fin de disponer
de datos actualizados, completos y permanentes referentes a los diferentes ámbitos de actividad
administrativa en todo el territorio nacional.

e) El deber de asistencia y auxilio, para atender las solicitudes formuladas por otras Administraciones para el
mejor ejercicio de sus competencias, en especial cuando los efectos de su actividad administrativa se
extiendan fuera de su ámbito territorial.

f) Cualquier otra prevista en una Ley.
Se modifica por la disposición final 22.1 del Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo. Ref. BOE-A-2022-4972

CAPÍTULO III RELACIONES DE COOPERACIÓN

SECCIÓN 1.ª TÉCNICAS DE COOPERACIÓN

Artículo 143. Cooperación entre Administraciones Públicas.
1. Las Administraciones cooperarán al servicio del interés general y podrán acordar de manera voluntaria la
forma de ejercer sus respectivas competencias que mejor sirva a este principio.

2. La formalización de relaciones de cooperación requerirá la aceptación expresa de las partes, formulada en
acuerdos de órganos de cooperación o en convenios.

Artículo 144. Técnicas de Cooperación.
1. Se podrá dar cumplimiento al principio de cooperación de acuerdo con las técnicas que las
Administraciones interesadas estimen más adecuadas, como pueden ser:

a) La participación en órganos de cooperación, con el fin de deliberar y, en su caso, acordar medidas en
materias sobre las que tengan competencias diferentes Administraciones Públicas.

b) La participación en órganos consultivos de otras Administraciones Públicas.

c) La participación de una Administración Pública en organismos públicos o entidades dependientes o
vinculados a otra Administración diferente.

d) La prestación de medios materiales, económicos o personales a otras Administraciones Públicas.

e) La cooperación interadministrativa para la aplicación coordinada de la normativa reguladora de una
determinada materia.

f) La emisión de informes no preceptivos con el fin de que las diferentes Administraciones expresen su
criterio sobre propuestas o actuaciones que incidan en sus competencias.

g) Las actuaciones de cooperación en materia patrimonial, incluidos los cambios de titularidad y la cesión
de bienes, previstas en la legislación patrimonial.

h) Cualquier otra prevista en la Ley.

2. En los convenios y acuerdos en los que se formalice la cooperación se preverán las condiciones y
compromisos que asumen las partes que los suscriben.

3. Cada Administración Pública mantendrá actualizado un registro electrónico de los órganos de cooperación
en los que participe y de convenios que haya suscrito.
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SECCIÓN 2.ª TÉCNICAS ORGÁNICAS DE COOPERACIÓN

Artículo 145. Órganos de cooperación.
1. Los órganos de cooperación son órganos de composición multilateral o bilateral, de ámbito general o
especial, constituidos por representantes de la Administración General del Estado, de las Administraciones de
las Comunidades o Ciudades de Ceuta y Melilla o, en su caso, de las Entidades Locales, para acordar
voluntariamente actuaciones que mejoren el ejercicio de las competencias que cada Administración Pública
tiene.

2. Los órganos de cooperación se regirán por lo dispuesto en esta Ley y por las disposiciones específicas que
les sean de aplicación.

3. Los órganos de cooperación entre distintas Administraciones Públicas en los que participe la
Administración General del Estado, deberán inscribirse en el Registro estatal de Órganos e Instrumentos de
Cooperación para que resulte válida su sesión constitutiva.

4. Los órganos de cooperación, salvo oposición por alguna de las partes, podrán adoptar acuerdos a través de
un procedimiento simplificado y por suscripción sucesiva de las partes, por cualquiera de las formas
admitidas en Derecho, en los términos que se establezcan de común acuerdo.

Artículo 146. Conferencia de Presidentes.
1. La Conferencia de Presidentes es un órgano de cooperación multilateral entre el Gobierno de la Nación y
los respectivos Gobiernos de las Comunidades Autónomas y está formada por el Presidente del Gobierno, que
la preside, y por los Presidentes de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla.

2. La Conferencia de Presidentes tiene por objeto la deliberación de asuntos y la adopción de acuerdos de
interés para el Estado y las Comunidades Autónomas, estando asistida para la preparación de sus reuniones
por un Comité preparatorio del que forman parte un Ministro del Gobierno, que lo preside, y un Consejero de
cada Comunidad Autónoma.

Artículo 147. Conferencias Sectoriales.
1. La Conferencia Sectorial es un órgano de cooperación, de composición multilateral y ámbito sectorial
determinado, que reúne, como Presidente, al miembro del Gobierno que, en representación de la
Administración General del Estado, resulte competente por razón de la materia, y a los correspondientes
miembros de los Consejos de Gobierno, en representación de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades
de Ceuta y Melilla.

2. Las Conferencias Sectoriales, u órganos sometidos a su régimen jurídico con otra denominación, habrán de
inscribirse en el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación para su válida
constitución.

3. Cada Conferencia Sectorial dispondrá de un reglamento de organización y funcionamiento interno
aprobado por sus miembros.

Artículo 148. Funciones de las Conferencias Sectoriales.
1. Las Conferencias Sectoriales pueden ejercer funciones consultivas, decisorias o de coordinación orientadas
a alcanzar acuerdos sobre materias comunes.

2. En particular, las Conferencias Sectoriales ejercerán, entre otras, las siguientes funciones:

a) Ser informadas sobre los anteproyectos de leyes y los proyectos de reglamentos del Gobierno de la
Nación o de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas cuando afecten de manera directa al
ámbito competencial de las otras Administraciones Públicas o cuando así esté previsto en la normativa
sectorial aplicable, bien a través de su pleno o bien a través de la comisión o el grupo de trabajo mandatado
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al efecto.

b) Establecer planes específicos de cooperación entre Comunidades Autónomas en la materia sectorial
correspondiente, procurando la supresión de duplicidades, y la consecución de una mejor eficiencia de los
servicios públicos.

c) Intercambiar información sobre las actuaciones programadas por las distintas Administraciones
Públicas, en ejercicio de sus competencias, y que puedan afectar a las otras Administraciones.

d) Establecer mecanismos de intercambio de información, especialmente de contenido estadístico.

e) Acordar la organización interna de la Conferencia Sectorial y de su método de trabajo.

f) Fijar los criterios objetivos que sirvan de base para la distribución territorial de los créditos
presupuestarios, así como su distribución al comienzo del ejercicio económico, de acuerdo con lo previsto
en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

Artículo 149. Convocatoria de las reuniones de las Conferencias Sectoriales.
1. Corresponde al Ministro que presida la Conferencia Sectorial acordar la convocatoria de las reuniones por
iniciativa propia, al menos una vez al año, o cuando lo soliciten, al menos, la tercera parte de sus miembros.
En este último caso, la solicitud deberá incluir la propuesta de orden del día.

2. La convocatoria, que deberá acompañarse de los documentos necesarios con la suficiente antelación,
deberá contener el orden del día previsto para cada sesión, sin que puedan examinarse asuntos que no figuren
en el mismo, salvo que todos los miembros de la Conferencia Sectorial manifiesten su conformidad. El orden
del día de cada reunión será propuesto por el Presidente y deberá especificar el carácter consultivo, decisorio
o de coordinación de cada uno de los asuntos a tratar.

3. Cuando la conferencia sectorial hubiera de reunirse con el objeto exclusivo de informar un proyecto
normativo, la convocatoria, la constitución y adopción de acuerdos podrá efectuarse por medios electrónicos,
telefónicos o audiovisuales, que garanticen la intercomunicación entre ellos y la unidad de acto, tales como la
videoconferencia o el correo electrónico, entendiéndose los acuerdos adoptados en el lugar donde esté la
presidencia, de acuerdo con el procedimiento que se establezca en el reglamento de funcionamiento interno
de la conferencia sectorial. De conformidad con lo previsto en este apartado la elaboración y remisión de
actas podrá realizarse a través de medios electrónicos.

Artículo 150. Secretaría de las Conferencias Sectoriales.
1. Cada Conferencia Sectorial tendrá un secretario que será designado por el Presidente de la Conferencia
Sectorial.

2. Corresponde al secretario de la Conferencia Sectorial, al menos, las siguientes funciones:

a) Preparar las reuniones y asistir a ellas con voz pero sin voto.

b) Efectuar la convocatoria de las sesiones de la Conferencia Sectorial por orden del Presidente.

c) Recibir los actos de comunicación de los miembros de la Conferencia Sectorial y, por tanto, las
notificaciones, peticiones de datos, rectificaciones o cualquiera otra clase de escritos de los que deba tener
conocimiento.

d) Redactar y autorizar las actas de las sesiones.

e) Expedir certificaciones de las consultas, recomendaciones y acuerdos aprobados y custodiar la
documentación generada con motivo de la celebración de sus reuniones.

f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de secretario.

Artículo 151. Clases de decisiones de la Conferencia Sectorial.
1. La adopción de decisiones requerirá la previa votación de los miembros de la Conferencia Sectorial. Esta
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votación se producirá por la representación que cada Administración Pública tenga y no por los distintos
miembros de cada una de ellas.

2. Las decisiones que adopte la Conferencia Sectorial podrán revestir la forma de:

a) Acuerdo: supone un compromiso de actuación en el ejercicio de las respectivas competencias. Son de
obligado cumplimiento y directamente exigibles de acuerdo con lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, salvo para quienes hayan votado en contra
mientras no decidan suscribirlos con posterioridad. El acuerdo será certificado en acta. Cuando la
Administración General del Estado ejerza funciones de coordinación, de acuerdo con el orden
constitucional de distribución de competencias del ámbito material respectivo, el Acuerdo que se adopte
en la Conferencia Sectorial, y en el que se incluirán los votos particulares que se hayan formulado, será de
obligado cumplimiento para todas las Administraciones Públicas integrantes de la Conferencia Sectorial,
con independencia del sentido de su voto, siendo exigibles conforme a lo establecido en la Ley 29/1998, de
13 de julio. El acuerdo será certificado en acta. Las Conferencias Sectoriales podrán adoptar planes
conjuntos, de carácter multilateral, entre la Administración General del Estado y la de las Comunidades
Autónomas, para comprometer actuaciones conjuntas para la consecución de los objetivos comunes, que
tendrán la naturaleza de Acuerdo de la conferencia sectorial y se publicarán en el «Boletín Oficial del
Estado». El acuerdo aprobatorio de los planes deberá especificar, según su naturaleza, los siguientes
elementos, de acuerdo con lo previsto en la legislación presupuestaria:

1.º Los objetivos de interés común a cumplir.

2.º Las actuaciones a desarrollar por cada Administración.

3.º Las aportaciones de medios personales y materiales de cada Administración.

4.º Los compromisos de aportación de recursos financieros.

5.º La duración, así como los mecanismos de seguimiento, evaluación y modificación.

b) Recomendación: tiene como finalidad expresar la opinión de la Conferencia Sectorial sobre un asunto
que se somete a su consulta. Los miembros de la Conferencia Sectorial se comprometen a orientar su
actuación en esa materia de conformidad con lo previsto en la Recomendación salvo quienes hayan votado
en contra mientras no decidan suscribirla con posterioridad. Si algún miembro se aparta de la
Recomendación, deberá motivarlo e incorporar dicha justificación en el correspondiente expediente.

Artículo 152. Comisiones Sectoriales y Grupos de trabajo.
1. La Comisión Sectorial es el órgano de trabajo y apoyo de carácter general de la Conferencia Sectorial,
estando constituida por el Secretario de Estado u órgano superior de la Administración General del Estado
designado al efecto por el Ministro correspondiente, que la presidirá, y un representante de cada Comunidad
Autónoma, así como un representante de la Ciudad de Ceuta y de la Ciudad Melilla. El ejercicio de las
funciones propias de la secretaría de la Comisión Sectorial corresponderá a un funcionario del Ministerio
correspondiente. Si así se prevé en el reglamento interno de funcionamiento de la Conferencia Sectorial, las
comisiones sectoriales y grupos de trabajo podrán funcionar de forma electrónica o por medios telefónicos o
audiovisuales, que garanticen la intercomunicación entre ellos y la unidad de acto, tales como la
videoconferencia o el correo electrónico, entendiendo los acuerdos adoptados en el lugar donde esté la
presidencia, de acuerdo con el procedimiento que se establezca en el reglamento de funcionamiento interno
de la Conferencia Sectorial.

2. La Comisión Sectorial ejercerá las siguientes funciones:

a) La preparación de las reuniones de la Conferencia Sectorial, para lo que tratará los asuntos incluidos en
el orden del día de la convocatoria.

b) El seguimiento de los acuerdos adoptados por la Conferencia Sectorial.
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c) El seguimiento y evaluación de los Grupos de trabajo constituidos.

d) Cualquier otra que le encomiende la Conferencia Sectorial.

3. Las Conferencias Sectoriales podrán crear Grupos de trabajo, de carácter permanente o temporal, formados
por Directores Generales, Subdirectores Generales o equivalentes de las diferentes Administraciones Públicas
que formen parte de dicha Conferencia, para llevar a cabo las tareas técnicas que les asigne la Conferencia
Sectorial o la Comisión Sectorial. A estos grupos de trabajo podrán ser invitados expertos de reconocido
prestigio en la materia a tratar. El director del Grupo de trabajo, que será un representante de la
Administración General del Estado, podrá solicitar con el voto favorable de la mayoría de sus miembros, la
participación en el mismo de las organizaciones representativas de intereses afectados, con el fin de recabar
propuestas o formular consultas.

Artículo 153. Comisiones Bilaterales de Cooperación.
1. Las Comisiones Bilaterales de Cooperación son órganos de cooperación de composición bilateral que
reúnen, por un número igual de representantes, a miembros del Gobierno, en representación de la
Administración General del Estado, y miembros del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma o
representantes de la Ciudad de Ceuta o de la Ciudad de Melilla.

2. Las Comisiones Bilaterales de Cooperación ejercen funciones de consulta y adopción de acuerdos que
tengan por objeto la mejora de la coordinación entre las respectivas Administraciones en asuntos que afecten
de forma singular a la Comunidad Autónoma, a la Ciudad de Ceuta o a la Ciudad de Melilla.

3. Para el desarrollo de su actividad, las Comisiones Bilaterales de Cooperación podrán crear Grupos de
trabajo y podrán convocarse y adoptar acuerdos por videoconferencia o por medios electrónicos.

4. Las decisiones adoptadas por las Comisiones Bilaterales de Cooperación revestirán la forma de Acuerdos y
serán de obligado cumplimiento, cuando así se prevea expresamente, para las dos Administraciones que lo
suscriban y en ese caso serán exigibles conforme a lo establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio. El acuerdo
será certificado en acta.

5. Lo previsto en este artículo será de aplicación sin perjuicio de las peculiaridades que, de acuerdo con las
finalidades básicas previstas, se establezcan en los Estatutos de Autonomía en materia de organización y
funciones de las comisiones bilaterales.

Artículo 154. Comisiones Territoriales de Coordinación.
1. Cuando la proximidad territorial o la concurrencia de funciones administrativas así lo requiera, podrán
crearse Comisiones Territoriales de Coordinación, de composición multilateral, entre Administraciones cuyos
territorios sean coincidentes o limítrofes, para mejorar la coordinación de la prestación de servicios, prevenir
duplicidades y mejorar la eficiencia y calidad de los servicios. En función de las Administraciones afectadas
por razón de la materia, estas Comisiones podrán estar formadas por:

a) Representantes de la Administración General del Estado y representantes de las Entidades Locales.

b) Representantes de las Comunidades Autónomas y representantes de las Entidades locales.

c) Representantes de la Administración General del Estado, representantes de las Comunidades
Autónomas y representantes de las Entidades Locales.

2. Las decisiones adoptadas por las Comisiones Territoriales de Cooperación revestirán la forma de Acuerdos,
que serán certificados en acta y serán de obligado cumplimiento para las Administraciones que lo suscriban y
exigibles conforme a lo establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio.

3. El régimen de las convocatorias y la secretaría será el mismo que el establecido para las Conferencias
Sectoriales en los artículos 149 y 150, salvo la regla prevista sobre quién debe ejercer las funciones de
secretario, que se designará según su reglamento interno de funcionamiento.
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CAPÍTULO IV RELACIONES ELECTRÓNICAS ENTRE LAS ADMINISTRACIONES

Artículo 155. Transmisiones de datos entre Administraciones Públicas.
1. De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de
27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE y en la Ley
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales y su
normativa de desarrollo, cada Administración deberá facilitar el acceso de las restantes Administraciones
Públicas a los datos relativos a los interesados que obren en su poder, especificando las condiciones,
protocolos y criterios funcionales o técnicos necesarios para acceder a dichos datos con las máximas garantías
de seguridad, integridad y disponibilidad.

2. En ningún caso podrá procederse a un tratamiento ulterior de los datos para fines incompatibles con el fin
para el cual se recogieron inicialmente los datos personales. De acuerdo con lo previsto en el artículo 5.1.b)
del Reglamento (UE) 2016/679, no se considerará incompatible con los fines iniciales el tratamiento ulterior de
los datos personales con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica e histórica o fines
estadísticos.

3. Fuera del caso previsto en el apartado anterior y siempre que las leyes especiales aplicables a los
respectivos tratamientos no prohíban expresamente el tratamiento ulterior de los datos para una finalidad
distinta, cuando la Administración Pública cesionaria de los datos pretenda el tratamiento ulterior de los
mismos para una finalidad que estime compatible con el fin inicial, deberá comunicarlo previamente a la
Administración Pública cedente a los efectos de que esta pueda comprobar dicha compatibilidad. La
Administración Pública cedente podrá, en el plazo de diez días oponerse motivadamente. Cuando la
Administración cedente sea la Administración General del Estado podrá en este supuesto, excepcionalmente y
de forma motivada, suspender la transmisión de datos por razones de seguridad nacional de forma cautelar
por el tiempo estrictamente indispensable para su preservación. En tanto que la Administración Pública
cedente no comunique su decisión a la cesionaria esta no podrá emplear los datos para la nueva finalidad
pretendida. Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior los supuestos en que el tratamiento para otro
fin distinto de aquel para el que se recogieron los datos personales esté previsto en una norma con rango de
ley de conformidad con lo previsto en el artículo 23.1 del Reglamento (UE) 2016/679.

Se modifica por el art. 4.2 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790
Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 156. Esquema Nacional de Interoperabilidad y Esquema Nacional de Seguridad.
1. El Esquema Nacional de Interoperabilidad comprende el conjunto de criterios y recomendaciones en
materia de seguridad, conservación y normalización de la información, de los formatos y de las aplicaciones
que deberán ser tenidos en cuenta por las Administraciones Públicas para la toma de decisiones tecnológicas
que garanticen la interoperabilidad.

2. El Esquema Nacional de Seguridad tiene por objeto establecer la política de seguridad en la utilización de
medios electrónicos en el ámbito de la presente Ley, y está constituido por los principios básicos y requisitos
mínimos que garanticen adecuadamente la seguridad de la información tratada.

Artículo 157. Reutilización de sistemas y aplicaciones de propiedad de la Administración.
1. Las Administraciones pondrán a disposición de cualquiera de ellas que lo solicite las aplicaciones,
desarrolladas por sus servicios o que hayan sido objeto de contratación y de cuyos derechos de propiedad
intelectual sean titulares, salvo que la información a la que estén asociadas sea objeto de especial protección
por una norma. Las Administraciones cedentes y cesionarias podrán acordar la repercusión del coste de
adquisición o fabricación de las aplicaciones cedidas.
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2. Las aplicaciones a las que se refiere el apartado anterior podrán ser declaradas como de fuentes abiertas,
cuando de ello se derive una mayor transparencia en el funcionamiento de la Administración Pública o se
fomente con ello la incorporación de los ciudadanos a la Sociedad de la información.

3. Las Administraciones Públicas, con carácter previo a la adquisición, desarrollo o al mantenimiento a lo
largo de todo el ciclo de vida de una aplicación, tanto si se realiza con medios propios o por la contratación de
los servicios correspondientes, deberán consultar en el directorio general de aplicaciones, dependiente de la
Administración General del Estado, si existen soluciones disponibles para su reutilización, que puedan
satisfacer total o parcialmente las necesidades, mejoras o actualizaciones que se pretenden cubrir, y siempre
que los requisitos tecnológicos de interoperabilidad y seguridad así lo permitan. En este directorio constarán
tanto las aplicaciones disponibles de la Administración General del Estado como las disponibles en los
directorios integrados de aplicaciones del resto de Administraciones. En el caso de existir una solución
disponible para su reutilización total o parcial, las Administraciones Públicas estarán obligadas a su uso, salvo
que la decisión de no reutilizarla se justifique en términos de eficiencia conforme al artículo 7 de la Ley
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

Artículo 158. Transferencia de tecnología entre Administraciones.
1. Las Administraciones Públicas mantendrán directorios actualizados de aplicaciones para su libre
reutilización, de conformidad con lo dispuesto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad. Estos directorios
deberán ser plenamente interoperables con el directorio general de la Administración General del Estado, de
modo que se garantice su compatibilidad informática e interconexión.

2. La Administración General del Estado, mantendrá un directorio general de aplicaciones para su
reutilización, prestará apoyo para la libre reutilización de aplicaciones e impulsará el desarrollo de
aplicaciones, formatos y estándares comunes en el marco de los esquemas nacionales de interoperabilidad y
seguridad.

LBRL
Ley 7/1985 bases del régimen local
En este tema: arts. 1 a 3, 5 a 6, 8 a 10, 55 a 62 y 117 a 120 · 22 artículos · texto consolidado a 22 de octubre de 2026 · 
BOE-A-1985-5392

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.
1. Los Municipios son entidades básicas de la organización territorial del Estado y cauces inmediatos de
participación ciudadana en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con autonomía los
intereses propios de las correspondientes colectividades.

2. La Provincia y, en su caso, la Isla gozan, asimismo, de idéntica autonomía para la gestión de los intereses
respectivos.

Artículo 2.
1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente a las entidades locales, la legislación
del Estado y la de las Comunidades Autónomas, reguladora de los distintos sectores de acción pública, según
la distribución constitucional de competencias, deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y las Islas su
derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las
competencias que proceda en atención a las características de la actividad pública de que se trate y a la
capacidad de gestión de la Entidad Local, de conformidad con los principios de descentralización,
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proximidad, eficacia y eficiencia, y con estricta sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y
sostenibilidad financiera.

2. Las Leyes básicas del Estado previstas constitucionalmente deberán determinar las competencias que ellas
mismas atribuyan o que, en todo caso, deban corresponder a los entes locales en las materias que regulen.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1.1 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756. Se declara que no es inconstitucional el 
apartado 2, interpretado en los términos del fundamento jurídico 3, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624.

Artículo 3.
1. Son Entidades Locales territoriales:

a) El Municipio.

b) La Provincia.

c) La Isla en los archipiélagos balear y canario.

2. Gozan, asimismo, de la condición de Entidades Locales:

a) Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades
Autónomas de conformidad con esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía.

b) Las Áreas Metropolitanas.

c) Las Mancomunidades de Municipios.
Se modifica el apartado 2 por el art. 1.2 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.
Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones transitorias 4 y 5 de la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial 
inferior al Municipio y las que estén en constitución.

Artículo 5.
Para el cumplimiento de sus fines y en el ámbito de sus respectivas competencias, las Entidades locales, de
acuerdo con la Constitución y las leyes, tendrán plena capacidad jurídica para adquirir, poseer, reivindicar,
permutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, celebrar contratos, establecer y explotar obras o servicios
públicos, obligarse, interponer los recursos establecidos y ejercitar las acciones previstas en las leyes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Se declara la inconstitucionalidad y nulidad si se interpreta 
en el sentido del fundamento jurídico 5 de la Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 Y por conexión todas las 
remisiones al mismo contenidas en la presente Ley.

Artículo 6.
1. Las entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están encomendados y actúan de
acuerdo con los principios de eficacia, descentralización, desconcentración y coordinación, con
sometimiento pleno a la ley y al Derecho.

2. Los Tribunales ejercen el control de legalidad de los acuerdos y actos de las entidades locales.

Artículo 8.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las Provincias y las islas podrán realizar la gestión
ordinaria de servicios propios de la Administración autonómica, de conformidad con los Estatutos de
Autonomía y la legislación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 9.
Las normas de desarrollo de esta Ley que afecten a los Municipios, Provincias, islas u otras entidades locales
territoriales no podrán limitar su ámbito de aplicación a una o varias de dichas entidades con carácter
singular, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley para los regímenes municipales o provinciales especiales.

Artículo 10.
1. La Administración Local y las demás Administraciones públicas ajustarán sus relaciones recíprocas a los
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deberes de información mutua, colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos competenciales
respectivos.

2. Procederá la coordinación de las competencias de las Entidades Locales entre sí y, especialmente, con las
de las restantes Administraciones públicas, cuando las actividades o los servicios locales trasciendan el interés
propio de las correspondientes Entidades, incidan o condicionen relevantemente los de dichas
Administraciones o sean concurrentes o complementarios de los de éstas.

3. En especial, la coordinación de las Entidades Locales tendrá por objeto asegurar el cumplimiento de la
legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

4. Las funciones de coordinación serán compatibles con la autonomía de las Entidades Locales.
Se modifica el apartado 3 y se añade el 4 por el art. 1.4 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.

TÍTULO V DISPOSICIONES COMUNES A LAS ENTIDADES LOCALES

CAPÍTULO II RELACIONES INTERADMINISTRATIVAS

Artículo 55.
Para la efectiva coordinación y eficacia administrativa, la Administración General del Estado, así como las
Administraciones autonómica y local, de acuerdo con el principio de lealtad institucional, deberán en sus
relaciones recíprocas:

a) Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus competencias y las consecuencias que
del mismo se deriven para las propias.

b) Ponderar, en la actuación de las competencias propias, la totalidad de los intereses públicos implicados y,
en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a otras Administraciones.

c) Valorar el impacto que sus actuaciones, en materia presupuestaria y financiera, pudieran provocar en el
resto de Administraciones Públicas.

d) Facilitar a las otras Administraciones la información sobre la propia gestión que sea relevante para el
adecuado desarrollo por éstas de sus cometidos.

e) Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones pudieran
precisar para el eficaz cumplimiento de sus tareas.
Se modifica por el art. 1.15 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.

Artículo 56.
1. Las entidades locales tienen el deber de remitir a las Administraciones del Estado y de las Comunidades
Autónomas, en los plazos y forma que reglamentariamente se determinen, copia o, en su caso, extracto
comprensivo de los actos y acuerdos de las mismas. Los Presidentes y, de forma inmediata, los Secretarios de
las Corporaciones serán responsables del cumplimiento de este deber.

2. En todo caso, las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas estarán facultadas, con el
fin de comprobar la efectividad, en su aplicación y, respectivamente, de la legislación estatal y la autonómica,
para recabar y obtener información concreta sobre la actividad municipal, pudiendo solicitar incluso la
exhibición de expedientes y la emisión de informes.

3. La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas deberán facilitar el acceso de los
representantes legales de las entidades locales a los instrumentos de planificación, programación y gestión de
obras y servicios que les afecten directamente.

Artículo 57.
1. La cooperación económica, técnica y administrativa entre la Administración local y las Administraciones
del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales como en asuntos de interés común, se
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desarrollará con carácter voluntario, bajo las formas y en los términos previstos en las leyes, pudiendo tener
lugar, en todo caso, mediante los consorcios o los convenios administrativos que suscriban. De cada acuerdo
de cooperación formalizado por alguna de estas Administraciones se dará comunicación a aquellas otras que,
resultando interesadas, no hayan intervenido en el mismo, a los efectos de mantener una recíproca y
constante información.

2. La suscripción de convenios y constitución de consorcios deberá mejorar la eficiencia de la gestión pública,
eliminar duplicidades administrativas y cumplir con la legislación de estabilidad presupuestaria y
sostenibilidad financiera.

3. La constitución de un consorcio solo podrá tener lugar cuando la cooperación no pueda formalizarse a
través de un convenio y siempre que, en términos de eficiencia económica, aquélla permita una asignación
más eficiente de los recursos económicos. En todo caso, habrá de verificarse que la constitución del consorcio
no pondrá en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda de la Entidad Local de que se
trate, así como del propio consorcio, que no podrá demandar más recursos de los inicialmente previstos.

4. Asimismo, en el ámbito de las relaciones interadministrativas de cooperación, las entidades locales, cuando
concurran situaciones ocasionadas tras la producción de una emergencia civil por catástrofes naturales o
derivadas de la acción humana con graves daños, podrán aportar por decisión de los órganos competentes de
la entidad local, con sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, medios
humanos y materiales a las entidades locales afectadas gravemente por dicha catástrofe a fin de coadyuvar al
restablecimiento de la normalidad en lo posible, todo ello en razón de la protección de los intereses públicos y
la aplicación del principio de solidaridad.
Se añade el apartado 4 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 7/2024, de 11 de noviembre. Ref. BOE-A-2024-23422
Se modifica por el art. 1.16 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.

Artículo 57 bis. Garantía de pago en el ejercicio de competencias delegadas.
(Anulado)

Se declara inconstitucional y nulo, en la redacción dada por el art. 1.17 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, por Sentencia del TC 41/2016, de 
3 de marzo. Ref. BOE-A-2016-3407.
Se añade por el art. 1.17 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.

Artículo 58.
1. Las leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas podrán crear, para la coordinación administrativa,
órganos de colaboración de las Administraciones correspondientes con las entidades locales. Estos órganos,
que serán únicamente deliberantes o consultivos, podrán tener ámbito autonómico o provincial y carácter
general o sectorial. Para asegurar la colaboración entre la Administración del Estado y la Administración
Local en materia de inversiones y de prestación de servicios, el Gobierno podrá crear en cada Comunidad
Autónoma una Comisión Territorial de Administración Local. Reglamentariamente, se establecerá la
composición, organización y funcionamiento de la Comisión.

2. Tanto la Administración del Estado como las de las Comunidades Autónomas podrán participar en los
respectivos órganos de colaboración establecidos por cada una de ellas. En todo caso, las Administraciones
que tengan atribuidas la formulación y aprobación de instrumentos de planificación deberán otorgar a las
restantes una participación que permita armonizar los intereses públicos afectados. La participación de los
municipios en la formación de los planes generales de obras públicas que les afecten se realizará en todo caso
de conformidad con lo que disponga la correspondiente legislación sectorial. Asimismo, en la determinación
de usos y en la adopción de resoluciones por parte de otras Administraciones públicas en materia de
concesiones o autorizaciones relativa al dominio público de su competencia, será requisito indispensable para
su aprobación el informe previo de los municipios en cuyo territorio se encuentre dicho dominio público, de
acuerdo con lo establecido en los artículos 82 y 83 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
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de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
Se añade el último párrafo al apartado 2 por el art. 1.17 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 59.
1. A fin de asegurar la coherencia de la actuación de las Administraciones Públicas, en los supuestos previstos
en el número 2 del artículo 10 y para el caso de que dicho fin no pueda alcanzarse por los procedimientos
contemplados en los artículos anteriores o éstos resultaran manifiestamente inadecuados por razón de las
características de la tarea pública de que se trate, las leyes del Estado y las de las Comunidades Autónomas,
reguladoras de los distintos sectores de la acción pública, podrán atribuir al Gobierno de la Nación, o al
Consejo de Gobierno, la facultad de coordinar la actividad de la Administración Local y, en especial, de las
Diputaciones Provinciales en el ejercicio de sus competencias. La coordinación se realizará mediante la
definición concreta y en relación con una materia, servicio o competencia determinados de los intereses
generales o comunitarios, a través de planes sectoriales para la fijación de los objetivos y la determinación de
las prioridades de la acción pública en la materia correspondiente. En la tramitación de los mismos se
observará lo dispuesto en el número 2 del artículo anterior. Las entidades locales ejercerán sus facultades de
programación, planificación u ordenación de los servicios o actividades de su competencia en el marco de las
previsiones de los planes a que se refiere el párrafo anterior.

2. En todo caso, la Ley deberá precisar, con el suficiente grado de detalle, las condiciones y los límites de la
coordinación, así como las modalidades de control que se reserven las Cortes Generales o las
correspondientes Asambleas Legislativas.

Artículo 60.
Cuando una entidad local incumpliera las obligaciones impuestas directamente por la Ley de forma que tal
incumplimiento afectará al ejercicio de competencias de la Administración del Estado o de la Comunidad
Autónoma, y cuya cobertura económica estuviere legalmente o presupuestariamente garantizada, una u otra,
según su respectivo ámbito competencial, deberá recordarle su cumplimiento concediendo al efecto el plazo
que fuere necesario. Si, transcurrido dicho plazo, nunca inferior a un mes, el incumplimiento persistiera, se
procederá a adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de la obligación a costa y en sustitución de
la entidad local.

Artículo 61.
1. El Consejo de Ministros, a iniciativa propia y con conocimiento del Consejo de Gobierno de la comunidad
autónoma correspondiente o a solicitud de éste y, en todo caso, previo acuerdo favorable del Senado, podrá
proceder, mediante real decreto, a la disolución de los órganos de las corporaciones locales en el supuesto de
gestión gravemente dañosa para los intereses generales que suponga incumplimiento de sus obligaciones
constitucionales.

2. Se considerarán, en todo caso, decisiones gravemente dañosas para los intereses generales en los términos
previstos en el apartado anterior, los acuerdos o actuaciones de los órganos de las corporaciones locales que
den cobertura o apoyo, expreso o tácito, de forma reiterada y grave, al terrorismo o a quienes participen en su
ejecución, lo enaltezcan o justifiquen, y los que menosprecien o humillen a las víctimas o a sus familiares.

3. Acordada la disolución, será de aplicación la legislación electoral general, cuando proceda, en relación a la
convocatoria de elecciones parciales y, en todo caso, la normativa reguladora de la provisional administración
ordinaria de la corporación.
Se modifica por el art. 6 de la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo. Ref. BOE-A-2003-4923
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Artículo 62.
En aquellos casos en que la naturaleza de la actividad de que se trate haga muy difícil o inconveniente una
asignación diferenciada y distinta de facultades decisorias en la materia, las Leyes reguladoras de la acción
pública en relación con la misma asegurarán, en todo caso, a las entidades locales su participación o
integración en actuaciones o procedimientos conjuntamente con la Administración del Estado y/o con la de la
Comunidad Autónoma correspondiente, atribuyéndole a una de éstas la decisión final. En ningún caso estas
técnicas podrán afectar a la potestad de autoorganización de los servicios que corresponde a la entidad local.

TÍTULO IX ORGANIZACIONES PARA LA COOPERACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO CON LA LOCAL

Artículo 117.
1. La Comisión Nacional de Administración Local es el órgano permanente para la colaboración entre la
Administración General del Estado y la Administración local.

2. La Comisión estará formada, bajo la presidencia del Ministro de Administraciones Públicas, por un número
igual de representantes de las entidades locales y de la Administración General del Estado. La designación de
los representantes de las entidades locales corresponde en todo caso a la asociación de ámbito estatal con
mayor implantación. Su composición, funcionamiento y régimen de adopción de acuerdos se determinará
reglamentariamente, mediante real decreto aprobado por el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de
Administraciones Públicas.

3. La Comisión se reúne previa convocatoria de su Presidente, a iniciativa propia o a solicitud de la
representación local. A sus reuniones podrán asistir, cuando sean convocados por su Presidente,
representantes de las comunidades autónomas.

4. El Pleno de la Comisión Nacional de Administración Local podrá delegar funciones en sus Subcomisiones,
con excepción del informe de los anteproyectos de ley que versen sobre las siguientes materias:

a) Normativa básica de régimen local.

b) Haciendas Locales.

c) Leyes Orgánicas que afecten a la Administración Local.

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 118.
1. Corresponde a la Comisión:

A) Emitir informe en los siguientes supuestos:

a) Anteproyectos de Ley y proyectos de disposiciones administrativas de competencia del Estado en las
materias que afecten a la Administración local, tales como las referentes a su régimen organizativo y de
funcionamiento; régimen sustantivo de sus funciones y servicios -incluidas la atribución o supresión de
competencias-; régimen estatutario de sus funcionarios; procedimiento administrativo, contratos,
concesiones y demás formas de prestación de los servicios públicos; expropiación y responsabilidad
patrimonial; régimen de sus bienes y haciendas locales.

b) Criterios para las autorizaciones de operaciones de endeudamiento de las Corporaciones locales.

c) Previamente y en los supuestos en que el Consejo de Ministros acuerde la aplicación de lo dispuesto en
el artículo 61 de la presente Ley.

B) Efectuar propuestas y sugerencias al Gobierno en materia de Administración local y, en especial, sobre:
a) Atribución y delegación de competencias en favor de las entidades locales. b) Distribución de las
subvenciones, créditos y transferencias del Estado a la Administración local. c) Participación de las
Haciendas locales en los tributos del Estado.
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d) Previsiones de los Presupuestos Generales del Estado que afecten a las entidades locales.

2. La Comisión, para el cumplimiento de sus funciones, puede requerir del Instituto de Estudios de
Administración Local la realización de estudios y la emisión de informes.

Se modifica el apartado 1.A.a) por el art. 1.26 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 119.
La Comisión podrá solicitar de los órganos constitucionalmente legitimados para ello la impugnación ante el
Tribunal Constitucional de las leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas que estime lesivas para la
autonomía local garantizada constitucionalmente. Esta misma solicitud podrá realizarla la representación de
las entidades locales en la Comisión.

Artículo 120.
1. El Instituto de Estudios de Administración Local, adscrito al Ministerio de Administración Territorial, es
una entidad de Derecho público, dotada de personalidad y capacidad jurídicas y patrimonio propios, que
actúa con plena autonomía funcional para el cumplimiento de sus fines. Son fines esenciales del Instituto la
investigación, el estudio, la información y la difusión sobre todas las materias que afecten a la Administración
local, así como la selección, formación y perfeccionamiento de funcionarios de las entidades locales.

2. Son órganos de gobierno del Instituto el Director y el Consejo Rector. El Director asume las funciones
representativas, ejecutivas, de programación y coordinación, así como de dirección de los servicios. El
Consejo Rector, al que corresponde la aprobación del presupuesto, programa de actividades y Memoria
anuales, está integrado por el Director, que lo preside, y por ocho representantes de las entidades locales
designados por la asociación de éstas de ámbito estatal de mayor implantación, tres representantes de las
Comunidades Autónomas designados por un período anual y por el orden cronológico de aprobación de los
Estatutos de Autonomía y cinco representantes de la Administración del Estado designados por el Ministerio
de Administración Territorial.

3. El Instituto, comprendido entre las entidades a que se refiere el artículo 5 de la Ley de Entidades Estatales
Autónomas de 26 de diciembre de 1958, tendrá la consideración de organismo autónomo de carácter
administrativo a los efectos de lo establecido en el artículo 4 de la Ley General Presupuestaria de 4 de enero de
1977. El Reglamento de régimen interior regula su organización y funcionamiento, y será aprobado por el
Ministerio de Administración Territorial, a propuesta del Consejo Rector.

Artículo 120 bis.
El Estado impulsará la colaboración con las comunidades autónomas con el fin de crear órganos de
cooperación conjuntos en materia de régimen local, tanto bajo la forma jurídica de Conferencia Sectorial
como de otra naturaleza, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento Administrativo Común.

Se añade por el art. 1.3 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

CEAL
Carta Europea de Autonomia Local
En este tema: arts. 1 a 11 · 11 artículos · texto consolidado a 10 de julio de 2026 · BOE-A-1989-4370

Artículo 1.
Las partes contratantes se comprometen a considerarse vinculadas por los artículos siguientes de la forma y
en las condiciones prescritas por el artículo 12 de la presente Carta.
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Artículo 2. Fundamento constitucional y legal de la autonomía local.
El principio de la autonomía local debe estar reconocido en la legislación interna y, en lo posible, en la
Constitución.

Artículo 3. Concepto de la autonomía local.
1. Por autonomía local se entiende el derecho y la capacidad efectiva de las Entidades locales de ordenar y
gestionar una parte importante de los asuntos públicos, en el marco de la Ley, bajo su propia responsabilidad
y en beneficio de sus habitantes.

2. Este derecho se ejerce por Asambleas o Consejos integrados por miembros elegidos por sufragio libre,
secreto, igual, directo y universal y que pueden disponer de órganos ejecutivos responsables ante ellos
mismos. Esta disposición no causará perjuicio al recurso a las asambleas de vecinos, al referéndum o a
cualquier otra forma de participación directa de los ciudadanos, allí donde esté permitido por la Ley.

Artículo 4. Alcance de la autonomía local.
1. Las competencias básicas de las Entidades locales vienen fijadas por la Constitución o por la Ley. Sin
embargo, esta disposición no impide la atribución a las Entidades locales de competencias para fines
específicos, de conformidad con la Ley.

2. Las Entidades locales tienen, dentro del ámbito de la Ley, libertad plena para ejercer su iniciativa en toda
materia que no esté excluida de su competencia o atribuida a otra autoridad.

3. El ejercicio de las competencias públicas debe, de modo general, incumbir preferentemente a las
autoridades más cercanas a los ciudadanos. La atribución de una competencia a otra autoridad debe tener en
cuenta la amplitud o la naturaleza de la tarea o las necesidades de eficacia o economía.

4. Las competencias encomendadas a las Entidades locales, deben ser normalmente plenas y completas. No
pueden ser puestas en tela de juicio ni limitadas por otra autoridad central o regional, más que dentro del
ámbito de la Ley.

5. En caso de delegación de poderes por una autoridad central o regional, las Entidades locales deben
disfrutar en lo posible de la libertad de adaptar su ejercicio a las condiciones locales.

6. Las Entidades locales deben ser consultadas, en la medida de lo posible, a su debido tiempo y de forma
apropiada, a lo largo de los procesos de planificación y de decisión para todas las cuestiones que les afectan
directamente.

Artículo 5. Protección de los límites territoriales de las Entidades locales.
Para cualquier modificación de los límites territoriales locales, las colectividades locales afectadas deberán
ser consultadas previamente, llegado el caso, por vía de referéndum allá donde la legislación lo permita.

Artículo 6.
Adecuación de las estructuras y de los medios administrativos a los cometidos de las Entidades locales:

1. Sin perjuicio de las disposiciones más generales creadas por la Ley, las Entidades locales deben poder
definir por sí mismas las estructuras administrativas internas con las que pretenden dotarse, con objeto de
adaptarlas a sus necesidades específicas y a fin de permitir una gestión eficaz.

2. El Estatuto del personal de las Entidades locales debe permitir una selección de calidad, fundamentado en
los principios de mérito y capacidad; a este fin, debe reunir condiciones adecuadas de formación,
remuneración y perspectivas de carrera.
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Artículo 7. Condiciones del ejercicio de las responsabilidades a nivel local.
1. El Estatuto de los representantes locales debe asegurar el libre ejercicio de su mandato.

2. Debe permitir la compensación financiera adecuada a los gastos causados con motivo del ejercicio de su
mandato, así como si llega el caso, la compensación financiera de los beneficios perdidos o una remuneración
del trabajo desempeñado y la cobertura social correspondiente.

3. Las funciones y actividades incompatibles con el mandato del representante local no pueden ser fijadas más
que por Ley o por principios jurídicos fundamentales.

Artículo 8. Control administrativo de los actos de las Entidades locales.
1. Todo control administrativo sobre las Entidades locales no puede ser ejercido sino según las formas y en los
casos previstos por la Constitución o por Ley.

2. Todo control administrativo de los actos de las Entidades locales no debe normalmente tener como objetivo
más que asegurar el respeto a la legalidad y de los principios constitucionales. Sin embargo, tal control podrá
extenderse a un control de oportunidad, ejercido por autoridades de nivel superior, respecto de las
competencias cuya ejecución se haya delegado en las Entidades locales.

3. El control administrativo de las Entidades locales debe ejercerse manteniendo una proporcionalidad entre
la amplitud de la intervención de la autoridad de control y la importancia de los intereses que pretende
salvaguardar.

Artículo 9. Los recursos financieros de las Entidades locales.
1. Las Entidades locales tienen derecho, en el marco de la política económica nacional, a tener recursos
propios suficientes de los cuales pueden disponer libremente en el ejercicio de sus competencias.

2. Los recursos financieros de las Entidades locales deben ser proporcionales a las competencias previstas por
la Constitución o por la Ley.

3. Una parte al menos de los recursos financieros de las Entidades locales debe provenir de ingresos
patrimoniales y de tributos locales respecto de los que tengan la potestad de fijar la cuota o el tipo dentro de
los límites de la Ley.

4. Los sistemas financieros sobre los cuales descansan los recursos de que disponen las Entidades locales
deben ser de una naturaleza suficientemente diversificada y evolutiva como para permitirles seguir, en la
medida de lo posible y en la práctica, la evolución real de los costes del ejercicio de sus competencias.

5. La protección de las Entidades locales financieramente más débiles reclama la adopción de procedimientos
de compensación financiera o de las medidas equivalentes destinadas a corregir los efectos del desigual
reparto de las fuentes potenciales de financiación, así como de las cargas que les incumben. Tales
procedimientos o medidas no deben reducir la libertad de opción de las Entidades locales, en su propio
ámbito de competencia.

6. Las Entidades locales deben ser consultadas según formas apropiadas, sobre las modalidades de
adjudicación a éstas de los recursos redistribuidos.

7. En la medida de lo posible, las subvenciones concedidas a las Entidades locales no deben ser destinadas a la
financiación de proyectos específicos. La concesión de subvenciones no deberá causar perjuicio a la libertad
fundamental de la política de las Entidades locales, en su propio ámbito de competencia.

8. Con el fin de financiar sus gastos de inversión, las Entidades locales deben tener acceso, de conformidad
con la Ley, al mercado nacional de capitales.
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Artículo 10. El derecho de asociación de las Entidades locales.
1. Las Entidades locales tienen el derecho, en el ejercicio de sus competencias, de cooperar y, en el ámbito de
la Ley, asociarse con otras Entidades locales para la realización de tareas de interés común.

2. El derecho de las Entidades locales de integrarse en una asociación para la protección y promoción de sus
intereses comunes y el de integrarse en una asociación internacional de Entidades locales deben ser
reconocidos por cada Estado.

3. Las Entidades locales pueden, en las condiciones eventualmente previstas por la ley, cooperar con las
Entidades de otros Estados.

Artículo 11. Protección legal de la autonomía local.
Las Entidades locales deben disponer de una vía de recurso jurisdiccional a fin de asegurar el libre ejercicio
de sus competencias y el respeto a los principios de autonomía local consagrados en la Constitución o en la
legislación interna.

TRLMRLC
Text refós de la Llei municipal i de règim local de Catalunya (DL 2/2003)
En este tema: arts. 1 a 7 y 144 a 153 · 18 artículos · texto consolidado a 11 de julio de 2026 · DOGC-f-2003-90008

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Municipios y comarcas.
Los municipios y las comarcas son los entes locales en que se organiza territorialmente la Generalidad de
Cataluña.

Artículo 2. Otros entes locales.
Tienen también la condición de entes locales de Cataluña la provincia, las entidades municipales
descentralizadas, las entidades metropolitanas y las mancomunidades de municipios.

Artículo 3. Entes locales territoriales.
El municipio, la comarca y la provincia tienen naturaleza territorial y tienen autonomía para la gestión de los
intereses respectivos.

Artículo 4. Registro de entes locales.
El Departamento de Gobernación y Relaciones Institucionales tiene que llevar un registro de los entes locales,
en el que tienen que inscribirse todos los entes locales del territorio de Cataluña, con los datos que se
determinen por reglamento.

Artículo 5. Lengua de los entes locales.
1. El catalán es la lengua propia de la Administración local de Cataluña y, por lo tanto, tiene que ser la lengua
de uso normal y general en sus actividades.

2. Todos los ciudadanos y ciudadanas tienen derecho a escoger la lengua oficial con la que se relacionan con
los entes locales, y éstos tienen el deber correlativo de atenderles en la lengua escogida, en los términos
establecidos por la Ley 1/1998, de 7 de enero, de política lingüística.

Artículo 6. Legislación sobre régimen local.
1. Los entes locales se rigen por lo que dispone la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del
régimen local, por esta Ley y todas las otras disposiciones específicas y complementarias, y por el reglamento
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orgánico y las ordenanzas propias de cada ente.

2. La legislación sobre régimen local de la Generalidad de Cataluña garantiza a los entes locales los ámbitos
normativos necesarios para hacer efectivo el principio de autonomía organizativa.

Artículo 7. Principios de actuación administrativa y control de legalidad.
1. Las entidades locales sirven con objetividad a los intereses públicos que les son encomendados y actúan de
acuerdo con los principios de eficacia, descentralización, desconcentración, coordinación y participación,
con pleno sometimiento a la ley y al derecho.

2. Corresponde a los tribunales de justicia controlar la legalidad de las disposiciones, los acuerdos y los actos
de las entidades locales.

TÍTULO XIII DE LAS RELACIONES INTERADMINISTRATIVAS

Artículo 144. Principios de actuación.
Para la coordinación y la eficacia administrativas, la Administración de la Generalidad y los entes locales de
Cataluña tienen que adecuar su actuación a los principios siguientes:

a) La lealtad institucional con respecto al ejercicio de las competencias que corresponden a las otras
administraciones.

b) La información recíproca, principalmente cuando la actividad desplegada puede tener una especial
incidencia en el ámbito competencial de otras administraciones.

c) La cooperación, la colaboración y la asistencia recíprocas para el mejor cumplimiento de las funciones que
corresponden a las otras administraciones. Este deber es extensivo al envío de los documentos presentados
por los ciudadanos ante cualquier administración a la administración competente en razón de la materia.

Artículo 145. Envío de actos y acuerdos.
1. Los entes locales tienen que enviar al Departamento de Gobernación y Relaciones Institucionales, en la
forma y en los plazos que se determinen por reglamento, una copia literal o, en su caso, un extracto de sus
actas y acuerdos. Los presidentes de las corporaciones y, de manera inmediata, los secretarios son
responsables del cumplimiento de este deber.

2. Con la finalidad de comprobar la efectividad de la aplicación de su legislación, la Administración de la
Generalidad puede pedir a los entes locales información concreta sobre su actividad, por lo que puede,
incluso, requerir la exhibición de expedientes y la emisión de informes. El ejercicio de estas funciones
corresponde al Departamento de Gobernación y Relaciones Institucionales.

3. La Generalidad tiene que elaborar un plan de informática que estructure los medios necesarios para
integrar la información local en toda Cataluña. Al mismo tiempo, tiene que promover una red de
comunicaciones informáticas entre todas las administraciones. El deber de información que establecen los
apartados 1 y 2 puede cumplirse mediante los servicios de informática, de acuerdo con las condiciones y los
requisitos que se determinen por reglamento.

4. Los entes locales deben remitir los actos y los acuerdos a los que se refiere el apartado 1 por medios
electrónicos. A tales efectos, deben respetar las condiciones y los instrumentos establecidos por reglamento
de acuerdo con la normativa de régimen jurídico y procedimiento de las administraciones públicas de
Cataluña y, en todo caso, los principios de responsabilidad, calidad, seguridad, disponibilidad, accesibilidad,
neutralidad e interoperabilidad.
Se añade el apartado 4 por el art. 19.9 de la Ley 16/2015, de 24 de julio. Ref. BOE-A-2015-9208.
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Artículo 145 bis. Envío de documentación económico-financiera. 145 bis 1.
Los entes locales deben cumplir adecuadamente sus obligaciones de envío de la documentación económico-
financiera en la forma y plazo que determine la normativa sectorial. 145 bis 2. El departamento competente en
materia de cooperación con la Administración local gestiona el inventario público de control del
cumplimiento de envío de documentación económico-financiera de los entes locales mediante la información
suministrada por cada organismo responsable de recibir la documentación. Este inventario determina el
estado de cada ente local respecto al envío de los presupuestos y la liquidación de los presupuestos en el
mismo departamento, del estado de la deuda a final de ejercicio al departamento competente en materia de
economía y finanzas y de la cuenta general en la Sindicatura de Cuentas de Cataluña. 145 bis 3. A los entes
locales que hayan incumplido este deber de remisión se les aplican las medidas destinadas a suspender la
entrega de subvenciones o transferencias a las que tienen derecho con cargo a los presupuestos de la
Generalidad, siempre que no provengan de otras administraciones, sin perjuicio de que otras normas
específicas en materia de subvenciones o transferencias regulen otras medidas como la pérdida del derecho o
la pérdida de la condición de beneficiario como consecuencia del incumplimiento. En el caso de subvenciones
de fondos europeos se aplica al importe correspondiente a la Generalidad. 145 bis 4. El departamento
competente en materia de cooperación con la Administración local acuerda la suspensión de la entrega, según
lo que determine la normativa reglamentaria, que se mantiene durante un plazo máximo de cinco años, a
contar desde la notificación de la resolución con la que acuerde la suspensión. En todo caso, la suspensión se
mantiene hasta que el ente local envíe la documentación económico-financiera pendiente al organismo
correspondiente o, si procede, hasta que prescriba el derecho al cobro. A los efectos de la aplicación de esta
medida, solo se tiene en cuenta la documentación económico-financiera relativa a los cinco últimos ejercicios,
de acuerdo con los plazos de remisión establecidos por la normativa sectorial.
Se modifica el apartado 4 por el art. 18.1 del Decreto-ley 3/2026, de 24 de marzo. Ref. BOE-A-2026-10430
Se añade por el art. 97.5 de la Ley 2/2021, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-953

Artículo 146. Coordinación de la actividad local.
1. La Administración de la Generalidad, para asegurar la coherencia de actuación de las distintas
administraciones públicas, puede ejercer sus facultades de coordinación sobre la actividad de la
Administración local, y especialmente de los entes supramunicipales, en los supuestos siguientes:

a) Si la actividad o el servicio trascienden el ámbito de los intereses propios de los entes locales.

b) Si la actividad o el servicio local inciden o condicionan de manera relevante los intereses de la
Generalidad.

c) Si la actividad o el servicio local son concurrentes o complementarios con respecto a los de la
Generalidad.

2. La coordinación puede hacerse mediante la creación de órganos de colaboración o la aprobación de planes
sectoriales.

3. Las funciones de coordinación de la Administración de la Generalidad no pueden afectar en ningún caso a
la autonomía de los entes locales.

Artículo 147. Órganos paritarios de colaboración.
1. La creación de órganos paritarios de colaboración tiene que hacerse por ley, la cual tiene que determinar,
en todos los casos:

a) La composición y el funcionamiento del órgano.

b) Las funciones y el ámbito material y territorial de actuación del órgano.

2. Las funciones atribuidas a los órganos de colaboración tienen carácter deliberativo o consultivo.
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3. Lo que dispone este artículo se entiende sin perjuicio de los órganos específicos que pueden establecer los
planes sectoriales de coordinación.

Artículo 148. Planes sectoriales de coordinación.
1. Las leyes reguladoras de los diferentes sectores de la acción pública pueden atribuir al Gobierno de la
Generalidad la facultad de coordinar la actividad de la Administración local por medio de planes sectoriales
de coordinación si las técnicas de cooperación voluntaria no permiten asegurar la coherencia en la actuación
de las diferentes administraciones públicas o si éstas son inadecuadas en función de las características de la
tarea pública de que se trata.

2. Los planes sectoriales tienen que atender necesariamente las previsiones siguientes:

a) La fijación de los objetivos y la determinación de las prioridades de la acción pública en la materia
correspondiente.

b) Las bases generales de actuación para programar, financiar y ejecutar las actividades coordinadas.

c) El establecimiento de los órganos o instrumentos de coordinación correspondientes, en los cuales tiene
que garantizarse la participación de los entes locales interesados.

3. Los planes sectoriales de coordinación son aprobados por decreto, a propuesta del consejero
correspondiente. En la tramitación de los planes tiene que garantizarse la participación de los entes locales
interesados.

4. En la formulación de los planes sectoriales de coordinación tiene que tenerse en cuenta, en su caso, lo que
establezcan los planes aprobados de acuerdo con la Ley 23/1983, del 21 de noviembre, de política territorial, y
las otras normas generales o sectoriales que son aplicables.

5. Los entes locales ejercen sus facultades de programación, planificación, ordenación y ejecución, en su
caso, de los servicios y actividades de su competencia en el marco de las previsiones de los planes sectoriales
de coordinación.

6. Las leyes que otorgan la facultad de coordinación tienen que determinar, en cualquier caso, las condiciones
y los límites con el suficiente grado de detalle. Tienen que establecer también las modalidades de control
parlamentario de acuerdo con los procedimientos específicos fijados por el Reglamento del Parlamento.

7. Los instrumentos de coordinación no pueden afectar a la autonomía de los entes locales para la gestión de
las competencias que les son absolutamente propias ni tampoco pueden comprometer los recursos locales de
manera obligatoria.

Artículo 149. Participación en la elaboración de los planes.
1. Las administraciones públicas que, de acuerdo con lo que establece esta Ley o lo que establece la
legislación reguladora de los diferentes sectores de la acción pública, tienen atribuida la competencia de
formulación y la aprobación de instrumentos de planificación, tienen que asegurar la participación del resto
de las administraciones afectadas en el proceso de elaboración de los planes. 149.2. La participación puede
consistir en el otorgamiento de un plazo de audiencia para poder formular observaciones o sugerencias, en la
emisión de informes previos o en la intervención directa en la realización de los trabajos de elaboración de los
planes, sin perjuicio que pueda articularse también de manera orgánica. 149.3. La Administración de la
Generalidad tiene que facilitar el acceso de los representantes legales de los entes locales a los instrumentos
de planificación, programación y gestión de obras y servicios que les afectan directamente.

Artículo 150. Establecimiento de convenios o creación de consorcios.
1. Los entes locales supramunicipales que tienen atribuidas funciones de cooperación pueden, con esta
finalidad, establecer convenios o crear a consorcios con sus municipios. Esta facultad tiene que ejercerse con
criterios objetivos y de acuerdo con el principio de igualdad y con los criterios de coordinación establecidos.
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Si en el convenio o en el consorcio participa una diputación provincial, es necesario el informe previo del
consejo o los consejos comarcales afectados.

2. Las diputaciones provinciales y los consejos comarcales pueden establecer convenios de cooperación con
finalidad idéntica a la que establece el artículo 93.2.

Artículo 151. Ejecución subsidiaria de competencias locales.
1. La Administración de la Generalidad tiene que adoptar las medidas necesarias para proceder en la
ejecución subsidiaria de las competencias locales de ejercicio obligatorio, si el ente local incumple
obligaciones impuestas directamente por la Ley, siempre que el incumplimiento afecte al ejercicio de
competencias de la Generalidad y la obligación tenga garantizada legalmente o presupuestariamente la
cobertura económica.

2. El ejercicio de la potestad a que se refiere el apartado 1 corresponde al Gobierno de la Generalidad, a
instancia del Departamento de Gobernación y Relaciones Institucionales, siempre que previamente el ente
local no haya cumplido su obligación dentro de un mes a contar desde el requerimiento que en este sentido le
haya hecho Departamento.

Artículo 152. Actuación integrada.
Si la naturaleza de una actividad hace muy difícil o inconveniente una asignación diferenciada y distinta de las
facultades decisorias sobre una materia, las leyes sectoriales reguladoras de la acción pública pueden integrar
las atribuciones de los entes locales en actuaciones o en procedimientos conjuntamente con la
Administración de la Generalidad. En este caso, la decisión final corresponde a esta última, sin perjuicio de la
intervención necesaria de los entes locales en el procedimiento, de acuerdo con lo que establezca la ley
correspondiente, y de la potestad de autoorganización de los servicios que corresponde al ente local.

Artículo 153. Delegación por entidades supramunicipales.
1. Las administraciones locales de ámbito supramunicipal pueden delegar el ejercicio de competencias
propias en entes locales de nivel inferior, si afectan a los intereses de éstos y siempre que se mejore la eficacia
de la gestión pública y se contribuya a una mayor participación ciudadana.

2. El acuerdo de delegación tiene que adoptarse por mayoría absoluta del número legal de miembros de la
corporación y requiere que el ente local delegado haga la aceptación.

3. Son aplicables a estas delegaciones las disposiciones que establece esta Ley para las delegaciones de
competencias de la Generalidad.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 2

1 En el capítulo constitucional dedicado a las Comunidades Autónomas se establece la obligatoriedad de fijar 
en los respectivos Estatutos la capitalidad de la región

A) Literalmente se establece así

B) No hay tal obligación

C) Podrá haber dos capitales en cada región

D) Solo tendrán capital las regiones ricas
Ayuntamiento de Villamor de los Escuderos, 2024
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2 Tienen la consideración de organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General 
del Estado de acuerdo al artículo 84 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público:

A) Organismos autónomos, consorcios y las autoridades administrativas independientes.

B) Organismos autónomos, entidades públicas empresariales y agencias estatales.

C) Organismos autónomos, las fundaciones del sector público y los fondos sin personalidad jurídica.

D) Organismos autónomos, sociedades mercantiles estatales y agencias estatales
Ayuntamiento de Cádiz, 2025

3 Según lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local, ¿cuál de las siguientes entidades NO tiene la consideración de Entidad Local territorial?

A) El Distrito.

B) El Municipio.

C) La Provincia.

D) La Isla en los archipiélagos balear y canario.
Comunidad de Madrid, 2026

4 Conforme al artículo 153 de la Constitución Española, ¿quién controla la constitucionalidad de las 
disposiciones normativas con fuerza de ley emanadas por las comunidades autónomas?

A) El Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado.

B) El Consejo General del Poder Judicial.

C) El Tribunal Supremo.

D) El Tribunal Constitucional.
Parlamento de Navarra, 2026

5 Según la Constitución Española, en los archipiélagos, las Islas tendrán Administración propia en forma de:

A) Cabildos y Consejos.

B) Mancomunidades.

C) Diputaciones.

D) Ayuntamientos.
Cabildo Insular de Tenerife, 2017

Ponte a pruebaTema 2 · El Gobierno y la Administración. Principios de actuación de la Administración pública. La Administración General del…

2

TEMARIO Administrativos/vas · Ayuntamiento de Santa Margarida i els Monjos · oposicionesexpress.com pág. 119



Soluciones — Tema 2 Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 147 CE pág. 34 La norma fundamental enumera lo que los Estatutos deben contener: el nombre de la
Comunidad, la delimitación de su territorio, la denominación, organización y sede de sus instituciones propias,
y las competencias que asume. En ningún momento impone fijar la capital de la región como contenido
obligatorio. Conviene distinguir la sede de las instituciones autonómicas, que sí se menciona, de una capitalidad
expresa, que no se exige ni aparece como mandato constitucional.

2 B Art. 84 LRJSP pág. 71 La Ley 40/2015 identifica como organismos públicos estatales a los organismos
autónomos, las entidades públicas empresariales y las agencias estatales. Se trata de categorías de organismos
vinculados o dependientes de la Administración General del Estado. Las sociedades mercantiles, los consorcios
y las fundaciones públicas también pertenecen al sector público institucional, pero no son organismos públicos
en esta clasificación.

3 A Art. 3 LBRL pág. 106 La consideración de entidad local territorial corresponde al municipio, la provincia y la
isla en los archipiélagos balear y canario. El distrito no figura entre esas entidades territoriales en la
enumeración legal. La ley sí reconoce otras entidades locales, como las comarcas, las áreas metropolitanas y las
mancomunidades, pero no las califica como territoriales en ese apartado.

4 D Art. 153 CE pág. 38 El control de la constitucionalidad de las disposiciones autonómicas con fuerza de ley
corresponde al Tribunal Constitucional. La Constitución distingue este control del que ejerce el Gobierno sobre
las funciones delegadas, de la jurisdicción contencioso-administrativa sobre la Administración autonómica y sus
normas reglamentarias, y del control económico y presupuestario del Tribunal de Cuentas. Por tanto, la
competencia indicada corresponde al Tribunal Constitucional.

5 A Art. 141 CE pág. 33 En los territorios formados por varias islas, cada isla cuenta con su propia entidad de
gobierno local, distinta de la provincial. En Canarias estas instituciones reciben el nombre de Cabildos y en
Baleares el de Consejos insulares. La Constitución reconoce expresamente esta administración insular propia,
diferente de las diputaciones provinciales que rigen en la península. Conviene precisar que las diputaciones
operan en territorio peninsular y no en los archipiélagos, donde el órgano insular es la fórmula prevista.
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
Sometimiento de la Administración a la ley y al derecho. Las 
fuentes del derecho. La ley. Disposiciones normativas con rango 
de ley.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 81 a 92 · 12 artículos

CC · Código Civil
arts. 1 a 2 · 2 artículos

14 artículos · empieza en la pág. 121

Lo más preguntado de este tema

Art. 81 CE 135
Art. 86 CE 98
Art. 1 CC 94
Art. 82 CE 72
Art. 87 CE 43

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 1.182 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 81 a 92 · 12 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO III DE LAS CORTES GENERALES

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ELABORACIÓN DE LAS LEYES

Artículo 81.
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las
que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la
Constitución.

2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en
una votación final sobre el conjunto del proyecto.

Artículo 82.
1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre
materias determinadas no incluidas en el artículo anterior.

2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su objeto sea la formación de
textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo.

3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para materia concreta y con
fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la
publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo
indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.

4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios
y criterios que han de seguirse en su ejercicio.

5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se refiere el contenido
de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de
regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.

6. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer en cada
caso fórmulas adicionales de control.
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Artículo 83.
Las leyes de bases no podrán en ningún caso:

a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases.

b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

Artículo 84.
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el
Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal supuesto, podrá presentarse una proposición
de ley para la derogación total o parcial de la ley de delegación.

Artículo 85.
Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos.

Artículo 86.
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas
provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título
I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.

2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de
los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su
promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su
convalidación o derogación, para lo cual el Reglamento establecerá un procedimiento especial y sumario.

3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos como proyectos de ley
por el procedimiento de urgencia.

Artículo 87.
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y
los Reglamentos de las Cámaras.

2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de
ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres
miembros de la Asamblea encargados de su defensa.

3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación
de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha
iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la
prerrogativa de gracia.

Artículo 88.
Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de
una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.

Artículo 89.
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las Cámaras, sin que la
prioridad debida a los proyectos de ley impida el ejercicio de la iniciativa legislativa en los términos regulados
por el artículo 87.

2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el Senado, se remitirán
al Congreso para su trámite en éste como tal proposición.
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Artículo 90.
1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, su Presidente dará
inmediata cuenta del mismo al Presidente del Senado, el cual lo someterá a la deliberación de éste.

2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje
motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto deberá ser aprobado por mayoría
absoluta. El proyecto no podrá ser sometido al Rey para sanción sin que el Congreso ratifique por mayoría
absoluta, en caso de veto, el texto inicial, o por mayoría simple, una vez transcurridos dos meses desde la
interposición del mismo, o se pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o no por mayoría simple.

3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto se reducirá al de veinte
días naturales en los proyectos declarados urgentes por el Gobierno o por el Congreso de los Diputados.

Artículo 91.
El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y
ordenará su inmediata publicación.

Artículo 92.
1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos
los ciudadanos.

2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Gobierno, previamente
autorizada por el Congreso de los Diputados.

3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de referéndum
previstas en esta Constitución.

CC
Código Civil
En este tema: arts. 1 a 2 · 2 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1889-4763

TÍTULO PRELIMINAR DE LAS LEYES, DE SUS EFECTOS Y DE LAS REGLAS GENERALES PARA SU APLICACIÓN

CAPÍTULO I FUENTES DEL DERECHO

Artículo 1.
1. Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del
derecho.

2. Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior.

3. La costumbre sólo regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden
público, y que resulte probada. Los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración
de voluntad, tendrán la consideración de costumbre.

4. Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre, sin perjuicio de su carácter
informador del ordenamiento jurídico.

5. Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de aplicación directa en España
en tanto no hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno mediante su publicación íntegra en el
«Boletín Oficial del Estado».

6. La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado,
establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del
derecho.
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7. Los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan,
ateniéndose al sistema de fuentes establecido.
Se modifica por el Decreto 1836/1974, de 31 de mayo. Ref. BOE-A-1974-1083.

Artículo 2.
1. Las leyes entrarán en vigor a los veinte días de su completa publicación en el «Boletín Oficial del Estado», si
en ellas no se dispone otra cosa.

2. Las leyes sólo se derogan por otras posteriores. La derogación tendrá el alcance que expresamente se
disponga y se extenderá siempre a todo aquello que en la ley nueva, sobre la misma materia sea incompatible
con la anterior. Por la simple derogación de una ley no recobran vigencia las que ésta hubiere derogado.

3. Las leyes no tendrán efecto retroactivo, si no dispusieren lo contrario.
Se modifica por el Decreto 1836/1974, de 31 de mayo. Ref. BOE-A-1974-1083.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 3

1 Según el artículo 128.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, los reglamentos y disposiciones administrativas podrán… (señale la correcta):

A) Desarrollar una ley.

B) Tipificar delitos, faltas o infracciones administrativas.

C) Establecer penas o sanciones.

D) Establecer tributos, exacciones parafiscales u otras cargas o prestaciones personales o patrimoniales de 
carácter público.

Ayuntamiento de Antequera, 2020

2 Según el artículo 128.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, el ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde (indicar la respuesta 
CORRECTA):

A) A las Cortes Generales y órganos legislativos de las Comunidades Autónomas.

B) Al Gobierno de la Nación y a los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, de conformidad con lo 
establecido en sus respectivos Estatutos.

C) Al Gobierno de la Nación, a los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, de conformidad con lo 
establecido en sus respectivos Estatutos, y a los órganos de gobierno locales, de acuerdo con lo previsto en la 
Constitución, los Estatutos de Autonomía y la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen 
Local.

D) Ninguna es correcta.
Gobierno de La Rioja, 2023

3 De acuerdo con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas:

A) Son anulables las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en una disposición reglamentaria.

B) Las resoluciones administrativas de carácter particular no pueden vulnerar lo establecido en una disposición de 
carácter general, aunque aquellas procedan de un órgano de jerarquía igual o superior al que dictó la 
disposición general.

C) Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al derecho administrativo producen efectos desde la fecha en 
que se notifiquen, salvo que dispongan otra cosa.

D) Como regla general, se puede otorgar eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos 
anulados.

Govern de les Illes Balears, 2026
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4 En caso de una necesidad extraordinaria y urgente, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas 
provisionales que tomarán la forma de decretos ley y que NO podrán afectar:

A) El ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, los derechos, los deberes y las libertades de los 
ciudadanos regulados en el Título I, el régimen de las Comunidades Autónomas ni el derecho electoral general.

B) El ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, los derechos, los deberes, principios rectores de la 
política social y económica y las libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, ni el régimen electoral 
general.

C) El ordenamiento de las Cortes Generales, los derechos, los deberes y las libertades de los ciudadanos regulados 
en el Título I, ni el régimen de las Comunidades Autónomas.

D) El ordenamiento de las instituciones básicas del Estado y de las Comunidades Autónomas, los derechos, los 
deberes, principios rectores y las libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, el régimen de las 
Comunidades Autónomas ni el derecho electoral general.

Ayuntamiento de Roquetes, 2025

5 ¿En qué Título de la Constitución Española están regulados los derechos y deberes fundamentales?

A) Título I.

B) Título II.

C) Título IV.

D) Título V.
Gobierno de Aragón, 2024
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Soluciones — Tema 3 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 128 LPACAP Los reglamentos ocupan un escalón inferior a la ley y solo sirven para completarla o
desarrollarla, nunca para sustituirla en materias reservadas al legislador. Por ello pueden desarrollar el
contenido de una ley, pero les está vedado crear delitos o infracciones administrativas, imponer penas o
sanciones y establecer tributos o cargas patrimoniales de carácter público. Estas materias quedan reservadas a
la norma con rango de ley. El reglamento colabora con la ley, sin invadir lo que corresponde en exclusiva al
Parlamento.

2 C Art. 128 LPACAP La potestad reglamentaria corresponde al Gobierno de la Nación y a los órganos de
Gobierno de las comunidades autónomas, conforme a sus respectivos Estatutos. También corresponde a los
órganos de gobierno locales, de acuerdo con la Constitución, los Estatutos de Autonomía y la legislación de
régimen local. Las Cortes y las asambleas legislativas ejercen la potestad legislativa, no la reglamentaria.

3 B Art. 37 LPACAP Las resoluciones administrativas particulares no pueden vulnerar una disposición de carácter
general. Esta prohibición se mantiene aunque la resolución proceda de un órgano de igual o superior jerarquía
al que dictó la disposición general. Se trata del principio de inderogabilidad singular.

4 A Art. 86 CE pág. 122 Los decretos-leyes son una herramienta excepcional para situaciones de necesidad
urgente, pero tienen límites materiales muy precisos. No pueden tocar la organización de las instituciones
básicas del Estado, los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos del Título I, el régimen de las
Comunidades Autónomas ni el Derecho electoral general. Conviene precisar que la prohibición alcanza a los
derechos, deberes y libertades del Título I, no a los principios rectores de la política social y económica, que
algunas formulaciones añaden indebidamente.

5 A Art. 94 CE pág. 22 La Constitución Española regula los derechos y deberes fundamentales en su Título I. El
artículo 94 confirma esta ubicación al referirse expresamente a los derechos y deberes fundamentales
establecidos en dicho título.

Practica con más de 1.150 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/admin-c1-ayto-santa-margarida

SolucionesTema 3 · Sometimiento de la Administración a la ley y al derecho. Las fuentes del derecho. La ley. Disposiciones normativas con ra…

3

TEMARIO Administrativos/vas · Ayuntamiento de Santa Margarida i els Monjos · oposicionesexpress.com pág. 126

https://haztefuncionario.com/test?oposicion=admin-c1-ayto-santa-margarida&temaOficialId=2887859113564&temaNum=3&utm_source=temario-tema


AQUÍ ACABA LA MUESTRA

Has visto 3 de los 40 temas.
Te faltan 37 temas. El temario completo de Administrativos/vas · Ayuntamiento de 

Santa Margarida i els Monjos lleva el texto de las 50 normas de tu programa, con los 

artículos más preguntados señalados.

TEMARIO COMPLETO

24,90 €
Pago único, impuestos incluidos

PDF con los 40 temas.

TEMARIO + LIBRO DE TEST

44,90 €
Pago único, impuestos incluidos

Con el libro de test de esta convocatoria. 
Fallas una pregunta, lees su artículo y vuelves 
a intentarlo.

Consíguelo en OposicionesExpress
Apunta con la cámara o entra en la página de tu convocatoria.

oposicionesexpress.com/Test-Administrativos-vas-Ayuntamiento-de-
Santa-Margarida-i-els-Monjos-C1.html?quiero=temario

Los 40 temas del programa oficial El texto de 50 normas, sin artículos derogados

Los artículos más preguntados, señalados 5 preguntas de examen por tema, explicadas

Lo más preguntado de cada tema Índice que se pulsa y marcadores

https://oposicionesexpress.com/Test-Administrativos-vas-Ayuntamiento-de-Santa-Margarida-i-els-Monjos-C1.html?quiero=temario&utm_source=muestra-temario

	Cómo se usa este temario
	Índice
	Lo más preguntado de este temario
	Tema 1 · La Constitución española de 1978: estructura y principios generales. Derechos y garantías…
	CE · arts. 1 a 80, 93 a 96, 108 a 127, 137 a 139 y 159 a 165

	Tema 2 · El Gobierno y la Administración. Principios de actuación de la Administración pública. La…
	CE · arts. 97 a 107 y 140 a 158
	Ley-Gobierno · arts. 1 a 29
	LRJSP · arts. 1 a 4 y 54 a 158
	LBRL · arts. 1 a 3, 5 a 6, 8 a 10, 55 a 62 y 117 a 120
	CEAL · arts. 1 a 11
	TRLMRLC · arts. 1 a 7 y 144 a 153

	Tema 3 · Sometimiento de la Administración a la ley y al derecho. Las fuentes del derecho. La ley.…
	CE · arts. 81 a 92
	CC · arts. 1 a 2


